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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la Ministra de Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez Pereira.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 35ª, especial y 36ª, extraordinaria, en 2 de julio, y 37ª, especial, y 38ª, ordinaria, ambas en 3 de julio, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a la tramitación de un proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (boletín N° 9.022-08) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Con el segundo, en su oportunidad, retiró la urgencia al proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29).



--Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que regula la actualización de los padrones electorales (boletín N° 8.972-06).



2.- El que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (boletín N° 7.201-08).



Con los tres siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (boletín Nº 8.774-04).



2.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (boletín Nº 7.966-05).



3.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (boletines Nos 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).



4.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (boletín Nº 8.618-11). 



5.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13).



6.- Proyecto que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (boletín Nº 8.936-13).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- La que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (boletín Nº 8.767-06).



2.- La que modifica el Código Civil y otras leyes, regulando el régimen patrimonial de la sociedad conyugal (boletines Nos 7.567-07,  5.970-18  y 7.727-18, refundidos).



3.- La que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (boletín N° 2.357-09).



4.- La que modifica el Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores (boletín N° 8.573-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que dio su aprobación en general al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (boletín Nº 8.618-11), mientras que, en particular, rechazó la totalidad de sus artículos (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Se toma conocimiento y se designa a los Senadores miembros de la Comisión de Salud para integrar la Comisión Mixta que debe formarse conforme lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República.



Con el segundo comunica la aprobación del proyecto de ley que declara feriado el 20 de agosto para la comuna de Chillán Viejo (boletín Nº 8.889-06) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones legales:



1.- Artículo 206 del Código Civil.



2.- Artículos 25, 25 bis, 26 y 26 bis del Código del Trabajo.



3.- Artículos 13, 64 N° 2 y 67 del decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile.



4.- Artículo 4°, inciso primero, de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.



5.- Artículo 6°, inciso segundo, de la ley N° 20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso posnatal parental.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite copia de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 25, inciso primero, del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Remite informe del señor Secretario General de Carabineros de Chile, que atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa al uso de violencia en contra de jóvenes por parte de funcionarios policiales.



Adjunta documentación en respuesta a petición de información, enviada en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre resultados de la evaluación realizada por Paz Ciudadana, en comunas de la Región Metropolitana, al Plan Cuadrante de Seguridad Preventiva de Carabineros de Chile.



De la señora Ministra de Justicia:


Da respuesta a conceptos expuestos en la hora de Incidentes por el Senador señor Navarro, relativos al planteamiento de la organización “Amor de Papá” acerca del proyecto de ley sobre cuidado compartido (boletines Nos 5.917-18 y 7.007-18, refundidos), intervención que fue remitida a esa Secretaría de Estado en nombre de Su Señoría.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura (s):


Responde consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre la posibilidad de otorgar a los trabajadores de las industrias pesqueras con contrato por faena el subsidio que se entrega a los pescadores artesanales afectados por la escasez de sardina y anchoveta.



Del señor Jefe de la División Jurídica (T y P), Tesorería General de la República:


Contesta consulta, remitida en nombre del Senador señor Ignacio Walker, en materia de medidas de urgencia adoptadas para atender la grave situación que afecta a los pequeños mineros y mineros artesanales de la Región de Valparaíso, ante la imposibilidad de pagar sus patentes mineras.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental:


Responde consulta, cursada en nombre de la Senadora señora Allende, respecto del estado actual del proyecto agroindustrial del Valle del Huasco.


Del señor Alcalde de Linares:


Contesta consulta, enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre estado del proyecto de reparación de la sede de la Junta de Vecinos Las Rosas de esa comuna.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:


Da respuesta, por instrucción del señor Ministro, al acuerdo del Senado, presentado por los Senadores señores Chahuán, García, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Orpis, Rossi, Tuma y Uriarte, sobre incorporación de una indicación en el proyecto que modifica la ley N° 19.995, en actual trámite por la Cámara de Diputados, para suprimir el plazo extintivo de las concesiones a municipalidades, que fija la ley en vigor (boletín N° S 1.573-12).



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (boletín N° 8.201-09) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (boletín N° 8.263-13) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Girardi, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para autorizar el aborto en los casos que indica y el Código Penal para su despenalización en las mismas hipótesis (boletín Nº 9.021-11) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Salud.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Letelier, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 7 del mes en curso.



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de entrar a los Acuerdos de Comités, el Senador señor Zaldívar solicita fijar nuevo plazo de indicaciones para el proyecto que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando un fondo de apoyo regional (FAR) (boletín Nº 8.289-15). 



Se sugiere el jueves 25 de julio, a las 12:30.



¿Hay acuerdo? 



--Se accede. 

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en primer lugar de la presente sesión ordinaria, como si fueran de Fácil Despacho, los proyectos de ley signados con los números 12 y 15 en la tabla: el que amplía el plazo del derecho a ausentarse del trabajo para la madre, en caso de que la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer, y el que establece plazo para otorgamiento del finiquito del contrato de trabajo, respectivamente.



2.- Colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana la iniciativa de ley que regula la actualización de los padrones electorales.



3.- Rendir homenaje al Instituto Nacional, con motivo de la conmemoración de sus doscientos años, en la sesión ordinaria del miércoles 7 de agosto del presente año, a las 18:30.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay inscritos para intervenir sobre la Cuenta o respecto de los Acuerdos de Comités.

V. ORDEN DEL DÍA

AMPLIACIÓN DE PLAZO MATERNAL PARA AUSENTARSE DE TRABAJO EN CASO DE CÁNCER DE HIJO
El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo convenido por los Comités, trataremos en primer lugar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el plazo del derecho a ausentarse del trabajo para la madre, en caso de que la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (5857-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador señor Bianchi):



En primer trámite, sesión 18ª, en 7 de mayo de 2008.



Informes de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.



Trabajo y Previsión Social (segundo): sesión 32ª, en 18 de junio de 2013.



Discusión:



Sesión 33ª, en 10 de julio de 2012 (se aprueba en general).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La idea de legislar fue aprobada en sesión de 10 de julio de 2012.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



La Comisión efectuó una enmienda al proyecto de ley aprobado en general, consistente en sustituir el texto de su artículo único por otro, modificación que aprobó por unanimidad, razón por la cual debe ser votada sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnarla o que existan indicaciones renovadas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



Si hay acuerdo, se aprobará la única enmienda.



--Por unanimidad, se aprueba. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Además, la Comisión deja constancia de que acordó proponer a la Sala que se cambie la denominación de la iniciativa por la siguiente: “Proyecto de ley que extiende el permiso para ausentarse del trabajo cuando la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer”.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que registra, en su tercera columna, el texto de la modificación aprobada por la Comisión de Trabajo en su segundo informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el cambio de nombre sugerido por el órgano técnico. 



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Queda despachado el proyecto en este trámite.

FIJACIÓN DE PLAZO PARA OTORGAMIENTO DE FINIQUITO DE CONTRATO DE TRABAJO
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar, también como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece plazo para otorgamiento del finiquito del contrato de trabajo, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 



La iniciativa es de artículo único. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (7.467-13 y 7.746-13, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyectos de ley:



En segundo trámite, sesión 28ª, en 20 de junio de 2012.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 4ª, en 19 de marzo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es fijar un plazo de diez días hábiles para el otorgamiento del finiquito del contrato de trabajo, término que se contará desde que el trabajador hubiere sido separado de sus funciones. 



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto en general y en particular por ser de artículo único. Lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Muñoz Aburto y Pérez Varela, y en particular, con la misma votación, introduciendo una sola enmienda, consistente en preceptuar claramente la obligación del empleador de otorgar el finiquito y de poner su pago a disposición del trabajador en el plazo de diez días hábiles.



Dicho órgano técnico deja constancia de que, durante el debate de la propuesta legislativa, tuvo a la vista otras iniciativas legales directamente relacionadas con la materia, la primera de las cuales se encuentra en segundo trámite constitucional y las dos restantes, en primer trámite. Son las siguientes: 



-La que modifica el Código del Trabajo en materia de otorgamiento del finiquito (boletines Nos 4.045-13 y 4.123-13, refundidos).



-La relativa a finiquitos suscritos ante notarios, oficiales del Registro Civil o secretarios municipales (boletín Nº 4.809-13).



-La que enmienda el Código Laboral en materia de renuncia de los derechos del trabajador con motivo de la suscripción del finiquito (boletín Nº 4.809-13). 



El texto que se propone aprobar se consigna en el informe de la Comisión de Trabajo y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



El Honorable señor Gómez desea hacerle una consulta al Presidente de la Comisión, Senador señor Muñoz Aburto.



Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo quiero conocer el alcance de la modificación propuesta en el inciso primero del artículo 163 del Código del Trabajo. La norma legal señala: “Si el contrato hubiere estado vigente un año o más y el empleador le pusiere término en conformidad al artículo 161, deberá pagar al trabajador, al momento de la terminación, la indemnización por años de servicio que las partes hayan convenido…”. Entiendo que se elimina la expresión “al momento de la terminación”; por lo tanto, ahora esa parte dirá lo siguiente: “deberá pagar al trabajador la indemnización por años de servicio”. 



No comprendo el sentido de tal enmienda. 



En la ley está claro cuándo tendría que pagarse la indemnización. Sin embargo, en el texto planteado no sé si queda tan explícito. 



Deseo preguntarle al Presidente de la Comisión por el alcance de lo propuesto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la Cámara Diputados, en el primer trámite constitucional, fijó un plazo para el otorgamiento de finiquitos, porque en la práctica estos no se firman ni pagan de inmediato. A veces se firman, pero no se cancelan en el momento, motivo por el cual los trabajadores deben recurrir a los tribunales laborales para poder cobrar los emolumentos o indemnizaciones pactadas por las partes. 



Por ello, se fija un plazo máximo de diez días para suscribir el finiquito y recibir el pago de todo lo que se haya convenido.



Ese es el objetivo de la iniciativa, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el proyecto.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto en general y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.
AMPLIACIÓN DE GIRO DE EMPRESA TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para ampliar el giro de la empresa, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8273-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 102ª, en 6 de marzo de 2013.



Discusión:



Sesiones 44ª, en 29 de agosto de 2012 (queda para segunda discusión); 48ª, en 11 de septiembre de 2012 (se aprueba en general); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 32ª, en 18 de junio de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que se renovó un conjunto de indicaciones, algunas fueron rechazadas y otras declaradas inadmisibles en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 



Dicho órgano técnico deja constancia de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones y de que efectuó tres enmiendas al proyecto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad. Sin embargo, las indicaciones a que me referí podrían incidir en alguna de ellas; por lo tanto, sugiero proceder en el orden de la iniciativa. 



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado y, además, un documento donde se consignan las indicaciones que se han renovado. En cada oportunidad indicaré si se trata de una indicación rechazada o declarada inadmisible por la Comisión. En este último caso, no corresponde votar, salvo que previamente un señor Senador solicite pronunciarse acerca de la inadmisibilidad. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la discusión particular.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer término, hay que dirigirse al numeral 1) del artículo único, que modifica el artículo 2° de la ley de Televisión Nacional de Chile.



La indicación renovada Nº 3 propone agregar en este artículo un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: “Cada servicio de telecomunicaciones que preste TVN deberá contar con un comité específico que regule su funcionamiento, el que deberá estar integrado por especialistas del respectivo ámbito.”. 



Dicha indicación fue declarada inadmisible en la Comisión. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Algún señor Senador solicita votar la admisibilidad de la indicación recién individualizada?



No.



En consecuencia, se mantiene a firme la inadmisibilidad. 



Continúe señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pronunciarse, en el mismo numeral 1), respecto de la modificación propuesta por la Comisión, acordada por unanimidad, para reemplazar el inciso segundo del artículo 2° por el siguiente: “En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.”.


Reitero que dicho inciso se acogió por unanimidad y no hay indicaciones renovadas que lo modifiquen.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado. 



--Por unanimidad, se aprueba el nuevo inciso segundo del artículo 2°, contenido en el Nº 1) del artículo único. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, se ha renovado la indicación Nº 4, que busca agregar dos nuevos incisos al artículo 2º. Dicha propuesta también fue declarada inadmisible en la Comisión. 



Parece que no todos los señores Senadores tienen el documento donde aparecen las indicaciones renovadas. 

El señor ORPIS.- Yo no dispongo de él.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se encuentra en las carpetas que se distribuyeron. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En todo caso, daré lectura a la indicación renovada Nº 4. Dice: “Televisión Nacional de Chile adquirirá, sin necesidad de concurso público, los permisos y concesiones que sean necesarios, en conformidad a la ley, para brindar servicios de Telecomunicaciones nuevos, no obstante deberá siempre sujetarse a las normas de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, y de la ley N° 18.838, del Consejo Nacional de Televisión, en cada caso y cuando así corresponda. 



“Sin importar su naturaleza y cualquiera sea el formato, plataforma o medio utilizado, no podrá cobrar por la recepción de los datos que emita o transmita, que serán siempre de recepción libre y gratuita para los usuarios.”.



Esta indicación fue declarada inadmisible en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ningún señor Senador ha pedido votar su admisibilidad. 



Si le parece a la Sala, se mantendrá la inadmisibilidad de la indicación renovada número 4.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo deseo pedirle al Presidente de la Comisión que dé alguna explicación sobre el contenido de la normativa. No creo que ella sea muy simple. Aquí se pretende ampliar el giro de la empresa, y estamos hablando de Televisión Nacional.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es, señor Senador.

El señor GÓMEZ.- Entonces, sería importante saber más en profundidad de qué se trata esta proposición. En mi opinión, TVN  no solo debiera tener un giro de empresa, sino que también ha de cumplir ciertas obligaciones desde el punto de vista de la información, lo cual no tiene que ver necesariamente con el giro.



Por lo tanto, como no participé en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, solicito que su Presidente, si es posible, nos explique cuáles son las modificaciones que se están planteando, por cuanto votarlas a fardo cerrado, aunque vengan por unanimidad, por lo menos a mí no me parece.

El señor PIZARRO (Presidente).- En estos momentos no está presente el Presidente del mencionado órgano técnico, señor Senador. No obstante,  debo señalarle que esto es lo que se llama “Ley corta”, en que se busca justamente ampliar el giro de Televisión Nacional, lo cual se halla establecido en el segundo inciso del artículo 2° contenido en el número 1) del artículo único del proyecto, que dice: “En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.”.



En eso consiste la ampliación del giro, que fue lo que se aprobó por unanimidad en la Comisión y se ratificó acá, en la Sala.



 Ello tiene por objeto dotar a Televisión Nacional de Chile de mejores mecanismos de competencia frente a un mercado que es altamente competitivo y donde no cuenta con ninguna de las facilidades que tienen las otras empresas o los operadores de televisión privados. 



Según recuerdo del debate habido, se pretende colocar a dicho canal en igualdad de condiciones y darle las facilidades para que pueda competir. No hay que olvidarse, además, que Televisión Nacional es una empresa pública cuyo financiamiento proviene de su propia gestión. Por consiguiente, su situación es como echar a pelear en un ring a un boxeador con una mano amarrada en circunstancias de que el otro tiene las dos libres.



A eso apunta en lo fundamental el proyecto, que es relativamente simple: se busca ampliar el giro de TVN para hacerla más competitiva.



En todo caso, tiene razón Su Señoría. Así que ofrezco la palabra al Presidente de la Comisión, Senador señor Chahuán, quien acaba de llegar.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, lo que se está sometiendo a la aprobación del Senado es un proyecto de ley que -como lo señaló el titular de la Corporación, Senador Jorge Pizarro- persigue efectivamente ampliar el giro de Televisión Nacional para los efectos de otorgarle igualdad de condiciones a fin de competir con el resto de las señales privadas.



Sobre la materia, hay dos iniciativas: una, la “Ley larga de TVN”, y dos, la “Ley corta”. La primera habla más bien del objetivo, de la misión y de la visión acerca de la televisión estatal. 



Debo mencionar, señor Presidente, que recibimos en la Comisión a innumerables expertos, pero también al Directorio de Televisión Nacional y a los sindicatos que hay en su interior. Todos ellos manifestaron la voluntad de avanzar en este proyecto para dotar a TVN de herramientas que le permitan cumplir con su rol de televisión estatal y, en definitiva, usar las distintas plataformas de que se dispone hoy día, para los efectos de llegar con sus contenidos a todos y cada uno de los lugares del país.



En ese sentido, es preciso señalar que existe el compromiso de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones de poner en tabla, una vez que hayan sido despachadas otras iniciativas que también tienen prioridad, el proyecto denominado “Ley larga de Televisión Nacional”, a fin de asumir las definiciones de los roles de la televisión estatal.



En tal virtud, hacemos un llamado a aprobar la iniciativa en estudio, que busca potenciar, dar herramientas, fortalecer el músculo de la televisión estatal en nuestro país, con el propósito de que esta pueda utilizar las plataformas que en la actualidad entregan los distintos medios y llegar con sus contenidos a todos y cada uno de los chilenos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, nosotros tenemos interés en discutir la “Ley larga de Televisión Nacional”. Es un debate interesante y tiene que ver con cómo se fortalece la televisión pública, a diferencia de las otras que son privadas, y cómo se profundiza el pluralismo, el respeto a la diversidad y los valores que se desean promover, los cuales representan un consenso y son fundamentales. 



Aquello va más allá, seguramente, del correcto funcionamiento que se encuentra establecido en el proyecto de Ley sobre Televisión Digital que aprobamos recientemente, que es un común denominador para todos los canales. Pero en la “Ley larga de Televisión Nacional” la idea es estipular cuáles son las diferencias que hacen que sea necesario para la sociedad chilena que exista justamente una televisión pública. 



Sobre ese particular, hay un debate que es muy interesante. Algunos somos partidarios de que en la “Ley larga” se pueda contemplar financiamiento para una televisión de calidad o de mayor calidad, en todos los ámbitos, tanto cultural, científico, como en lo relativo a la democratización del conocimiento.



Ese es un tema.



Ahora bien, la iniciativa en análisis de cierta manera se presentó -dado que la “Ley larga” es más compleja, requiere más tiempo- con motivo de la discusión del proyecto de Ley sobre Televisión Digital Terrestre, donde se consignaron muchos aspectos vinculados con los principios que tendrá que considerar el conjunto de la televisión, lo cual se denominó “el cumplimiento del correcto funcionamiento”. Y esta “Ley corta” lo que hace fundamentalmente es dar a entender que el mundo cambió, que en cierto modo pasamos de la edad de piedra a otra tecnología: la era digital. 



Por cierto, la televisión analógica no se puede desenvolver en las mismas estructuras, con iguales principios, conforme a similares lógicas que las de la televisión digital, la que va a cambiar todavía más con la televisión por Internet, con los procesos holográficos, cuando uno pueda dirigir la televisión directamente a través de sus ondas cerebrales y mediante las nuevas tecnologías que se van a desarrollar. 



La televisión va a ser un espacio virtual; podremos ver una pantalla en el lugar que queramos. Y todo ello va a estar manejado por nuestras ondas cerebrales. O sea, vienen cambios revolucionarios. Además, la capacidad de compresión y, por lo tanto, la velocidad de Internet también se están desarrollando en ámbitos que son innovadores.



Se aproxima un mundo nuevo, realidades aumentadas. Es decir, viene todo un mundo a través de la televisión, en virtud de la cual vamos a poder vivir experiencias, tener texturas, en fin, como si estuviéramos experimentando la realidad. 



Y ese mundo que viene no se puede materializar desde la televisión analógica. Además trae otros desafíos en el espectro -que es el espectro de oro de la señal digital-, no solamente en televisión, sino también en radio, multimedia y distintos procesos.  



En consecuencia, Televisión Nacional está en una especie de “a medias”, no puede involucrarse ni desarrollar otras áreas que no sea solo la de transmisión de contenidos propios de la televisión. 



Por consiguiente, lo que hace esta normativa, sin ir al fondo del asunto, es permitir que TVN se pueda incorporar a ello y hacer suyo            -queremos que sea así, porque la televisión pública es de todos los chilenos- dicho desafío, el progreso tecnológico y el desarrollo de nuevos -yo prefiero no hablar de negocios- espacios, de nuevas estrategias que fortalezcan el proceso o la tarea de construir una sociedad más plural, más diversa y más democrática.



En tal sentido, el proyecto en debate no hace sino equiparar a Televisión Nacional, sacarla de las restricciones y de las mutilaciones que hoy día experimenta, o -yo diría- de un problema de competencia desleal que presenta frente a otros medios, y ponerla en el mismo sitial que estos últimos. 



Y eso es para fortalecer la televisión pública.



Acá quiero clarificar algo: no hay ningún instrumento, ningún espacio para vender señales, para enajenar, para privatizar el corazón de todo esto, que es el espectro, pues este se encuentra reservado. 



Quiero recordar que, con ocasión de la discusión del proyecto sobre televisión digital, al único medio que le dimos el equivalente a dos veces el espacio que se les entregó a otros fue a Televisión Nacional, porque nos pareció que había que dar una señal de fortalecimiento, de privilegio a la televisión pública.



Por eso, voto a favor.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 3 del boletín comparado, señores Senadores…

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Excúseme, señor Secretario.



Senador señor Gómez, ocurre que ya estamos en la página 3 del boletín comparado y vamos a ver la indicación N° 18. 



Una vez que el señor Secretario la lea le daré la palabra.

El señor GÓMEZ.- Muy bien.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como decía, en la página 3 del boletín comparado se presentan dos situaciones.



Primero, está la indicación renovada N° 18 -también se puede ver en la página 1 del documento que Sus Señorías tienen a su disposición- cuyo propósito es eliminar la expresión “enajenar”, que figura en el número 1) del artículo 13, en la columna correspondiente al texto legal vigente.



Lo segundo es la proposición de la Comisión, la cual fue aprobada en forma unánime, para cambiar la locución “concesiones de servicios televisivos” -está en la línea que sigue al vocablo “enajenar”- por “concesiones de servicios de telecomunicaciones”.



De consiguiente, habría que votar, en primer término, si se suprime o no el término “enajenar”, porque esta indicación solo fue rechazada en el respectivo órgano técnico.

El señor PIZARRO (Presidente).- La indicación N° 18 es admisible y, por tanto, debemos pronunciarnos sobre ella.



Les recuerdo que busca suprimir la expresión “enajenar” contenida en el inciso tercero del artículo 13 de la ley vigente.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez para fundamentar su voto.
El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, al leer el informe queda claro que la explicación que se ha dado no es tan simple. Acá se señala que le vamos a otorgar a Televisión Nacional las mismas condiciones de que gozan otros medios para competir en el mercado. No se esclarece acerca de qué estamos hablando, sino que se dice que aquí le estamos dando amplitud a la empresa para llevar a cabo dicho proceso.



Una de las pocas personas a las que escuchó su opinión la Comisión fue al señor Tomás Mosciatti. Y en el informe se señala que este indicó “que TVN quiere ampliar su objeto a la radiodifusión y que él viene a hablar en nombre de la radio, el medio moderno más antiguo, el más pluralista, el más libre y, además, el que tiene mayor reconocimiento desde el punto de vista de la confianza”.


¿Y por qué el señor Mosciatti sostiene lo anterior? Porque dice que si el proyecto permite que Televisión Nacional compre radiodifusión se va a propiciar que esta concentre las comunicaciones. Y a modo de ejemplo resalta el hecho de que en este minuto canal 13 es dueño tanto de la estación televisiva cuanto de un montón de otras radiodifusoras. Agrega que si el Estado quiere tener medios, es válido que los tenga, que los financie. 



Eso es lo lógico y no tiene para qué entrar a competir en el mercado. 



Si queremos que haya un sistema que funcione desde el punto de vista de las ideas, de la pluralidad, etcétera -lo cual establecimos durante la discusión del proyecto sobre televisión digital y en muchos otros-, el Estado lo debe financiar. 



Sin embargo, no estoy de acuerdo con esta lógica que permite que finalmente Televisión Nacional se transforme en un competidor del mercado. Yo, por lo menos, estoy en total desacuerdo y comparto, además, lo que señaló el señor Mosciatti y que el informe consigna: “La concentración en Chile no es solamente hoy empresarial sino que también está en los medios. Nuevamente formula la pregunta, desde cuándo que los banqueros tienen canales de televisión o tienen diarios. Consultó si se han dado cuenta de cómo emplean sus medios para fines particulares. Ofreció ejemplos si la Comisión los requiere porque existen.



“Indicó que quería venir a advertir que ampliar el giro de TVN en materia de radiodifusión es una pésima política, cuando lo que hay que hacer es desconcentrar. La ampliación de giro atenta contra la democracia y la libertad. Va a haber menos acceso de la gente a las radios, las radios son el medio más libre y que tienen más respeto en el país, justamente en un lugar, en donde las instituciones carecen de respetabilidad hoy día. Por lo tanto, le parece una pésima solución.



“Señaló que la concentración de los medios es mala porque elimina la pluralidad y que las radios están desapareciendo. Con esta ley de televisión nacional, TVN va a comprar radios, si existen frecuencias disponibles. ¿Cuántas más van a quedar?”.



En consecuencia, lo que se pretende aprobar no es tan simple. No se trata solo de darle ampliación de giro a Televisión Nacional, sino que estamos tomando una decisión política acerca de cuál es nuestra visión en lo que respecta a la información, la televisión. Lo que nosotros necesitamos -lo afirmo y lo voy a sostener aunque lo haga solo, como una “ínfima minoría”, como dice el Senador Zaldívar- es tener una televisión pública y que ella cumpla objetivos públicos que digan relación con la información veraz y oportuna, con las capacidades de Televisión Nacional para instalarse y establecerse en todas las regiones del país. Y eso no tiene que ver con la competencia, sin perjuicio de que desgraciadamente la normativa que se aprobó obliga en esos aspectos, pero, sin duda, hay que cambiar el mecanismo. Lo que debe hacer el Estado de Chile es financiar a Televisión Nacional. ¿Para qué? Para que disponga de programas y proyectos que sean pluralistas, desde todo punto de vista.



Por eso, señor Presidente, voy a votar en contra del artículo en cuestión, porque me parece que lo que señaló el señor Tomás Mosciatti en la Comisión, lo cual nadie ha explicitado, resulta razonable. En efecto, lo que estamos haciendo es permitir que al igual que canal 13, que compra radios, Televisión Nacional haga lo mismo. Y a través de esa vía concentramos el poder de los medios de comunicación, lo que es tremendamente inaceptable en este país.



Hace unos días, con el Senador señor García-Huidobro, quien representa a la Región de O´Higgins, planteamos un tema fundamental que afectaba a los diarios locales debido a esta concentración. Estábamos preocupados por el diario “El Rancagüino”, que tenía algunas dificultades a propósito de este mismo aspecto.



De verdad, no es dable que una iniciativa que impone tales condiciones y limitantes para el resto de la pluralidad sea aprobada sin ningún tipo de discusión.



No estoy de acuerdo y voto en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, estamos discutiendo la indicación que se formuló al artículo N° 13 para suprimir la palabra “enajenar”. Y quiero llamar la atención de las señoras y señores Senadores sobre este precepto y el efecto que tendría el hecho de aprobar tal proposición.



El artículo 13 dice que el Directorio de Televisión Nacional podrá acoger por mayoría simple de sus miembros en ejercicio los acuerdos sobre todo tipo de asuntos. No obstante, requerirá de quórums especiales para adoptar acuerdos en algunas materias específicas, que son las más importantes a resolver por un directorio. Por ejemplo, para designar o remover al Vicepresidente del Directorio; designar o remover al Director Ejecutivo de la Corporación, y enajenar, gravar o arrendar concesiones de servicios televisivos.



Lo anterior significa que si aprobamos la indicación tal como está, que fue rechazada por la Comisión, vamos a dejar la decisión de enajenar en manos de la mayoría simple, pues no necesitará quórum especial, cuestión que es importante para el Directorio de Televisión Nacional, toda vez que este debe velar por la pluralidad de las decisiones que se toman en el canal público.



Por lo tanto, llamo la atención de las señoras y señores Senadores en el sentido de que si se aprueba la indicación en la forma como está planteada, se le va a entregar a la simple mayoría de los miembros del Directorio de Televisión Nacional la posibilidad de enajenar, ya que no requerirá el quórum especial que se establece hoy día para adoptar tal resolución.



En consecuencia, señor Presidente, debiéramos rechazar la indicación tal como lo hizo la Comisión, para dejar ese tipo de decisiones, que son tan importantes para Televisión Nacional, sujetas a un quórum especial.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estamos discutiendo la indicación que suprime la palabra “enajenar”, no el numeral 3) -remplaza “concesiones de servicios televisivos” por “concesiones de servicios de telecomunicaciones”-, que debatiremos luego.



¿Eso es?

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, estamos discutiendo la indicación N° 18 y la sugerencia de la Comisión, porque ambas recaen en el artículo 13 de la ley vigente.

El señor NAVARRO.- Entonces, voy a intervenir primero sobre la indicación y después sobre la propuesta de la Comisión, que deberemos votar en ese orden.

El señor PIZARRO (Presidente).- Bueno.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la Senadora Von Baer hizo una interpretación cuantitativa del artículo 13 en cuanto a la facultad del Directorio para establecer un conjunto de medidas: “enajenar, gravar o arrendar concesiones de servicios televisivos; recabar de la Corte de Apelaciones la declaración”, etcétera, en circunstancias de que la cuestión de fondo, como hemos dicho, es el estatuto de Televisión Nacional.



Aquí estamos discutiendo una iniciativa de ley exprés, que solo busca equiparar a TVN con el resto del mercado: hacerla igual, competitiva, en fin. O sea, una línea contraria a lo que el propio Senado ha venido señalando que debe ser la televisión pública.



Aquí se ha acordado que tiene que haber un estatuto que la asimile a una televisión especial, no a la de mercado, que no compita con Mega, con Canal 13, con Chilevisión. No: una televisión pública, del Estado, no sujeta a las vicisitudes del people meter, del mercado. ¿Porque será este el que garantice el rol de TVN? ¿Serán los telespectadores quienes, de acuerdo al rating, fijen su misión?


Ya discutimos lo referente a la enajenación, señor Presidente.



A principio de los años 60, las concesiones de televisión -aquí a veces se tiende a olvidar la historia- se entregaron de manera gratuita a las Universidades de Chile y Católica. La de Chile vendió su canal, dando lugar a Chilevisión. Y luego la Católica enajenó el suyo al grupo Luksic, que le compra publicidad mayoritariamente a Canal 13.



Lo que quiero señalar es que si Televisión Nacional no hubiera vendido su segunda señal no existiría Mega. Y no es que yo no desee que haya más competencia: solo digo que, si existe un bien público que resguardar, TVN debiera comportarse como televisión pública, no como televisión de mercado.



Es un tema que falta discutir en el Senado.



Aquí solo estamos expresando: “Como usted participa en un mercado de alta competencia, ajústese a estas demandas. Entonces, compita de mejor modo”.



No estamos garantizando el rol de la televisión pública. Y por eso al inicio le dijimos al Gobierno que queríamos un compromiso acerca de cuándo íbamos a discutir el estatuto de Televisión Nacional.



En esta Sala, señor Presidente, no se encuentran ni el Ministro de Transportes ni el Subsecretario de Telecomunicaciones. No están los representantes del Ejecutivo. Y los colegas del oficialismo, de la Alianza por Chile, nada dicen sobre el hecho de que estos asuntos tan importantes se discutan sin presencia ministerial. ¡No hay a quién preguntarle!



El padre de la criatura es el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones. ¡No se halla en la Sala! Es imposible aclarar las dudas y debatir con el Gobierno. ¡Nos dejan el muerto a nosotros...! Y tenemos que resolver votando artículos que, además, no compartimos, porque se encuentran en un contexto particular, cuando el debate es general.



Yo no quiero que Televisión Nacional venda, sino que adquiera. Quiero fortalecer el canal público: que tenga la red territorial más extensa; que reciba algo de financiamiento del Estado, y, fundamentalmente, que no dependa de los recursos del mercado.



En seguida, señor Presidente, paso a referirme al concepto “enajenar”.



¿Le vamos a dejar una segunda señal a TVN? ¿Le daremos, como televisión nacional, condiciones distintas de las del mercado? Por cierto que sí. Pero que después TVN, por mayoría simple o especial, pueda enajenar, vender, rematar, licitar, en fin, no me parece adecuado.



La composición actual del Directorio -digámoslo francamente- es un mix político. Este es el acuerdo: “uno tuyo, uno mío; uno de Centroderecha, uno de Centroizquierda”; y al presidente lo nombra el Primer Mandatario de turno. Por lo tanto, existe cierto equilibrio.



De ahí que Francisco Vidal, ex Vocero de Gobierno, ex Ministro de Defensa, decía: “En Chile, de los cuatro canales principales, hay tres y medio de Derecha”. Entre ellos, la mitad de TVN, porque su propiedad -no su programación, ni tampoco sus periodistas- tiene un claro sesgo político: está concentrada en las manos de empresarios de clara afiliación de Derecha.



Yo quiero que TVN sea un canal público donde se expresen el pluralismo, la diversidad de nuestro país; que sea lo más parecido al Chile real. Porque en los otros canales hay pautas, principios básicos, y se excluye a mucha gente: no existen los gay (homosexuales o lesbianas), no existen las parejas separadas ni las personas divorciadas.



Tienen razón, y no los cuestiono. Solo pido que haya una estación televisiva que exprese la diversidad de Chile; que muestre a los pueblos originarios; que manifieste que hay pobreza; que refleje que nuestro país no es solo de gente como la que aparece en las teleseries: que no trabaja nunca y lleva una vida color de rosa.



Señor Presidente, no deseo que TVN enajene ningún tipo de bien. Y solicito que, tratándose de un canal público, se realice un debate mayor, por cierto con participación del Senado.



Voy a votar a favor de la indicación. Más allá de las facultades de mayorías simple o especial, no quiero que TVN pueda enajenar bienes.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Les pido a Sus Señorías que analicen bien el sentido de la indicación.



En el caso del Senador señor Navarro, por ejemplo, su argumentación, con la que convengo en buena parte, debería llevarlo a rechazar la indicación renovada. Porque hoy día el Directorio de Televisión Nacional tiene la facultad de enajenar, pero con quórum especial. Eso está vigente, no se halla en discusión. Entonces, si aprobamos la supresión de la palabra “enajenar”, permitiremos que aquel pueda acordar una enajenación con quórum simple. O sea, sería mucho más fácil enajenar.



Lo planteé en la Comisión, y por eso me opuse a la indicación. No obstante, lo argumentado por Su Señoría apunta a todo lo contrario.



Pero, en fin, cada cual tiene su opinión.

El señor NAVARRO.- Si no está el vocablo “enajenar”, no se podrá vender.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, estamos discutiendo y votando la indicación renovada. Y, por intermedio de Su Señoría, me gustaría decirle al Senador Navarro que, conforme a ella, se podrá enajenar con quórum simple, en circunstancias de que el actual artículo 13 exige quórum calificado (o sea, este último es un requisito más riguroso).



¿Qué significa aquello en la práctica? Que, de aprobarse la indicación, habrá mayores posibilidades de enajenar.



Si los parlamentarios quieren hacer más difícil la enajenación del patrimonio de Televisión Nacional -me incluyo entre ellos-, hay que rechazar la indicación renovada, porque su aprobación -reitero- la facilitará.



Dicho lo anterior, señor Presidente, deseo referirme al artículo 2° de la ley Nº 19.132, que ha sido parte de la discusión.


Yo entiendo que puedan existir distintas miradas en cuanto a Televisión Nacional. Pero eso no es lo que se halla en debate ahora.



Hoy día existe una normativa que define a Televisión Nacional de una manera determinada, le exige autofinanciamiento y la asimila con el resto del mercado televisivo. Y en este escenario, más allá de que concordemos o no, TVN tiene serias limitaciones.



Es lícito discutir el objeto de Televisión Nacional, qué queremos de ella. Pero el problema estriba en que la discusión en torno de eso no se materializa en este proyecto.



Actualmente existe una televisión nacional que está sujeta a una normativa jurídica pero que, lamentablemente, compite en desigualdad de condiciones. Ello, porque otros canales pueden tener no solo servicios televisivos, sino también de telecomunicaciones en general, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, lo que no ocurre en el caso de TVN.



Entonces, si se quiere igualar a Televisión Nacional con el resto de los canales de nuestro país, necesariamente debe ampliarse su objeto, de modo que todos estén en similares condiciones.



Sin embargo, eso no se encuentra en discusión en este minuto. Ya se aprobó en el artículo 2°. Ahora estamos en el 13.



Señor Presidente, yo convengo con el Senador Navarro en que debe dificultarse la enajenación. Pero para dificultarla hay que rechazar la indicación, no aprobarla.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, pido que se deje constancia de mi voto en contra respecto a la sugerencia de la Comisión -la Sala la aprobó- consistente en remplazar por otro el inciso segundo (tanto el de la ley vigente como el del propuesto en el primer informe) del artículo 2°.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente, Su Señoría consultó. Yo le di la explicación; no alcanzó a entenderla, pero considero necesario dejar constancia de su voto en contra del referido inciso segundo.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, aquí se están tocando diversas normas. Y, aunque Su Señoría trata de encuadrarnos en la que corresponde, es imposible conseguirlo. 



La ley en proyecto es relativamente corta. Entonces, parece pertinente hablar de todo de una vez; de lo contrario, estaremos pidiendo la palabra a cada rato.



Yo me voy a referir primero a lo que señaló el Senador Navarro a propósito de la indicación renovada que, en el artículo 13 de la ley vigente, suprime la palabra “enajenar” consignada en el número 1) del inciso segundo, que exige la concurrencia de cinco directores en ejercicio tratándose de las “concesiones de servicios televisivos”.



Al respecto, coincido con el Senador Orpis en que de aprobarse tal supresión bajará el quórum especial, cercano a la unanimidad, establecido hoy para proceder a la enajenación en comento.



Por lo tanto, estimo que habría que rechazar la indicación renovada.



Señor Presidente, el Senador Gómez hizo mención del planteamiento que formuló en la Comisión don Tomás Mosciatti, quien sabe bastante de televisión y de radio.



Mediante el artículo 2° se amplía el objeto de Televisión Nacional. Conforme a la ley en vigor, es “establecer, operar y explotar servicios de televisión.”. Ahora se propone extenderlo a “establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.”.



No cabe duda de que la concentración de muchas actividades económicas de nuestro país genera -yo diría- una distorsión. Así, numerosos grandes establecimientos -Lider y varios otros- provocan la eliminación de cientos de pequeños emprendedores que se han ganado la vida permanentemente a través de la actividad lícita del comercio.



Pero si también existe concentración en los medios de comunicación; si las empresas de televisión compran radios; si hay grandes cadenas nacionales, ¿dónde quedan las radioemisoras locales, las de mínima cobertura?, ¿quién coloca un aviso en ellas?, ¿cómo se sostienen?



¡Y por Dios que son útiles las radios en momentos de catástrofe o ante cualquier necesidad!



Ya lo vimos en el último terremoto: no había luz; muchas radioemisoras tenían generadores, y gracias a ellos mantuvieron informado a todo el país.



Hoy ya sabemos que todas las radios deben contar con generadores, porque le prestan un servicio gratuito a la ciudadanía y son absolutamente pluralistas.



En consecuencia, un elefante grande financiado por el Estado que va a tener televisión y muchas emisoras a lo largo de nuestro territorio sin duda les causará un gravísimo daño a las numerosas radios locales y a las de mínima cobertura.



Por eso, yo también me hago cargo de lo que señaló el Senador Gómez, quien recogió muy bien las expresiones de don Tomás Mosciatti, empresario que tiene radios locales en todo Chile. No son cadenas. La de Los Ángeles, por ejemplo, se preocupa solo de los problemas de esta comuna. O sea, en cualquier ciudad del país transmiten como radioemisoras locales.



Por eso, creo que la concentración no es buena.



En tal sentido, estoy con el Senador Gómez para rechazar la norma pertinente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me solicitaron abrir la votación.



¿Hay acuerdo?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Yo había pedido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Abro la votación o le doy la palabra?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Abra la votación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Okay.



En votación la indicación renovada N° 18.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, considero que hay que rechazar la indicación renovada.



Como se dijo acá, se está estableciendo para la televisión nacional una norma recurrente en la generalidad de los estatutos sociales en el caso de actos de trascendencia mayor: cuando se trata de vender activos, de hipotecar, de enajenar o de poner en riesgo el capital de la empresa, se requiere quórum especial.



Por consiguiente, lo que hace el artículo 13 vigente no es otra cosa que mantener esa tesis, de tal manera que determinaciones como las contempladas en el número 1) del inciso segundo de dicho precepto se aprueben por un número calificado de directores.



Entonces, para proteger a Televisión Nacional y dar los mismos resguardos que se disponen en cualquier gobierno corporativo, ha de mantenerse el término en cuestión, de modo que cuando se decida enajenar algo perteneciente a la referida empresa deban reunirse los votos favorables de cinco directores en ejercicio.



Quiero referirme también, señor Presidente, a la ampliación del giro de Televisión Nacional, que, por lo demás, es el objetivo del proyecto que nos ocupa.



El artículo 2° que ya aprobamos -es claro, y yo estoy totalmente de acuerdo con él- dice en su inciso segundo: “En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.”.



O sea, se le da a la empresa la totalidad del giro. Y por eso debe cambiarse la expresión “concesiones de servicios televisivos”, que era lo establecido primitivamente, por “concesiones de servicios de telecomunicaciones”.



Y esto no es una novedad en las televisiones públicas.



Si uno revisa la televisión española, la BBC (en el caso inglés) y la francesa -por citar algunos ejemplos-, ve que tienen también radiodifusión. Porque es muy importante para un buen diseño de este tipo de actividades la existencia de un giro amplio, para poder competir y hacer una buena televisión.



La televisión pública requiere que se le permita todo aquello. Limitarla implica llevar quizá a una televisión pública más subvencionada, con mayores recursos del Estado.



Creo, pues, que la ampliación del giro a los servicios de telecomunicaciones es relevante en la modificación de ley que estamos haciendo. 



Además, eso ya lo aprobamos al acoger el inciso segundo del artículo 2° que propuso la Comisión.



Por las razones expuestas, opino que debemos rechazar la indicación renovada N° 18, al objeto de mantener la obligación de los votos favorables de cinco directores en ejercicio para enajenar concesiones de servicios televisivos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, ya se explicó que la indicación renovada N° 18 va justamente en el sentido contrario de lo que se pretende; vale decir, al reducir el quórum para enajenar, en vez de protegerse al canal público, se bajan los resguardos y las exigencias.



Por lo tanto, pienso que hay que rechazarla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, esta indicación, que fue rechazada en la Comisión, suscita una duda razonable.



En efecto, la facultad de enajenar está sujeta a un quórum calificado: los votos favorables de cinco de los siete miembros del directorio, lo que asegura que la decisión pertinente se adopte en forma absolutamente razonable, tanto más cuanto que se requiere un pronunciamiento transversal y ampliamente mayoritario.



Además, no debe olvidarse que, conforme a la ley, dicha facultad ha de ser siempre de resorte del directorio, el que tiene una generación surgida desde el Senado, lo que permite cierto grado de control respecto a su instalación.



Si se eliminara el término, la enajenación quedaría sujeta a la regla general para adoptar acuerdos, cual es la de la mayoría de los miembros presentes. La disposición actual, en cambio, exige el voto favorable de cinco de los Directores en ejercicio, lo que permite establecer un cierto control.



Por tanto, se registra un grado de confusión, señor Presidente, y me gustaría aclararles a mis colegas que, si lo que queremos es una protección, efectivamente la norma vigente contempla un quórum especial para enajenar, a fin de que ello no quede entregado a la simple mayoría.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 18, por 17 votos contra 2.



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Navarro y Tuma.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Honorable señor Pizarro deja constancia de su intención de voto en contra.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto del artículo 13, la Comisión propone agregar el siguiente N° 3), nuevo:



“3) Reemplázase en el N° 1) del artículo 13, la locución “concesiones de servicios televisivos” por “concesiones de servicios de telecomunicaciones”.



Ello se acordó por unanimidad.

La señora RINCÓN.- Es coherente con lo anterior.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿puedo opinar en general sobre el artículo, después de la aprobación que ha tenido lugar?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se votan proyectos de ley que no van al fondo del asunto y que en particular producen los efectos de un círculo perverso, más que de un circulo virtuoso.



Porque, ¡claro!, surgen voces que dicen que el artículo es coherente con el pronunciamiento anterior.



Cuando afirmé que era preciso eliminar el concepto “enajenar”, hice referencia al canal de televisión. El medio de comunicación de todos los chilenos, del pueblo, del Estado, no puede enajenar sin preguntarle a un órgano distinto. Esa es la televisión pública. Porque esta tiene que ser financiada. Entonces, no puede tomar decisiones por sí misma, en mi opinión, respecto de temas tan importantes.



¡Van a vender la concesión de Arica y Parinacota…! Entonces, pueden enajenar.



Estoy en contra de la atribución. No me interesa el quórum. Me importan el concepto y la facultad.



Se propone que Televisión Nacional se extienda a servicios de telecomunicaciones. Ello incorpora claramente el concepto de radiodifusión. ¿Y qué es lo perverso? ¡Que la estación desea parecerse cada día más al resto de los canales! O sea, quiere convertirse también en un monopolio. Como la transmisión de señales internacionales o de otro tipo, cuando se venden los derechos de televisión, se adquieren en paquete, va a ocurrir lo que expresó Tomás Mosciatti en el caso de los Juegos Olímpícos: al comprar Televisión Nacional el paquete completo, se reservó los derechos radiales. Entonces, si una radio quería comentar las competencias, no podía hacerlo sin la autorización del canal.



¡Eso es concentración! ¡Eso es un monopolio!



Entonces, la fórmula que sugiere el Ejecutivo para combatir a este último es la de más monopolio. Es decir, dejemos que el Estado también lo sea.



¡Si esto es como la situación de las farmacias! Cuando aludo a una farmacia estatal, hago referencia a una de carácter público para que sea posible competir con las privadas en el precio de los remedios. No me opongo a la existencia de Cruz Verde, de Salcobrand, de Ahumada. Quiero un establecimiento como el mencionado para que fije precios; para que un tipo de medicamentos de alta calidad se encuentre al alcance del consumidor más humilde. Pero, como el Estado no puede ni quiere obtener ingresos con la salud de los chilenos, existiría una alternativa.



Aquí se estaría registrando el efecto contrario: generaríamos un nuevo monopolio, esta vez de Televisión Nacional. Porque lo que se estaría haciendo es concentrar aún más el manejo de las señales de telecomunicaciones.



El Senador que habla estima que las radios son el único lugar donde se encuentra pluralismo, diversidad; donde es posible todavía sostener debates en los que estén representados todos los sectores políticos.



Con el paso que se daría, y dado que la actual Ley de Televisión Nacional -porque no nos hemos abocado al estatuto de la televisión pública- es hegemonizada, desde luego, por el Primer Mandatario, que nombra al Presidente del Directorio, y en la presente discusión resulta muy claro lo que ha sido el control del canal por este último durante el actual Gobierno, vamos a enfrentar un nuevo problema.



En este país, los empresarios, los banqueros, al igual que en los Estados Unidos, tienen también un monopolio en los medios de comunicación. Es extremadamente peligroso para la democracia que los dueños de instituciones bancarias lo sean igualmente de los medios, como ocurre hoy día.



¿Por qué Luksic se mete en el negocio de la televisión? ¿Por qué lo hacen los grandes empresarios? Porque no se trata solo del control de los medios: ello asimismo dice relación con la cultura, la educación, las mentes.



Si no defendemos la pluralidad en ese ámbito y, frente a la concentración y el monopolio, la respuesta del Senado, del Estado, es más monopolio -y de carácter estatal-, emplazo a los libremercadistas, a la Derecha, para que me expliquen su actitud. Me dirijo a los que combaten el monopolio, a los que creen en el libre mercado, a los que piensan que la competencia en calidad da mejores ganancias al consumidor. Porque lo que estamos haciendo aquí es originar un nuevo monopolio estatal.



Algunos apuestan a que, con un Directorio compartido, la situación sea como hasta ahora, con tres canales y medio de Derecha, y que Televisión Nacional siga neutro, sin cumplir, en definitiva, su rol público, que va más allá de las políticas de mercado.



Entonces, lo dicho por Tomás Mosciatti en la Comisión reviste un valor extraordinario, aunque sea testimonial, porque estamos a punto de convertir al medio mencionado -repito- en un monopolio estatal, al igual que el resto de los canales de televisión, para que cuando se adquiera el paquete se compren las ondas de radio. Pero si se resuelve no transmitir o se determina una utilización a la mejor manera del mercado, lo que vamos a tener es que se podrá decidir que ello se pase en determinadas radios, que no sea de cobertura nacional.



Estamos ante el mismo caso que combatimos con motivo de las concesiones en el proyecto de ley sobre televisión digital, en el que estuvimos a punto de establecer que los partidos de la selección nacional de fútbol se transmitieran por cable. Afortunadamente dejamos una excepcionalidad: es algo que en forma obligatoria se tiene que hacer por la red abierta. Ello, para que una estación del cable no compre el paquete del campeonato mundial y obligue a los usuarios a suscribirse para ver a “la Roja”.



Señor Presidente, insisto en que lo que estamos haciendo…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene un minuto para terminar, Su Señoría.

El señor NAVARRO.-… es crear un monopolio de Televisión Nacional. No estamos resolviendo el problema del pluralismo o el de una competencia regulada conforme a la meritocracia, es decir, sobre la base de que la gente escuche la mejor de las radios. Aquí estamos nuevamente concentrando. Es algo que va a causar un efecto perverso en la competencia. Y lo que me duele es que al final lo haremos con el canal público.



No sé qué tipo de acuerdo se registró en el Senado para aprobar una norma de esta naturaleza, porque creo que tendría que tratarse de lo contrario: debiéramos evitar los monopolios y la concentración de radios.



Empresas españolas poseen cientos de radioemisoras en Chile. Eso es lo que debiéramos prevenir, y no que la respuesta fuera la de una concentración por intermedio del único canal del Estado.



Por eso es que voy a votar en contra, señor Presidente, ya que creo en el pluralismo y de verdad en la competencia entre los medios, no en su concentración.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 15 votos contra 7, se aprueba la proposición de la Comisión.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, Kuschel, Novoa, Orpis, Pizarro, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la negativa los señores García-Huidobro, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada N° 19 es para agregar un inciso nuevo al artículo 22 de la ley Nº 19.132, disposición esta última no incluida en el boletín comparado. El texto propuesto, referido al aspecto patrimonial, es del siguiente tenor:



“Televisión Nacional de Chile en ningún caso podrá hipotecar, vender o enajenar parcial o totalmente las concesiones de espectro ni los terrenos que el Estado ceda o haya cedido para su uso propio.”.


Por su parte, la indicación Nº 20 apunta a incorporar al artículo 22 un inciso nuevo concebido en estos términos:



“Las concesiones de espectro y los bienes inmuebles de Televisión Nacional de Chile no podrán ser cedidas a ningún título.”.



A su vez, la indicación Nº 21 es para contemplar en el mismo artículo un inciso nuevo que expresa:



“Televisión Nacional de Chile no podrá formar sociedades de ningún tipo que impliquen desprendimiento de activos patrimoniales, bienes inmuebles, derechos de servidumbre ni desprendimiento total de sus capacidades espectrales, que impidan la transmisión de calidad de los contenidos propios.”.



La primera de ellas fue rechazada en la Comisión, y las dos últimas, declaradas inadmisibles.

El señor PIZARRO (Presidente).- El contenido de la Nº 19 es el mismo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es. La Secretaría tiene una duda al respecto, porque es prácticamente igual al de las otras dos. Sin embargo, se atiene a lo señalado en el informe, donde se consigna que se registró un rechazo, sin perjuicio de la decisión que la Sala pueda adoptar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Las indicaciones, en el fondo, dicen relación con lo mismo que hemos estado debatiendo hace rato. Sugiero emitir un solo pronunciamiento respecto de las tres.



Las dos últimas fueron declaradas inadmisibles. Si algún señor Senador desea solicitar votación, se procederá a llevarla a cabo.

El señor NAVARRO.- Así lo pido, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, en votación la admisibilidad de las indicaciones números 20 y 21.



Los que consideren que son admisibles tienen que votar a favor, y quienes estimen lo contrario, en contra.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, acabamos de votar una indicación renovada, declarada admisible, relativa al concepto de “enajenar”, adosado a un determinado quórum. Dicha noción se vincula con la venta de bienes y un desprendimiento de todo tipo. Nos pronunciamos a favor quienes queríamos eliminar la idea y la rechazaron los que se oponían a ello.



Las dos indicaciones que nos ocupan, ya no solo en relación con dicho concepto, sino también en una descripción extensiva, determinan que las concesiones de espectro y los bienes inmuebles de Televisión Nacional no podrán ser cedidos -o enajenados- a título alguno y que la entidad “no podrá formar sociedades de ningún tipo que impliquen desprendimiento de activos patrimoniales, bienes inmuebles, derechos de servidumbre ni desprendimiento total de sus capacidades espectrales” que puedan afectar la transmisión de calidad de sus contenidos.



En consecuencia, no veo dónde está la inadmisibilidad, porque lo que estamos generando es una restricción, no una facultad. O sea, estamos protegiendo el patrimonio, no facilitando su desprendimiento, su venta. Y como ya latamente lo hemos dicho en el Senado, la Constitución, que a mí no me gusta y quiero cambiar, al menos establece, respecto de la propiedad privada -¡la sacrosanta!-, que esta última, por el bien de la patria y el bien público, puede quedar sujeta a limitaciones.



Como Televisión Nacional de Chile llega a todos los confines del territorio y se encarga de un rol esencial que no cumplen los otros canales, cabe concluir que es factible establecer restricciones para que siga manteniendo ese papel, de carácter público.



Tal medida dice relación, por lo demás, con la propiedad del Estado, con la propiedad pública.



Repito, por lo tanto, que no veo dónde puede estar la inadmisibilidad, cuando minutos atrás votamos sobre la mantención o no del concepto de “enajenar”, el cual, por cierto, es un concentrado de lo que aquí se explicita ampliamente.



Creo firmemente que una facultad de esta naturaleza requiere un organismo distinto de Televisión Nacional. 



Por ejemplo, en la Comisión de Defensa se encuentra un proyecto que presenté hace ya cuatro o cinco años para que la adquisición de armas, al igual que en los Estados Unidos, sea consultada al Senado, del mismo modo que lo son decisiones que pueden afectar fundamentalmente al país, tal como ocurre con la nominación del Contralor General de la República, de los consejeros del Banco Central, de los ministros de la Corte Suprema.



A mi juicio, ante la envergadura de una entidad como Televisión Nacional y el poder comunicacional que conlleva, no debe mediar una resolución solo de su Directorio circunstancial cuando se trate de su patrimonio o de servidumbres para sus transmisiones. Tiene que existir una entidad superior.



Y como no hemos tratado -reitero- el estatuto de Televisión Nacional, tenemos que llevar a cabo la discusión con motivo de un proyecto, parcial, que pretende asimilarla a los canales de mercado. 



No estamos dispuestos a dejar de dar la discusión, en cada espacio que sea posible, acerca de las funciones no incluidas en la iniciativa en examen, evitadas por este Gobierno de Derecha y no planteadas por las Administraciones de la Concertación. Espero que el próximo sí dé lugar al debate sobre un estatuto administrativo que contemple los elementos a que he hecho referencia.



Por lo tanto, dado que nos hallamos abocados a estas facultades de Televisión Nacional, queremos establecer una restricción en cuanto a la capacidad de enajenar, de vender, de desprenderse de concesiones de espectro, así como también de bienes patrimoniales.



Pienso que en esa facultad debe participar el Senado de la República, ya que aquí estamos decidiendo respecto de una normativa legal que establece concesiones sumamente importantes tanto en lo económico como en lo social y lo comunicacional.



Lo que he expuesto, señor Presidente, es con la salvedad de que se manifieste una argumentación distinta. En la Sala siempre se encuentran presentes abogados que pueden extenderse sobre el aspecto constitucional. Porque, desde el punto de vista político y social, no cabe duda alguna: la capacidad de Televisión Nacional de desprenderse de espectro, de bienes patrimoniales, no debe radicar solo en un directorio circunstancial, sino que tiene que ser una facultad correspondiente a una decisión más externa.



¿Aquí nombramos al directorio del Consejo Nacional de Televisión, señor Presidente? Si es así, no veo por qué el Senado no puede incidir en el directorio de Televisión Nacional...

El señor LARRAÍN.- ¡Estudie las leyes, Su Señoría! ¡Existe una autorización!

El señor NAVARRO.- Lo digo para que el medio sea de verdad pluralista.



El Senador señor Hernán Larraín me pide estudiar las leyes. ¡Si se trata de las vigentes en un país de desigualdad y concentración, me queda claro cuáles quiere resaltar mi colega, que son las dictadas conforme a esta Constitución nauseabunda que esperamos cambiar en el próximo Gobierno!



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



¡Estas son las leyes que queremos cambiar, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿El Honorable señor Hernán Larraín ha pedido la palabra?

El señor LARRAÍN.- Deseo fundamentar el voto, en vista de las consideraciones que he escuchado, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacerlo.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me parece muy importante que actuemos con seriedad y conocimiento cuando intervenimos. Porque lo que acaba de argumentar el señor Senador que me precedió en el uso de la palabra es su sorpresa de por qué se pueden nombrar los miembros del Directorio de Televisión Nacional y no enajenar los bienes de esa institución.



La respuesta es muy simple: porque lo primero lo autoriza la ley; y respecto de lo segundo, se señala que se puede hacer, pero por iniciativa del Presidente de la República.



Eso dice la Constitución Política.



Entonces, cuando aquí se argumenta sobre la igualdad, la desigualdad o cualquier otra cosa que a uno se le pasa por la cabeza, olvidando lo esencial del ordenamiento jurídico, se cae en errores.



En consecuencia, creo que, por respeto a la ciudadanía, nosotros no podemos argumentar desconociendo las leyes. Si una situación la autoriza la ley, y la otra se la entrega al Presidente de la República, ¿cuál es el fin de seguir discutiendo?



La razón por la cual estas indicaciones renovadas son inadmisibles es esa: porque la atribución para disponer de los bienes es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



Está bien, cualquiera puede ignorar eso -todos tenemos derecho a hacerlo-, pero no me parece que sea algo de lo cual enorgullecerse ni mucho menos.



Sobre esa base, señor Presidente, se puede argumentar que por ese motivo uno es partidario de la desigualdad. Yo creo haber dado prueba suficiente con respecto a que ahí está la raíz de los problemas existentes en Chile. Lo he hecho por escrito; tengo documentos sobre la materia. De manera que también acusaciones efectuadas así dañan el prestigio del Parlamento. Porque, cuando imputamos juicios falsos a nuestros interlocutores, lo que hacemos es desacreditarnos nosotros mismos.



Y a mí me parece que ya está bueno de que dejemos de hablar en broma o repitiendo consignas. Es hora de que hablemos en serio, con fundamento jurídico, y de que, cuando nos refiramos a nuestros interlocutores, lo hagamos con conocimiento de causa, citando sus dichos, y no insultando, como se ha hecho con frecuencia en esta Sala.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la admisibilidad de las indicaciones renovadas números 20 y 21 (19 votos en contra y 7 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Gómez, Horvath, Lagos, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Con respecto a la indicación renovada N° 19, la Mesa también la declara inadmisible, por las mismas razones esgrimidas en relación con las dos indicaciones anteriores.



--Se declara inadmisible la indicación renovada número 19.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Walker (don Patricio), Chahuán, Rossi y Tuma, que modifica la Constitución Política de la República en materia de integración y elección de la Cámara de Diputados y del Senado (boletín N° 9.023-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continuamos con la discusión particular del proyecto sobre Televisión Nacional.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida corresponde ocuparse en las indicaciones renovadas números 22, 23 y 24.

El señor GÓMEZ.- ¿Qué pasó con la N° 19?

El señor PIZARRO (Presidente).- La declaró inadmisible la Mesa, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Las otras dos. Pero pensamos que la 19 es admisible.

El señor PIZARRO (Presidente).- No, señor Senador. Las dos anteriores se votaron y se ratificó su inadmisibilidad. Con respecto a la 19, a pesar de que la Comisión no lo hizo, la Mesa decretó su inadmisibilidad, por las mismas razones señaladas anteriormente.

El señor GÓMEZ.- Nosotros solicitamos que se vote, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, les pido que estén atentos. 

El señor GÓMEZ.- Estoy de acuerdo. Pero acá hay muchas voces que…

El señor PIZARRO (Presidente).- No es mi culpa, señor Senador. Se realizó la discusión y se votó la admisibilidad de las indicaciones renovadas números 20 y 21. Y la 19 se halla en la misma situación.

El señor GÓMEZ.- ¡No es igual!

El señor PIZARRO (Presidente).- Ahora, si quieren dejar constancia de su posición, no habría problema.

La señora RINCÓN.- Sí, señor Presidente.

El señor GÓMEZ.- Pero…

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador Gómez, si le parece, dejamos constancia de su postura contraria a la declaración de inadmisibilidad hecha por la Mesa respecto de la indicación renovada N° 19.

El señor GÓMEZ.- Pero quisiera argumentar por qué, para que no quede…

El señor PIZARRO (Presidente).- Y diga que está sentado allá. ¡Si no, van a creer que tenemos profundas divisiones en la Mesa…!

El señor GÓMEZ.- ¡En este caso, pareciera que sí…!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, creo que la indicación renovada N° 19 va en el sentido correcto. Porque dice: “Televisión Nacional de Chile en ningún caso podrá hipotecar, vender o enajenar parcial o totalmente” -¡ojo!- “las concesiones de espectro ni los terrenos que el Estado ceda o haya cedido para su uso propio.”.



O sea, no veo que exista algo ilógico o anormal en votar una indicación de esta naturaleza, cuando Televisión Nacional ha recibido gratuitamente del Estado las concesiones de espectro y los terrenos.



No es la misma situación que se daba en las indicaciones anteriores. Ahí estoy de acuerdo en que prohibirle establecer sociedades para que no pueda hacer tal cosa sería una prohibición extraña. También cuando se dispone que “Las concesiones de espectro y los bienes inmuebles de Televisión Nacional no podrán ser cedidas a ningún título”, lo cual igualmente es distinto.



Por eso considero que la Comisión estuvo correcta al pensar que la indicación N° 19 era admisible. Pero resulta que ahora usted, señor Presidente, en el ejercicio de la potestad de su cargo, la ha declarado inadmisible. Y yo, por lo menos, quiero dejar constancia de que estoy en desacuerdo con ello y de que creo que el asunto debiera ser votado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, ello no obedece a un capricho de la Mesa. Hay una disposición clara de la Constitución Política que indica que dicha materia es de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



No tengo el artículo exacto acá. Pero, si Su Señoría revisa la forma como se entregan las concesiones y sus limitaciones, verá que la indicación debe ser patrocinada por el Ejecutivo para que la Sala del Senado pueda pronunciarse sobre ella. Y en este caso no ha ocurrido así.



Esa es la razón por la cual declaré inadmisible la indicación renovada N° 19.



Por lo tanto, continuamos con las que vienen.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las indicaciones renovadas números 22, 23 y 24 son al artículo 26 de la ley, que no traía modificaciones en el proyecto.



Fueron declaradas inadmisibles por la Comisión.



El artículo 26 de la ley N° 19.132 dispone lo siguiente:



“Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile se traspasarán a rentas generales de la Nación, salvo que su Directorio, con el voto favorable de no menos de cinco de sus miembros, acuerde retener todo parte de ellas, como reserva de capital.


“Este acuerdo estará sujeto a la autorización previa y por escrito del Ministro de Hacienda.”.



Y las indicaciones declaradas inadmisibles son:



-La número 22, para intercalar en el inciso primero, antes de la expresión “Las utilidades”, la siguiente oración: “Televisión Nacional no persigue fines de lucro.”.



-La número 23, para intercalar en el inciso primero, antes de la expresión “Las utilidades”, la oración “Televisión Nacional de Chile no repartirá utilidades ni entregará bonos ni dineros adicionales a su remuneración a su Directorio ni a sus ejecutivos”.


-Y la número 24, para agregar el siguiente inciso final:



“Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile, y que no sean traspasadas a las arcas fiscales, en un 50%, deberán ser reinvertidas en la producción de material audiovisual o multimedia de productoras de contenido de nacionalidad chilena, independientes y externas a Televisión Nacional de Chile. Esta reinversión se podrá traducir en la adquisición de derechos de exhibición de películas chilenas, de cualquier duración, género, corte y formato, siempre y cuando hayan sido estrenadas durante los cinco años calendario que precedan a la adquisición de la obra.”.
El señor PIZARRO (Presidente).- La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones las declaró inadmisibles.



¿Hay alguien que quiera someter a votación su admisibilidad?

El señor GÓMEZ.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, se votará la admisibilidad de las tres indicaciones a que hizo referencia el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se pondrá en votación la admisibilidad de las indicaciones renovadas números 22, 23 y 24.



Los señores Senadores que estén de acuerdo con su admisibilidad deben votar que sí, y quienes se hallen en desacuerdo con ella, que no, o abstenerse.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.




--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, nos pena un estatuto corporativo para Televisión Nacional de Chile. 



Del mismo modo, cuando discutimos la necesidad de modernizar CODELCO -y aún sigue pendiente una discusión de fondo acerca de esa materia-, se hizo un debate sobre cierto estatuto administrativo que permitiera reinvertir sus utilidades, porque, hasta ahora, el Fisco estrujaba y estrujaba a CODELCO y no existía posibilidad de desarrollar la principal empresa de cobre del mundo si no puede proyectarse a más de tres años, que era el margen de planificación que Hacienda le daba.



Cuando hablamos de ENAP (la Empresa Nacional del Petróleo), pasó lo mismo. 



Hoy, se trata de Televisión Nacional de Chile. Si quieren fortalecer el canal público, tienen que permitir que haga reinversiones y no sacarle dinero. Y las indicaciones apuntan al fortalecimiento de TVN a través de la reinversión de utilidades, lo que nos parece una medida de consolidación y de protección del canal de todos los chilenos. 



Aquí algunos dirán: “Es facultad exclusiva del Presidente de la República establecer gravámenes, impuestos, retribuciones”. Pero, como nuevamente no hay Ministros en la Sala -porque este es un Gobierno que ya no gobierna, que ya ni siquiera asiste al Senado de la República a defender sus proyectos de ley-, resulta imposible preguntarle al Secretario de Estado respectivo qué piensan sobre indicaciones de esta naturaleza o sobre la administración de TVN. Afortunadamente, aún nos queda la discusión del Presupuesto de la nación, donde habrá espacio para debatir acerca de cómo se financia Televisión Nacional, respecto de cómo esta Alta Cámara le hace honor al acuerdo suscrito el año 2000 por todos los Senadores de la época, en cuanto a qué iba a pasar con Televisión Nacional de Chile; acuerdo ampliamente desconocido, señor Presidente. 



Siento que las indicaciones efectivamente apuntan a fortalecer a TVN. Concuerdo con lo que algunos me señalan en el sentido de que aquí no estamos haciendo nuevos aportes (cuestión que se analiza siempre al discutir la constitucionalidad de nuestras indicaciones), sino que haciendo una variación de los aportes: en vez de que vayan al Estado, estamos pidiendo que queden en Televisión Nacional. Estamos efectuando un cambio y no produciendo un aumento de mayores recursos. No pedimos más plata. Lo que estamos solicitando es que, si gana 5 millones de dólares, esa cantidad quede en el Canal. 



No estamos aumentando el gasto -facultad exclusiva del Presidente de la República-, sino solo estableciendo una reasignación de los mismos recursos, desde el Estado hasta TVN. Y por eso las indicaciones son absolutamente admisibles. Repito: no hay aumento del gasto, sino una reasignación, que es algo que se ha realizado durante 20 años. Al Parlamento siempre se le ha permitido reasignar. Y el Presidente Piñera, cuando fue Senador -recuerdo muy bien cuando discutimos leyes como la de ENACAR y yo asistía como Diputado-, era el campeón de las reasignaciones. Muchas veces ponía 10 mil pesos y trasladaba los demás millones de dólares a otra entidad. Y esas indicaciones eran declaradas admisibles y discutidas por el Senado. Había reasignación, no aumento del gasto. 



En las indicaciones que nos ocupan ocurre exactamente lo mismo: no hay un aumento del gasto en contra del Estado y a favor de TVN, sino una reasignación de los recursos de esta empresa para su propio beneficio.



Por lo tanto, las indicaciones son completamente admisibles, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, solo intervengo para señalar que estas indicaciones son inadmisibles porque inciden en la administración financiera o presupuestaria del Estado. 



Los señores Senadores tienen todo el derecho a pedir que su admisibilidad sea sometida a votación, pero hay cierta claridad sobre la situación. 



Desde luego, las utilidades de Televisión Nacional de Chile van y se transfieren al Estado, de modo que cualquier modificación que se introduzca sobre esta materia incide directamente en la administración financiera del Estado.



Quería que esto quedara claro, para que no parezca que las inadmisibilidades se están declarando arbitrariamente. En este caso, la causal de inadmisibilidad es manifiesta y clarísima.



Gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la admisibilidad de las indicaciones renovadas números 22, 23 y 24 (17 votos en contra y 2 a favor).


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Navarro y Gómez.

El señor PIZARRO (Presidente).-
 Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ver ahora el artículo 27, respecto del cual hay indicaciones renovadas y una modificación de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. Sin perjuicio de que dicha enmienda fue aprobada por unanimidad, igualmente debe ser tratada porque podría estar relacionada con las materias abordadas por las indicaciones renovadas.



Consiste en intercalar, en el inciso primero del artículo 27, a continuación de la locución “publicidad o espacio televisivo”, la expresión “y radial”.



Y se han renovado las indicaciones números 26, 27, 28, 29 y 30, algunas de las cuales fueron declaradas inadmisibles, y otras, rechazadas.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Cuáles fueron declaradas inadmisibles, señor Secretario?

El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer lugar, la indicación N° 26, que solo fue rechazada en la Comisión, es para eliminar la oración final del inciso primero del artículo 27, que señala: “Esta prohibición se extiende al Estado, sus organismos, entidades o empresas, sin excepción alguna”.


Después, la indicación N° 27, declarada inadmisible en la Comisión, intercala, a continuación de la expresión “contratación de servicios”, ubicada justo antes de la oración final, lo siguiente: “Tampoco podrá ceder, regalar o vender paquetes asociados o condicionados de espacios publicitarios de televisión con espacios publicitarios de radio”. 



Por su parte, la indicación N° 28, rechazada en la Comisión, es para consultar un inciso segundo, nuevo, que dice: “Especialmente las estaciones regionales de Televisión Nacional de Chile no podrán arrendar o proporcionar espacios televisivos...”.



Es importante hacer presente que las indicaciones números 28, 29 y 30 fueron rechazadas, tal como consta en el informe de la Comisión, porque la materia que abordan se encuentra regulada en el proyecto sobre televisión digital terrestre que este Senado despachó. Pero solo fueron rechazadas, no declaradas inadmisibles. 



En todo caso, de acuerdo al orden de tratamiento de la iniciativa, hay que pronunciarse primero sobre la modificación que la Comisión propone al inciso primero del artículo 27. 

El señor ORPIS.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, esta enmienda debería darse por aprobada, porque en el artículo 2° del proyecto el Senado ya acogió la idea de que Televisión Nacional de Chile pudiera tener estaciones de radio.



La modificación es congruente con ello, ya que se aceptó que TVN tuviera por objeto no solo la televisión, sino también la radio, de modo que tampoco pueda ceder frecuencias de radio. Porque el inciso primero del artículo 27 habla de que “Televisión Nacional de Chile no podrá ceder, vender, arrendar o proporcionar”. Y su objeto, en virtud del artículo 2°, ya se amplió: de la televisión a la radio. 



Por lo tanto, la norma del inciso primero del artículo 27 debería ser aplicada tanto a la televisión como a la radio. Y, siendo así, la modificación debería ser acogida en los términos propuestos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Usted está en lo correcto, señor Senador. El artículo 2°, ya aprobado por unanimidad, está relacionado con la ampliación del giro.



Eso es evidente.



Lo que pasa es que el señor Secretario dio lectura a la indicación N° 26, que es distinta, referida a que “Televisión Nacional de Chile no podrá ceder, vender, arrendar o proporcionar espacio televisivo gratuitamente ni a precios inferiores a los de mercado, como tampoco beneficiar indebidamente a terceros en la venta y contratación de publicidad o espacio televisivo”.



En el fondo, lo que se está planteando ahí es la obligación de Televisión Nacional de vender a precios de mercado y no favorecer a un privado o a algún organismo del Estado.



Prosigue la norma: “Esta prohibición se extiende al Estado, sus organismos, entidades o empresas, sin excepción alguna”.



La indicación en análisis, la No 26, elimina la oración final del inciso primero, es decir, la prohibición que “se extiende al Estado, sus organismos, entidades o empresas, sin excepción alguna”.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, lo primero que se votaría  era una enmienda de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- No, estábamos viendo las indicaciones. Es lo que empezamos a discutir. Su Señoría tiene razón en cuanto a que el artículo fue aprobado por unanimidad y debe ser ratificado, porque, si no, no tendría lógica.

El señor GÓMEZ.- A menos que pidamos votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Todo se puede votar, señor Senador. No hay problema.

El señor GÓMEZ.- Que se vote.

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a despejar lo del artículo propiamente tal, porque las indicaciones, en buenas cuentas, son ajenas a la norma aprobada.



Procederemos a votar la enmienda de la Comisión al artículo 27 de la ley vigente. La modificación intercala en el inciso primero de dicho precepto, a continuación de la locución “publicidad o espacio televisivo”, la expresión “y radial”.

El señor ORPIS.- Que fue aprobado en el artículo 2o.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala.

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente. Que se vote.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación el número 4) del artículo único del proyecto. Los que estén a favor de la modificación al artículo votan que sí; quienes estén en contra votan que no.

El señor GÓMEZ.- ¿En contra de “y radial”? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso es todo lo que agrega el texto.
El señor GÓMEZ.- O sea, ¿para rechazar “y radial” hay que votar que no?

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 4) del artículo único del proyecto (13 votos a favor y 5 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Coloma, Frei (don Eduardo), García, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores García-Huidobro, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Estamos en el inciso primero del artículo 27 de la ley actual.



Y en el orden de ese inciso, la primera indicación renovada -la No 27- fue declarada inadmisible en la Comisión. Como señalé, ella propone intercalar, a continuación de la expresión “contratación de servicios.”, la siguiente oración: “Tampoco podrá ceder, regalar o vender paquetes asociados o condicionados de espacios publicitarios de televisión con espacios publicitarios de radio.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Secretario, pero debemos despachar la No 26 primero.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación No 26 suprime, en el inciso primero, la oración final, que señala: “Esta prohibición se extiende al Estado, sus organismos, entidades o empresas, sin excepción alguna.”.

El señor NOVOA.- ¿A qué artículo se formula la indicación?

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en el  artículo 27 del texto legal vigente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación número 26 fue rechazada en la Comisión.
El señor PIZARRO (Presidente).- Si aprobáramos la indicación, significa que la prohibición de vender a precios de mercado no se extiende al Estado, a sus organismos, entidades o empresas. Por ejemplo, se podría regalar a CODELCO la publicidad de un espacio televisivo y a otras empresas cobrarles los precios de mercado.



En votación la indicación No 26.



Los que estén a favor de la indicación votan que sí; quienes estén en contra de eliminar esa última frase votan que no.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, llega la hora de la verdad respecto del tema de la competencia, de la libertad de mercado, del tratamiento de TVN como empresa.



Los señores Senadores que han votado toda la tarde a favor de que Televisión Nacional de Chile sea un monopolio más y se comporte como una empresa privada, sin duda, debieran aprobar que se mantenga esta prohibición. Como ninguna empresa privada le regala nada al Estado, TVN tampoco podría hacerlo.



Entonces, lo que esconde esta indicación, en el fondo, es que si TVN fuera la televisión de todos los chilenos, si fuera el canal estatal, si fuera televisión pública, y estando dentro del Estado, siendo un bien nacional público (“el canal de todos los chilenos”, “el matinal de todos los chilenos”), debiéramos estar de acuerdo en que, por ejemplo, no se cobre al INJUV por promover los derechos juveniles o por una campaña relativa al condón, para evitar los embarazos adolescentes precoces.



Porque si Televisión Nacional fuera coherente con este sentido de lo público, entonces tendría facultades para no sacar plata al Estado de un bolsillo, pasarlo al otro y después devolvérselo al Fisco. Es lo que efectivamente podría ocurrir.



Por lo tanto, esta indicación busca, en el último inciso del artículo 27, eximir de la prohibición de gratuidad a las campañas de utilidad pública.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, recuerde que el tema de todas las campañas de utilidad pública lo reglamentamos en la futura Ley sobre Televisión Digital. Y ello se encuentra dentro de las facultades del Consejo Nacional de Televisión, que determina los tiempos, la duración, los costos.



Siguiendo su argumentación, si eliminamos esa prohibición, estamos perjudicando a TVN. Porque perfectamente un municipio podría decir a Televisión Nacional: “Tiene que regalarme el espacio de televisión, porque voy a promocionar el Festival de Viña”. Y este evento genera ingresos a ese municipio. Y se dejaría en desmedro a TVN, al no contar con ingresos legítimos que le permitan fortalecer el papel que debe jugar.



Todas estas indicaciones se rechazaron en la Comisión, porque muchas de las aprensiones que había fueron resueltas, en su  mayoría, en la discusión sobre televisión digital.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuesta mantener coherencia en la votación cuando estamos discutiendo una parcialidad -reitero-, sin debatir los temas de fondo respecto del estatuto de TVN.



Si un canal de televisión es público, no me parece que debiera tener costos para el municipio una campaña de promoción de salud de atención primaria. Se trata de una acción de utilidad pública. Por tanto, tendría que ser gratuita, porque es el canal de todos los chilenos. Y eso difiere del Festival de Viña del Mar, que está lejos de ser de bien público. Es, por cierto -en buena hora-, un gran evento de mucho éxito comercial. Entonces, ha de haber una diferenciación.



Lo que al menos quiero exponer en este reducido espacio de debate es que con una televisión pública financiada por el Estado para que cumpla ese rol no parece coherente que se cobre por las campañas de bien público.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Su Señoría ya dio cuenta de gran parte de la argumentación que yo iba a exponer.



En verdad, eliminar esta prohibición puede provocar un impacto importante en el patrimonio y los ingresos de Televisión Nacional. Porque a la larga, al sacar esa frase perfectamente se podrían beneficiar de manera gratuita -con precios muy inferiores a los que, en forma legítima, el canal aspira- empresas estatales u organismos y entidades en materias que no dicen relación con campañas públicas, ya que sobre el particular legislamos en el proyecto de televisión digital terrestre.



Aquí se ha definido un tipo de televisión pública que necesita financiarse. Por lo tanto, TVN tiene que llevar a cabo todos los esfuerzos para cumplir esa tarea, independiente de que se trate de instituciones del Estado, municipalidades o empresas privadas, particularmente en lo relativo a los espacios publicitarios.



De manera que, al eliminar ese texto, el canal nacional podría sufrir un impacto financiero significativo.

El señor PIZARRO (Presidente).- No quiero insistir mucho; pero, antes de dar la palabra a los siguientes inscritos, deseo aclarar que el último inciso del artículo 27 exime de la prohibición de gratuidad a “las campañas de bien público en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción, dentro de una misma zona de servicio.”.



Con eso quedan cubiertas todas las aprensiones del Senador señor Navarro respecto de la gratuidad de las campañas de utilidad pública. 



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, lo que hacemos en este proyecto de ley es dejar a Televisión Nacional de Chile, como empresa pública, en la misma posición que sus congéneres. No le estamos entregando ventaja adicional, pero tampoco le quitamos alguna atribución o facultad, a fin de que compita en igualdad de condiciones. 



Eso pretendemos con esta iniciativa.



Entiendo que el Honorable señor Navarro y otros Senadores tengan opiniones distintas respecto de la labor de la televisión pública; es absolutamente legítimo. Lo que no resulta correcto es que a quienes estamos por dejar a Televisión Nacional de Chile en las mismas condiciones que otros canales se nos quiera atribuir que pretendemos crear monopolios y concentrar el poder de la televisión.



Porque, así como no imputo al Senador señor Navarro ni a otro colega al votar distinto ninguna mala intención, me parece que, por un mínimo respeto entre nosotros, tampoco se nos deberían suponer intenciones aviesas.



Somos partidarios del libre mercado. Muchas veces Su Señoría nos critica por ello.



No me parece justo que, reiteradamente, durante la discusión de este proyecto, él intente atribuirnos propósitos que jamás hemos tenido. Queremos para Televisión Nacional el mismo trato que para los otros canales; ni más ni menos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Aun cuando el señor Presidente del Senado ya lo dijo, quiero reiterarlo por si hay alguna duda: lo referente a las campañas de utilidad pública se establece en la iniciativa sobre televisión digital terrestre, que discutimos en la Sala. Y se señala que para todos los canales, incluida Televisión Nacional, las condiciones para definir esas campañas son exactamente las mismas. 



Por lo tanto, decir que con esta indicación se determina la gratuidad de las campañas de utilidad pública es no haber escuchado toda la discusión sobre televisión digital, ocasión en que incluso hubo un amplio abanico de opiniones  sobre el rol que deben jugar el Consejo Nacional de Televisión y el Ministerio Secretaría General de Gobierno acerca de la definición de este tipo de campañas.



Por otro lado, solo hay que seguir leyendo, porque en su parte final el artículo 27 expresa: “Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de bien público en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción,”. 



O sea, no queda claro cuál es el punto respecto a las campañas de utilidad pública.



Por último, la legislación actual establece un sistema de televisión pública en Chile. Podrá gustarnos o no, pero es el que tenemos en el país. Y la televisión pública tiene que ser competitiva para que pueda seguir vigente.



Entonces, sostener que Televisión Nacional tendrá que entregar espacio libre y sin cobrar como lo hace con otras empresas -por ejemplo, a un organismo estatal como un municipio o a una entidad pública-, implica quitar espacios de competitividad a ese canal.



Si queremos una televisión pública plural, fuerte, tenemos que protegerla. Y, de aprobarse esta indicación, no estaríamos cumpliendo ese objetivo.



Considero que requerimos que Televisión Nacional sea fuerte, competitiva y plural. Y se debilitaría de aprobarse este tipo de indicaciones, pues el efecto será contrario al pretendido. Por ese camino, al final, vamos a disminuirla, al no lograr que sea fuerte.



Además, tenemos un ordenamiento a través del cual el Senado, mediante el nombramiento de miembros del directorio, vela por la pluralidad de Televisión Nacional.



Estimo que debemos defender con fuerza a la televisión pública. Y reitero: si aprobamos esta indicación y las otras del mismo tenor, no vamos a lograr ese objetivo. Por lo tanto, tenemos que rechazarla si queremos defender a Televisión Nacional.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estaba inscrito el Senador señor Tuma, pero no está en la Sala.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 26 (19 votos en contra y 4 a favor)



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la afirmativa los señores Gómez, Horvath, Muñoz Aburto y Rossi.
El señor PIZARRO (Presidente).- La indicación renovada N° 27 fue declarada inadmisible.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada N° 28 propone un inciso segundo, nuevo, al artículo 27, que dice: “Especialmente las estaciones regionales de Televisión Nacional de Chile no podrán arrendar o proporcionar espacios televisivos a precios inferiores a los de mercado, como tampoco podrán beneficiar indebidamente a terceros en la venta y contratación de publicidad o espacio televisivo ni en el transporte de señales de televisión digital de carácter comercial.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Esta indicación persigue lo mismo, pero a nivel de televisión regional.



Si le parece a la Sala, la rechazaremos.



--Por unanimidad, se rechaza la indicación renovada N° 28.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada N° 29 propone reemplazar el inciso segundo, referido a la eximición de prohibición de gratuidad.



Dice lo siguiente: “reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Se eximen de la prohibición de gratuidad:



“a) El transporte de las señales de televisión digital sin fines de lucro, y



“b) Las campañas de interés público que el Ejecutivo o los Parlamentarios por acuerdo de ambas cámaras soliciten al Directorio emitir. Televisión Nacional de Chile deberá emitir estas campañas salvo que su Directorio, con el voto favorable de no menos de cinco de sus miembros, acuerde lo contrario.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Fue declarada admisible, señor Secretario?
El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señor Presidente, pero fue rechazada.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, procederíamos igual que con la indicación anterior.



--Por unanimidad, se rechaza la indicación renovada N° 29.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada N° 30, también rechazada en la Comisión, incorpora al artículo 27 el siguiente inciso final, nuevo: “Sin importar su naturaleza y cualquiera sea el formato, plataforma o medio utilizado, Televisión Nacional de Chile no podrá cobrar por la recepción de los datos que emita o transmita que serán siempre de recepción libre y gratuita para los usuarios.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, la rechazamos también.

El señor ORPIS.- Sí, señor Presidente.

El señor COLOMA.- De acuerdo.



--Se rechaza la indicación renovada N° 30.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde ahora pronunciarse sobre indicaciones declaradas inadmisibles y que recaen sobre normas que no están en el comparado.



La indicación Nº 31 es para eliminar el inciso primero del artículo 28 de la ley N° 19.132, que dice lo siguiente: “El Gobierno no podrá obligar a la empresa a proporcionarle servicio alguno sin la debida compensación económica, la que será igual al costo que al Gobierno le demandaría obtener igual prestación de otra concesionaria de servicios de televisión.”. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Es inadmisible esa indicación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente, señor Senador.



Como no se ha pedido que se vote su admisibilidad, se mantiene el criterio de la Comisión. 

El señor ORPIS.- Además, esto fue resuelto en el artículo 27, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. 



Vamos a la indicación siguiente, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada Nº 32 tiene por propósito agregar una oración final al inciso tercero del artículo 29 de la ley.



El actual inciso tercero dice: “La prestación de servicios por hora o sin vínculo de subordinación o dependencia con la empresa, se regirá por las normas del Código Civil.”.



La indicación sugiere incorporar a continuación lo siguiente: “Salvo lo dispuesto en el Capítulo IV del Código del Trabajo, donde establece las condiciones de contratación de los trabajadores de las artes y espectáculos.”.



La Comisión rechazó esta indicación y dejó constancia en su informe de que en ella se aborda una materia que ya fue regulada en el proyecto relativo a televisión digital.

El señor ORPIS.- Que se rechace, entonces.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente, este asunto fue tratado y aprobado en la iniciativa mencionada. Ello tiene que ver con el respeto a las normas de propiedad intelectual que se les deben reconocer, fundamentalmente, a los artistas. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Hay que rechazar la indicación.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Existe acuerdo para ello?

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente.

El señor ORPIS.- ¡Con el voto en contra del Senador Navarro!

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.



En votación la indicación renovada N° 32, para agregar, en el inciso tercero del artículo 29 de la ley, lo relativo a los trabajadores de las artes y espectáculos.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ.- En este comparado no aparece el artículo 29.

El señor PIZARRO (Presidente).- No. Es una indicación a la ley vigente. 



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es cierto que discutimos esta materia cuando abordamos la iniciativa sobre televisión digital, oportunidad en la que nos jugamos por que los trabajadores de televisión, artistas y productores pudieran preservar su derecho de propiedad, de creación.



Pero se observa una situación muy irregular en la televisión chilena en lo relativo a los contratos, al pago de las imposiciones, a los derechos de propiedad intelectual. Uno esperaría que TVN liderara un proceso de normalización en el ámbito productivo del sector, con estricto respeto hacia sus trabajadores. Sin embargo, ello no ocurre así. 



Televisión Nacional de Chile no es un canal público en los términos que hemos venido discutiendo latamente. De hecho, incurre en las mismas prácticas en las que cae el resto de los canales: no respeta  los derechos laborales; impone contratos leoninos, muchos de ellos con cláusulas abusivas, y vulnera el derecho de propiedad.



Por ejemplo, se suelen grabar programas, que después se venden y revenden, o se pasan de manera reiterada, sin que los trabajadores reciban retribución alguna por el fruto de esa labor ni por su derecho de propiedad intelectual, de creación.



Por lo tanto, lo que abunda no daña. La norma aparecerá en la futura Ley sobre Televisión Digital; no obstante, no veo problema en incluirla también aquí.



Nuevamente vuelvo al punto: queremos discutir un estatuto definitivo de la televisión pública, pero, como no ha habido voluntad política -ni del Gobierno anterior ni del actual-, no nos queda otra que usar este espacio para debatir los temas de fondo. 



El canal del Estado debiera dar el ejemplo en materia de respeto a los derechos de los trabajadores. Es lo que uno quisiera. Pero tal asunto en realidad pasa a segundo plano, pues TVN debe desenvolverse en un medio altamente competitivo, donde muchas veces impera la “ley de la selva” y los costos son siempre salvaguardados debido a que las producciones son netamente comerciales. 



Dicho canal enfrenta las mismas críticas que el resto de las estaciones privadas y se comporta como cualquier empleador de este carácter, sin ningún tipo de distinciones.



Nosotros queremos una televisión pública que guarde irrestricto respeto a los derechos de los trabajadores y que actúe como modelo de pautas para el quehacer televisivo nacional. 



Pese a que Chile es un mercado pequeño, exporta muchas telenovelas -nos hemos especializado en esa exportación no tradicional-, lo que es muy valioso para nuestros artistas. Y también ha habido muchos galardones en materia de producción televisiva. Este es un mercado importante.



Por ello, al decir que siempre, a todo evento, se deben respetar los derechos de los trabajadores, no veo impedimento alguno para que la indicación en comento quede incorporada en la ley de TVN, aun cuando algunos puedan afirmar que aquella es reiterativa. En la legislación comparada, encontraremos múltiples ejemplos de lo mismo.



Yo aprovecho este espacio para discutir los elementos que deben estar en el estatuto corporativo de una televisión pública. 



Por eso me manifiesto a favor de esta indicación, señor Presidente. 



El respeto del Estado a los derechos de los trabajadores -particularmente, en su canal televisivo- debe estar salvaguardado. La indicación que nos ocupa busca reiterar las normas del Código Laboral, que son protectoras de los trabajadores, aunque algunas son insuficientes. 



Señor Presidente, reitero que estoy de acuerdo con la indicación, más allá de lo que se ha señalado en cuanto a que esta materia ya fue regulada en la iniciativa sobre televisión digital. Muchas veces se ha repetido: “Lo que abunda no daña”. En este caso, la reiteración de derechos no produce menoscabo. 



TVN debe cumplir siempre la ley y, como hay una experiencia negativa de incumplimiento, recordarle con esta modificación legislativa que debe enmendar su conducta no me parece inadecuado, sino, más bien, oportuno.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el artículo 29 de la ley N° 19.132 dice lo siguiente:



“Los trabajadores de Televisión Nacional de Chile se regirán exclusivamente por las normas del Código del Trabajo y no les será aplicable norma alguna que afecte a los trabajadores del Estado o de sus empresas. Para todos los efectos legales, se consideran como trabajadores del sector privado.



“Sólo tendrán la calidad de trabajadores aquellas personas que desempeñen labores permanentes, continuas, por media jornada o más de media jornada en la empresa y siempre que exista vínculo de subordinación o dependencia con ésta.”.



Y el inciso tercero, señala: “La prestación de servicios por hora o sin vínculo de subordinación o dependencia con la empresa, se regirá por las normas del Código Civil.”.



¿Qué propone la indicación? Agregar a este último inciso la siguiente oración final: “Salvo lo dispuesto en el Capítulo IV del Código del Trabajo, donde establece las condiciones de contratación de los trabajadores de las artes y espectáculos.”.



En tal propuesta no hay nada contrario a lo que hemos legislado y no pareciera incorrecto establecer dicho criterio en la Ley de Televisión Nacional de Chile. 



Es efectivo que esta misma norma se incluyó en el proyecto que introduce la televisión digital terrestre. Ahí legislamos con relación al Consejo Nacional de Televisión y señalamos que hay que cumplir ciertas obligaciones y requisitos cuando se entregan las concesiones, etcétera. Pero lo que estaríamos haciendo aquí es establecer en la propia normativa del canal público una protección adicional a los trabajadores de las artes y espectáculos. Entonces yo estimo que sería razonable colocar en dicha legislación algo que aquí se discutió con tanta fuerza. 



Por eso voto a favor de la indicación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la indicación renovada N° 32 (11 votos en contra, 8 a favor y una abstención). 



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Rincón y los señores Frei (don Eduardo), Gómez, Muñoz Aburto, Navarro, Sabag y Tuma.


Se abstuvo el señor Pizarro.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La última indicación renovada, la número 33, fue declarada inadmisible en la Comisión y se refiere a la contratación de artistas o rostros televisivos.



Propone agregar un artículo 30 bis a la ley Nº 19.132 del siguiente tenor: 



“Televisión Nacional de Chile no podrá, en la contratación de los artistas o de los rostros televisivos, pactar pagos porcentuales sobre utilidades. Pagos porcentuales sólo podrán efectuarse cuando se trate de pagos de derechos de propiedad intelectual.



“Ningún Director, Ejecutivo, trabajador de planta, a contrata o a honorarios, rostro o artista que preste servicios para Televisión Nacional de Chile podrá recibir remuneración final bruta mensual mayor a lo que se asigna en el grado 1A del decreto ley Nº 249, que fija escala única de sueldos. 



“Los montos de los honorarios que se contraten deberán ordenarse de acuerdo con la posición relativa que corresponda a la función encomendada y/o a los requisitos exigidos para su desempeño. 



“Sólo cuando así lo amerite y en casos excepcionales y puntuales, el directorio, con acuerdo de al menos seis de sus miembros, podrá eximir de esta prohibición a artistas o grupos de artistas o rostros televisivos de destacada trayectoria, nacional o internacional.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- La indicación fue declarada inadmisible y, como no se ha pedido votar su admisibilidad, se mantiene el criterio de la Comisión. 



Por lo tanto, queda despachado el proyecto en este trámite. 

)----------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la actualización de los padrones electorales (boletín Nº 8.972-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 9). 



--Queda para tabla. 

NUEVA FÓRMULA DE CÁLCULO PARA INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al interés máximo convencional, con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre los proyectos (7786-03, 7890-03 y 7932-03, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



1) Proyecto, boletín N° 7786-03 (moción de los Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Zaldívar (don Andrés)):



En primer trámite, sesión 34ª, en 13 de julio de 2011.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.



Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.



Discusión:



Sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011 (se aprueba en general); 64ª, en 19 de octubre de 2011 (se fija plazo para presentar indicaciones).



2) Proyecto, boletín N° 7890-03 (moción de los Senadores señores Chahuán y Prokurica):



En primer trámite, sesión 48ª, en 31 de agosto de 2011.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.



Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.



Discusión:



Sesión 44ª, en 29 de agosto de 2012 (se aprueba en general).



3) Proyecto, boletín N° 7932-03:



En primer trámite, sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.



En tercer trámite, sesión 7ª, en 2 de abril de 2013.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.



Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.



Economía (tercer trámite): sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.



Discusión:



Sesiones 64ª, en 19 de octubre de 2011 (se aprueba en general); 52ª, en 3 de octubre de 2012 (se aprueba en particular); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto de esta iniciativa, correspondiente a varios boletines refundidos, en sesión de fecha 12 de junio se solicitó segunda discusión. 



La Comisión de Economía aprobó unánimemente varias de las modificaciones efectuadas por la Cámara Baja, con excepción de las recaídas en el artículo 1º, número 1; en las letras a) -en cuanto remplaza la frase “por los bancos establecidos en Chile”-, b), c) y e) del número 3; en el número 4, tocante a los incisos tercero, cuarto y final, nuevos, que agrega al artículo 6º bis; en el número 5; en el número 7, y en el número 8, en lo relativo a la sustitución de su encabezamiento, y en los artículos 34 y 35, nuevos, que incorpora; y de las recaídas en los artículos transitorios de la iniciativa, enmiendas que rechazó también por unanimidad, salvo la referente al numeral 7 del artículo 1º, que desechó por mayoría de votos.



En caso de que la Sala acordara aprobar el artículo 34, nuevo, propuesto para la ley Nº 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, que introdujo la Cámara de Diputados -enmienda que la Comisión propone rechazar-, se requerirían 21 votos favorables, por tratarse de una norma orgánica constitucional.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcriben el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas en el segundo trámite constitucional. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En segunda discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra al Senador señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, deseo informar sobre el trabajo realizado en la Comisión de Economía en esta materia.



Si bien este proyecto se halla en tercer trámite constitucional, la Sala resolvió enviarlo a dicho órgano técnico, debido a la enorme cantidad de modificaciones introducidas por la Cámara Baja en el segundo trámite. 



La Comisión realizó varias audiencias; discutió largamente las distintas enmiendas, y ahora somete a consideración de la Sala su informe, en el que se consigna que casi todas las normas, aprobadas o rechazadas, contaron con la unanimidad de sus miembros, salvo una, en la que hubo tres votos a favor y una abstención, modificación que ya explicaré. 



En todo caso, muchas propuestas se rechazaron con el objeto de buscar un perfeccionamiento en la Comisión Mixta, debido a que, por la complejidad de la iniciativa, era necesario en varios puntos hacer precisiones de redacción y establecer concordancias.



En cuanto a la norma rechazada por 3 votos y una abstención (del Honorable señor Tuma), debo señalar que se trata del Nº 7 del artículo 1º del proyecto, que propone incorporar un inciso tercero, nuevo, al artículo 30 de la ley Nº 18.010. 



El Senado aprobó el siguiente texto: “En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea inferior a doscientas unidades de fomento no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos treinta días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago”. Ello, con el objeto de evitar que un retardo relativamente breve pudiera hacer exigible la totalidad del crédito. 



La Cámara de Diputados mantuvo dicha enmienda, pero extendió el plazo a 90 días. 



Hay dos puntos relevantes en esta materia. Uno podrá estar de acuerdo o en desacuerdo con la conveniencia de ampliar el plazo de 30 a 90 días -tal asunto se debatió en la Comisión-, pero otra cuestión importante es tratar de concordar la iniciativa con las normas establecidas en la Ley de Quiebras, que también establecen aceleración de créditos morosos. 



Por eso, independiente de la opinión respecto de si el plazo más adecuado es el de 30 días o el de 90, la mayoría de la Comisión, con la abstención del Honorable señor Tuma, decidió rechazar esto para que en la Comisión Mixta se buscara una concordancia entre las disposiciones relativas a aceleración de créditos de este proyecto con las contenidas en la Ley de Quiebras.



La Comisión de Economía, al haber actuado en forma prácticamente unánime, estima que interpreta el sentir mayoritario y solicita que su informe sea aprobado.



De acuerdo con las normas reglamentarias pertinentes, todas las disposiciones aprobadas en forma unánime deben votarse en su conjunto. Existe una sola -la que acabo de mencionar- en que hubo votación dividida, la cual, por supuesto, no está dentro de aquellas, salvo que el propio Senador Tuma retire su abstención. 



Esa sería la norma que habría que votar separadamente.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estamos en el tercer trámite de un proyecto de ley que ya fue aprobado por el Senado. Su origen se halla en una moción y también en un mensaje, textos que fueron refundidos en su oportunidad. La iniciativa tiene por objeto modificar el modo de cálculo de la tasa de interés.



Hasta ahora, la tasa de interés se calcula sobre la base del promedio de los créditos de 0 a 200 unidades de fomento. Quienes piden préstamos que se encuentran dentro de esas cifras generalmente son personas que no negocian y que pagan la tasa de pizarra. Y, por tanto, nos pareció prudente revisar su forma de cálculo, porque esa no es una tasa de mercado.



Y, al respecto, sugerimos -cuestión que recogió el Ejecutivo y el proyecto- que la tasa máxima tomara como base de cálculo el interés correspondiente a una tasa de mercado de los sectores que negocian, que son los que solicitan créditos de 200 a 5 mil unidades de fomento, y a partir de  cierto promedio se asignaran puntos aditivos para hacer una distinción entre los créditos de 0 a 50 unidades de fomento y los de 50 a 200 unidades de fomento. Estos últimos tendrían un menor monto aditivo ya que son créditos mayores y su costo financiero es más bajo. 



Eso, en definitiva, fue aprobado en el Senado y, posteriormente, en la Cámara de Diputados. Sin embargo, esta última innovó en algunas materias que, a juicio de la Comisión, parecen razonables pero que es necesario redactarlas de mejor manera. Y por esta razón hemos dado una señal a esta Sala con el objeto de rechazar cuatro, cinco o seis normas que tienen que ver con el perfeccionamiento de la iniciativa, no obstante estar de acuerdo con dicha Corporación.



Señor Presidente, en los dos minutos que me restan quiero referirme básicamente a una innovación que hizo la Cámara de Diputados relacionada con los créditos de los pensionados.



Ella estableció que las cajas de compensación carecían de riesgo con los créditos de los pensionados, porque prácticamente le prestan los recursos a las cajas de previsión o al Estado. Sin embargo, muchas aplican tasas de interés muy por sobre lo normal, porque, a confesión de sus directivos, tienen un costo de fondos del orden de 8 o 9 por ciento, por lo que están cobrando una cifra mayor a 33 por ciento. Y aún más, algunas cajas, como Los Héroes, se han especializado en el otorgamiento de créditos a personas que reciben pensiones básicas solidarias, a las cuales les conceden un crédito de 300 mil pesos; pero como el monto a descontar no puede ser mayor de 5 por ciento, entonces, se los dan a siete años. Así, esa gente termina pagando cuatro o cinco veces el capital, con tasas de intereses -como dije- por sobre el 33 por ciento.



Lo anterior, señor Presidente, constituye un abuso y debemos regularlo. Dado que las instituciones como las cajas de compensación no tienen mayores costos financieros que los bancos, como los que he señalado, ni incurren en gastos de administración tan altos que justifiquen elevar demasiado las tasas, este proyecto de ley ha recogido de la Cámara de Diputados una indicación bastante atinada y cuyo objetivo es establecer una tasa máxima más baja para los créditos de los pensionados y los trabajadores cuando el descuento es por planilla, porque prácticamente         -reitero- dichas entidades no corren riesgos. 



El argumento de las cajas de compensación es que parte de las utilidades o la diferencia que obtienen entre los costos de administración y el respetivo pago la destinan a otros beneficios. ¡Bueno, habría que preguntarles a los sectores más vulnerables y más pobres si desean que con una tasa de interés elevada se financien los beneficios que esas instituciones les entregan a otras personas tan necesitadas como ellos!



A mi juicio, ese es el punto, y para resolverlo pedimos llevar la iniciativa a Comisión Mixta, porque esa misma rebaja de tasa de interés se les está aplicando a otras entidades -que no necesariamente tienen las prerrogativas de las cajas de compensación, las que por facultad legal hacen descuentos por planilla-, que conllevan otros riesgos.



Por tal razón, concurrí con mi voto para que el proyecto vaya a Comisión Mixta a objeto de perfeccionar la respectiva disposición y no se le aplique a instituciones que cuentan con distintos tratamientos legales una misma barrera o idéntico límite de tasa de interés máxima convencional.



Me parece que esta iniciativa constituye un gran avance en materia de derechos de los pensionados y los trabajadores.



Por último, deseo señalar que en las restantes normas que pretendemos llevar a Comisión Mixta -esperamos llegar a acuerdo ahí- se halla la relativa a la cláusula de aceleración, respecto de la cual determinamos que no se podía utilizar sino hasta treinta días después -así lo aprobó el Senado- y la Cámara de Diputados dijo: “No, que el plazo sea igual o mayor a 90 días, no antes”.



 Creo que en esa materia se puede llegar a entendimiento en un plazo intermedio, para los efectos de lograr un buen acuerdo en la Comisión Mixta.



Por lo tanto, yo recomiendo acoger el informe de la Comisión para llevar todo a Comisión Mixta.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, se va a proceder a abrir la votación. Y, como han sugerido el Presidente de la Comisión y sus miembros, habrá que pronunciarse sobre el correspondiente informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez para referirse a un punto de reglamento.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, este es uno de los temas más complejos y que tiene que ver con los mayores abusos que se cometen en Chile. Así que yo pediría -y se lo digo con todo respeto a los miembros de la Comisión-, siempre que corresponda a mis facultades, que se vote artículo por artículo, porque lo que a mí me interesa es que se sepa de qué estamos hablando. Yo no estoy dispuesto a votar en bloque…

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, está en su derecho. Pero no entremos al mérito de la situación.

El señor GÓMEZ.- Muy bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, se procederá a votar artículo por artículo,…

El señor NAVARRO.- Así es.

El señor NOVOA.- ¡Estamos en el tercer trámite!

El señor PIZARRO (Presidente).-… y yo les pediría a los señores Senadores remitirse a lo que dice cada disposición, porque, de lo contrario, no despacharemos nunca el proyecto si en cada precepto se hace la discusión en general.



Entonces, iremos discutiendo enmienda por enmienda. 



El señor Secretario procederá a leer la modificación respectiva y después voy a ceder la palabra a los señores Senadores que quieran usar de ella.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el texto comparado que Sus Señorías tienen a su disposición, tercera columna, aparecen las enmiendas que se proponen bajo el título “MODIFICACIONES CÁMARA DE DIPUTADOS Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA DEL SENADO”. La primera de ellas es al artículo 1°, número 1, y dice lo siguiente:



“1.- Ha introducido la siguiente letra c, nueva:


“c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:”.


Dicha modificación se halla en las páginas 2 y 3 del boletín comparado.

El señor PIZARRO (Presidente).- No es necesario dar lectura al inciso. Cada señor Senador lo puede leer.



La Comisión de Economía, por la unanimidad de sus miembros, recomienda rechazar la letra c), que incorpora aquel inciso final, nuevo.



En discusión la proposición.



Ofrezco la palabra al Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que lo que realmente estamos haciendo acá, a petición de un señor Senador que me antecedió, es volver a la discusión que ya hicimos en particular en el primer trámite. La Comisión especializada revisó el proyecto y determinó precisamente que pasara a Comisión Mixta, a objeto de poder compatibilizar las reformas planteadas por la Cámara de Diputados.



No me niego a la posibilidad de analizar la iniciativa artículo por artículo, pero me parece que eso no tiene ningún fundamento, puesto que dicho trabajo ya lo realizamos y ahora estamos en el tercer trámite.



Lo único que nosotros hicimos como órgano técnico fue llevar a cabo un análisis profundo de las disposiciones, respecto de las cuales se logró unanimidad. O sea, ni siquiera hubo la menor discusión en orden a que todos y cada uno de estos artículos debían ir a Comisión Mixta. Luego, cuando el proyecto vuelva de nuevo a discusión al Senado, tendremos la oportunidad de pronunciarnos acerca de las proposiciones que ahí se formulen.



Estimo que ese es el sentido de las Comisiones técnicas, salvo que se desee hacer aquí el trabajo de ellas. En ese caso, por supuesto que la labor que se le demanda a la Sala no es la que le corresponde. Nos vamos a involucrar en un largo debate, que puede demorar varias sesiones, porque cada Senador podrá manifestar sus opiniones con relación a los artículos.



En estos momentos estamos tomando una decisión que nos lleva a trabajar en la Sala en la misma forma como se hace en la Comisión.



Me parece un mal procedimiento. Ello no nos conduce a un buen destino en el despacho del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, les pido que nos aboquemos al artículo 1°.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín, para referirse a un punto de Reglamento.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero reiterar lo que planteó el Senador Zaldívar con un elemento adicional que me gustaría que tuvieran presente los colegas que están ejerciendo un derecho reglamentario.



Tenemos 23 proyectos en tabla. Y ocurre que la que ahora nos ocupa es una materia que ha sido largamente discutida en la Comisión especializada a cargo de resolver sobre ella, la que nos recomienda, de modo unánime, seguir un determinado camino, esto es, debatir con calma en Comisión Mixta aquellas cuestiones respecto de las que existe un principio de acuerdo. Por lo tanto, el hecho de que nosotros volvamos a discutir todo, obviamente, parece ser una pérdida de tiempo, más aún si se considera que hay muchas iniciativas pendientes.



No disponemos de tiempo ilimitado. El que tenemos es limitado y lo vamos a desperdiciar en forma innecesaria, porque estamos desconfiando del trabajo de la Comisión. 



Así que yo les pido a quienes han hecho uso de su derecho reglamentario que revisen esta situación y confíen en la labor realizada por la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le recuerdo a la Sala que estoy sometiendo a votación por separado cada una de las modificaciones. Eso podría cambiar si el Senador Gómez retira su petición.



Tiene la palabra el Honorable señor García, para una cuestión reglamentaria.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, por su intermedio le pido al Senador Gómez que retire su solicitud de votar artículo por artículo. 



Tal como él señaló -y tiene mucha razón- esta materia reviste mucha importancia, es de alta complejidad técnica, pero también de la mayor urgencia. 



Una vez despachada esta normativa, inmediatamente la tasa máxima convencional baja en 8 puntos. Eso es lo importante para la ciudadanía que representamos. Cuanto más demoramos el tratamiento del proyecto más se atrasa la llegada de dicho beneficio a los usuarios de créditos.



La Comisión de Economía ha despachado por unanimidad la totalidad de los artículos, salvo la única excepción que indicó el Senador Novoa. Las recomendaciones que ella formula son unánimes, tanto en la aprobación cuanto en el rechazo de lo que propuso la Cámara de Diputados.



Parece mucho más razonable, a efectos de apurar el trámite de esta iniciativa y de agilizar la rebaja de la tasa máxima convencional, que ella pase pronto a Comisión Mixta.



Por eso, reitero mi petición al Senador Gómez.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación el artículo 1°, número 1, que introduce una letra c), nueva.

 



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador Gómez para fundamentar el voto.
El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, me iba a atener exclusivamente a lo que usted planteó, pero como se han vertido algunas opiniones quisiera explicar ciertas cosas.



Es verdad lo que sostiene el Senador Zaldívar cuando señala que la Comisión técnica revisó el proyecto, dado que él forma parte de dicho órgano técnico. Sin embargo, varios Senadores no la integramos porque pertenecemos a otras y nos resulta imposible participar en todas. 



Y el lugar correcto para ver, analizar y discutir los proyectos, es la Sala, sobre todo cuando se trata de temas de fondo.



Yo no quiero entorpecer el tratamiento de la iniciativa, pero acá se ha manifestado que la aprobación de esta va a implicar una rebaja sustancial de la tasa máxima convencional. Todos sabemos lo que eso significa, porque da cuenta de uno de los mayores abusos que cometen los bancos hoy día en contra de los más pobres, de la gente con menos recursos. Y dicha rebaja, según me explicó el Senador Tuma y de acuerdo a lo que sé, se hará efectiva respecto del 57 por ciento que se cobra por concepto de tasa de interés. Por su parte, el Honorable señor García manifestó que vamos a reducirla en 8 puntos. O sea, de 57 vamos a quedar en 49 por ciento.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No.

El señor GÓMEZ.- Bueno, en esa cifra u otra. Pero eso, creo que debe explicarse. Aquí nadie ha aclarado cuál es el sentido de fondo.



Por eso, sería bueno que nos dijeran: “Mire, en estos puntos planteamos las diferencias que se van a producir respecto de lo otro”. Es interesante que eso lo entienda la gente que ve el canal del Senado. Pero aquí se escudan al sostener que hay expertos inteligentes que discuten solos esta materia. Sin embargo, creo que hay que debatirla en la Sala. Por lo menos, los que no somos inteligentes ni expertos tenemos derecho a interiorizarnos al respecto y que nos expliquen lo acordado.



Entonces, si hubiera una explicación en esa lógica yo estaría dispuesto a retirar mi petición, porque lo que me interesa es saber qué ha pasado y cuáles son los avances con relación a los abusos que hoy día se cometen en el mercado bancario, en las cajas de compensación. Si se da esa explicación, señor Presidente, retiro mi petición. Pero quiero tener claridad. ¡No quiero votar en bloque algo que es asqueroso y que afecta actualmente a la gente cuando va a solicitar un crédito!



Y si aquí los expertos inteligentes que trataron el tema llegaron a algo positivo, estoy dispuesto a votarlo, pero como lo desconozco no lo puedo hacer.



Lo único que pido es una explicación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que se está argumentando el voto respecto al artículo 1°, número 1, que introduce una letra c), nueva.



Estamos votando el artículo. 



En principio se pidió votar el informe completo, esto es, aprobar o rechazar el proyecto de una sola vez. Quienes hubiéramos estado de acuerdo con el texto propuesto por el órgano técnico habríamos votado que sí. Pero ahora nos encontramos votando cada artículo. De esa forma, para seguir lo propuesto por la Comisión, habría que pronunciarse en contra del precepto que ahora nos ocupa y que se halla en las páginas 2 y 3 del comparado.



Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿se leyó el artículo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos votando el artículo 1°, número 1, letra c), nueva.

El señor NAVARRO.- Se refiere al inciso final nuevo, que es bastante largo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Exactamente.



Está en las páginas 2 y 3 del boletín comparado y viene rechazado por la unanimidad de la Comisión (cinco votos contra cero).

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en el mismo sentido del Senador Gómez, quisiera que, si no se lee el artículo y no se explica a quienes no participamos en la Comisión -he hecho mi propia interpretación y voy a votar en contra de la disposición-, el Presidente de dicho órgano técnico, o algún miembro de ella nos aclarara su sentido, porque hasta donde veo se quieren dejar todas las facultades en manos del Presidente de la República, a través de un decreto supremo.



Yo no sé si el Senado va a delegar siempre, en forma permanente y mediante decretos, la función de legislar en el Presidente de la República. No queremos sorpresas, sino aprobar o rechazar aquello que la Cámara Alta esté en condiciones de hacer y no conceder esta facultad al Primer Mandatario, menos aún si no hay una explicación clara.



El Senador Tuma me señala que puede ilustrarnos sobre el contenido de esta letra c), nueva, señor Presidente.



Si fuera así, se lo agradecería, a fin de que podamos ir votando uno a uno los artículos, contando con una explicación previa de quienes han participado del trabajo en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma, para fundamentar el voto.

El señor TUMA.- Señor Presidente, quiero explicar las interrogantes que algunos parlamentarios tienen respecto del proyecto.



Esta iniciativa ya fue votada en el Senado y el grueso de sus normas ya las acogió la Cámara de Diputados. No vamos a debatir acerca de sus ideas de fondo que cambiaron el modo de calcular la tasa máxima convencional y que rebaja el actual 57 por ciento para llegar, en régimen, en las operaciones crediticias de hasta 50 UF, a una tasa de 39 por ciento. Esto se calcula sobre la base del precio de mercado.



Hoy día el promedio de las tasas de interés, colocadas por los bancos en deudores de créditos de hasta 200 UF, es de 18 por ciento. Pero si en régimen le damos un aditivo de 14 puntos, llegamos a 32 por ciento para quienes adeudan de 50 a 200 UF. Y si ponemos, también en régimen, 21 puntos adicionales, porque se trata de créditos que son menores y tienen mayores costos, podemos llegar a 39 por ciento.



Eso significa que la tasa máxima, que hoy día alcanza a 57 por ciento, la vamos a rebajar a 39 por ciento para los créditos menores. Eso ya se halla aprobado, no está en discusión: ya fue acogido por el Senado y la Cámara de Diputados.



En cuanto al artículo que está en debate, la Cámara Baja agregó un inciso final, nuevo, que plantea lo siguiente. 



Hay instituciones que otorgan microcréditos. Son pequeñas organizaciones que recorren lugares distantes, especialmente en los campos, para atender a personas que necesitan préstamos menores: 300 mil, 400 mil, 500 mil pesos.



Esas personas jurídicas, con la tasa que estamos fijando, no podrán continuar dando microcréditos. Y lo que hace la disposición que aprobó la Cámara de Diputados es concederles una excepción en el sentido de que su comisión no se cobre como tasa de interés. Para ello se les exigen varios requisitos: que el monto del crédito no vaya más allá de 50 unidades de fomento; que atiendan en los lugares donde trabaja el deudor, y que efectúen actividades de seguimiento y capacitación para efectos de asegurar el éxito de la operación.



Como la redacción de la norma que estableció la Cámara Baja no dejó conforme a la Comisión de Economía, estamos mandando el proyecto a Comisión Mixta para mejorar su redacción, con el fin de asegurarnos de que se cumpla el objetivo perseguido mediante la modificación respectiva.



Por eso, solicito rechazar el precepto que aprobó la Cámara de Diputados, al objeto de llevarlo a la referida instancia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Frei, ¿solicitó la palabra?

El señor FREI (don Eduardo).- Solo para pedir la apertura de la votación y señalar dos cosas, señor Presidente.



Primero, el colega Tuma presentó esta iniciativa hace más de cinco años en la Cámara de Diputados y hace un año en el Senado. Se ha discutido reiteradamente. Y no es verdad que la Sala no la aprobó: lo hizo, tras múltiples sesiones.



Ahora, lo único que debemos hacer es debatir las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados. Discutir el proyecto durante 3, 4 o 5 sesiones significaría dilatar innecesariamente su despacho.



Pido que se abra la votación, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en votación, Su Señoría.



Tiene la palabra el Senador señor Espina, para fundamentar su voto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en aras de abreviar la discusión, prefiero no hacer uso de la palabra para referirme a las enmiendas de la Cámara de Diputados.



Solo quiero decir que considero increíble lo ocurrido con esta iniciativa, cuyas disposiciones fueron rechazadas en su inmensa mayoría por la Comisión de Economía y, en consecuencia, deberán ir a Comisión Mixta, donde podrán debatirse ampliamente.



La Comisión de Economía tuvo la deferencia de plantear que, como había cambios de distinta naturaleza, el proyecto fuera rápidamente a Comisión Mixta, donde podrá verse en su integridad y perfeccionarse. Y todos los Senadores podremos entrar a ella, como a cualquier Comisión permanente.



La Comisión de Economía, sin considerar a la Sala, podría haberse limitado a señalar lo que aprobó. Pero la verdad es que rechazó la mayor parte de las modificaciones de la Cámara de Diputados. Y la instancia para debatir las discrepancias será la Comisión Mixta, a la que podrán asistir los Senadores, los expertos.



Hacer de nuevo el debate en la Sala implicará que la tramitación del proyecto no concluya nunca.



Aquí no se corre ningún riesgo, señor Presidente.



Imaginemos que en el Senado se dijera: “Yo no quiero que se apruebe en este momento algo que va a ser ley, pues deseo estudiarlo”. ¡Pero aquí nada va a ser ley! ¡Todo continuará su tramitación!



Por lo tanto, quedan absolutamente cautelados los derechos de los colegas Gómez, Navarro y demás Senadores para discutir la iniciativa en la Comisión Mixta.



Con el procedimiento que se planteó, el proyecto no va a salir nunca.



¡Eso no tiene sentido!



Reitero: no estamos despachando la ley, esta no es la última instancia.



Ahora, el colega Gómez tiene todo el derecho a decir: “Quiero saber qué estoy aprobando para que sea ley”. No obstante, le estamos planteando al Senado que, como tenemos dudas, vayamos rápidamente a la Mixta. Y ahí Su Señoría tendrá todas las posibilidades de discutir artículo por artículo, inciso por inciso, y de procurar que se aprueben sus proposiciones.



Señor Presidente, me parece que este debate extrema la tramitación de la ley.



Por cierto, respeto el derecho a saber rigurosamente lo que se aprueba. Pero para eso existe el trámite de Comisión Mixta.



Ese es mi planteamiento.



Por supuesto, voto en contra de esta norma -así lo hice en la Comisión- para que la vea la Comisión Mixta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en la fundamentación de mi voto, voy a volver a la idea de que es bueno que tengamos conciencia.



El Reglamento del Senado está construido de tal manera que los informes de las Comisiones no sean el resultado del trabajo de las personas más inteligentes o más letradas; pero se entiende que en ellos se contiene la propuesta que se le formula a la Sala.



Y por eso dicho estatuto, cuando establece cómo se despachan en particular los proyectos, contempla una norma que tiene su sentido: todas las modificaciones aprobadas unánimemente por la Comisión se votan en la Sala sin debate, salvo que algún Senador pida revisar alguna.



Pero esa es una excepción, no una regla general.



Si no, ¿qué sucedería?



Vuelvo sobre el tema: la Sala se convertiría en Comisión. Y desde el momento en que la Sala se transformara en Comisión para revisar todas las iniciativas (porque cada Senador tendría derecho a hacer sus planteamientos) romperíamos el espíritu de lo que significa legislar en el Senado. Es decir, podríamos terminar con una retahíla de proyectos en espera de nuestro pronunciamiento.



Ese es el sentido de la disposición reglamentaria pertinente.



Ahora, ¿tiene derecho el Senador señor Gómez a conocer la iniciativa? Por supuesto que sí. Pero ha podido imponerse del informe con la debida anticipación. Y para eso el Reglamento establece que no se puede tratar una iniciativa sino tras 24 horas de conocido el informe.



Por lo tanto, Su Señoría tiene el derecho a imponerse del informe en detalle.



Es así como debemos legislar.



Y luego viene lo que se ha dicho acá: aprobamos o rechazamos por unanimidad las modificaciones de la Cámara de Diputados, salvo en un precepto; y le decimos a la Sala: “Llevemos este proyecto a Comisión Mixta, no por estar en contra de las disposiciones que rechazamos, sino debido a que tenemos que adecuarlas y sintonizarlas con lo que a nuestro juicio debe ser su texto definitivo”.



Y de nuevo ese Senador tiene un derecho: el de ir a la Comisión Mixta si quiere dar su opinión.



Es decir, existen todos los elementos para intervenir y tomar conocimiento sobre la materia de la iniciativa.



En consecuencia, llamo la atención en cuanto a que, si aplicamos en forma continuada el mecanismo establecido hoy, la Cámara Alta se va a paralizar.



La Sala no es Comisión. Los Senadores tenemos el derecho a conocer las iniciativas -se nos da un plazo para hacerlo- y a discutirlas. Pero, excepcionalmente, por supuesto que se puede pedir conocer alguna norma.



Ahora, respecto al punto concreto que estamos discutiendo, debo señalar que mediante la letra c) propuesta por la Cámara de Diputados, como dijo el Senador Tuma, se delega en el Presidente de la República una facultad para elaborar una legislación vinculada a la forma de cobrar el interés en el caso de los microcréditos. Pero no sabemos qué hará el Primer Mandatario.



Eso hay que revisarlo. No podemos aprobar una disposición de tal índole sin que el Senado la discuta a fondo.



En el proyecto sobre tasa máxima convencional hicimos un debate muy exhaustivo. ¿Y qué aprobamos? Una legislación en resguardo de los intereses de los sectores de menor poder económico, de aquellos que recurren a créditos de hasta 200 UF. ¿Por qué? Porque quienes recurren a préstamos superiores a 200 UF, indiscutiblemente, tienen mayor capacidad de negociación.



Si aplicáramos hoy la norma que establecimos, en vez de una tasa de interés de 55 o 56 por ciento por créditos pequeños, existiría una de 39 por ciento, como máximo.



¿Y por qué 39 por ciento? Porque llama la atención: “¡Por Dios que es alto!”. Porque el costo de operación de un crédito pequeño es el mismo que el de un crédito por un monto superior; y eso motiva que las comisiones y los gastos sean también mayores. Pero no debe sobrepasar el 50 por ciento como sucede hoy.



Esa es la razón por la cual creemos que hay que rechazar este y otros artículos: para llevarlos a Comisión Mixta y sacar un buen proyecto, que proteja realmente a los requirentes y les permita acceder a créditos en términos justos y sin ser objeto de abusos.



Reitero, señor Presidente: no convirtamos a la Sala en Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, esta letra c), que agrega un inciso final, nuevo, al artículo 1° del texto aprobado por el Senado (artículo 2° de la ley N° 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito), dispone que el Ejecutivo podrá dictar un decreto supremo, a través del Ministerio de Hacienda, con la firma del Ministro de Economía, para fijar comisiones no consideradas dentro de la tasa de interés máximo convencional y que sean aplicables a entidades que ofrecen microcréditos, las que deberán realizar evaluación y seguimiento de los préstamos.



Nos parece que hay que revisar esa fórmula, pues la idea general es que la tasa máxima convencional sea entendida como el máximo a cobrar, particularmente en los microcréditos, de tal manera que la persona sepa lo que debe comparar y conozca el costo del préstamo.



Pero si paralelamente a la tasa de interés permitimos que por decreto supremo de los Ministerios de Hacienda y de Economía se establezca toda una política de comisiones para incrementar el costo del crédito, estamos introduciendo una materia que deseamos evaluar. No decimos que sí ni que no: queremos que la Comisión Mixta resuelva si aquello es conveniente o si el sistema planteado se prestará para nuevos abusos, tanto más cuanto que por la vía de las comisiones es factible aumentar sustantivamente el costo del crédito, y en particular, el de los microcréditos.



Por eso, señor Presidente, los integrantes de la Comisión de Economía proponemos por unanimidad que la Sala rechace lo acordado por la Cámara de Diputados, no necesariamente porque no estemos de acuerdo con el fondo, sino porque deseamos discutir más la materia, conocer mayores antecedentes y ver hasta dónde pueden llegar las comisiones y en cuánto se puede incrementar el costo del crédito.



Considero superrazonable que estudiemos esta materia en la Comisión Mixta, pues por la vía sugerida es posible que se encarezca tanto el crédito que llegue a niveles excesivos, especialmente en el caso de los usuarios más pequeños de préstamos productivos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez para fundamentar su voto.

El señor GÓMEZ.- No voy a intervenir, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la letra c), nueva, introducida por la Cámara de Diputados (19 votos en contra, 2 a favor, una abstención y 3 pareos).


Votaron por la negativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Lagos y Walker (don Ignacio).



Se abstuvo el señor Gómez.



No votaron, por estar pareados, los señores Girardi, Rossi y Uriarte.
El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Lagos aclara que quería votar por el rechazo.



Se dejará constancia de tal situación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la letra a) propuesta por el Senado mediante el N° 3 del artículo 1°, la Cámara de Diputados acordó remplazar la frase “por los bancos establecidos en Chile” por la siguiente: “en Chile por las entidades a que se refiere el inciso final del presente artículo.”. 



Esa sustitución también fue rechazada unánimemente por la Comisión de Economía.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala aprobar por consenso el rechazo que plantea la Comisión?



No hay acuerdo.



Voy a poner en votación la enmienda que aprobó la Cámara de Diputados.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estoy tratando de ubicar dónde está el “inciso final”, que parece infinito.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, en la página 3 del boletín comparado, en la parte inferior de la última columna, está el N° 3, letra a). En el numeral 1 se dice: “Ha reemplazado la frase “por los bancos establecidos en Chile” por la frase “en Chile por las entidades a que se refiere el inciso final del presente artículo.”.”.



La Comisión rechazó por unanimidad esa modificación.



Solicito el acuerdo de la Sala para proceder de la misma manera.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, entiendo que la indicación procura establecer la igualdad entre los bancos y todas las otras entidades. Es decir, hay enormes diferencias y quiere equiparar.



La enmienda reemplaza “los bancos establecidos en Chile” por “los bancos y otras entidades”.



El problema radica en que quienes queremos diferenciar los bancos de las otras entidades requerimos saber qué establece el inciso final.



Por lo tanto, le solicito al señor Secretario que me diga si está en la columna del medio o en la primera, y cuáles son las instituciones consignadas en el inciso final.



Como todas estas indicaciones están concatenadas, me gustaría de parte de los miembros de la Comisión una aclaración que permitiera advertir el alcance del artículo. Así sería más sencillo.

El señor PIZARRO (Presidente).- No se trata de indicaciones, señor Senador, sino de proposiciones de la Comisión sobre las enmiendas que introdujo la Cámara de Diputados.

El señor NAVARRO.- Pero dicen relación con el texto de la ley o con lo que aprobó el Senado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tal vez el Senador señor García o el Senador señor Tuma, al fundar su voto, podrían darle una explicación a Su Señoría.



En votación la enmienda que introdujo la Cámara de Diputados.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, nosotros estamos de acuerdo en que la tasa máxima convencional se calcule a base de la tasa de interés corriente, es decir, la que cobran las entidades financieras. Se trata de un concepto más amplio, pues no involucra solo a los bancos.



Sin embargo, queremos que ello sea acorde con las diferentes instituciones financieras, entre las cuales también se hallan, por ejemplo, las cooperativas. Y hemos de ver qué tipo de cooperativas deben considerarse en el cálculo de la tasa de interés corriente.



Por eso, simplemente, deseamos revisar lo que se nos propone. Concordamos con la idea central, estamos de acuerdo en que haya más que las entidades bancarias: por ejemplo, las tarjetas de crédito; las multitiendas, con su propio sistema crediticio.



Obviamente, debemos decidir qué grado de representación tiene cada cual en la determinación, primero, de la tasa de interés corriente, y más tarde, como consecuencia de ello, en la fijación de la tasa máxima convencional.



Entonces, estamos de acuerdo en el fondo, pero deseamos revisar los detalles de la forma como se determinan dichas tasas.



Por eso sugerimos rechazar lo que propuso la Cámara de Diputados, para que lo resuelva la Comisión Mixta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el Senado aprobó -y fue ratificado por la Cámara de Diputados- un nuevo método para calcular la base de la tasa máxima. Y lo que se propuso fue tomar el promedio de las tasas de interés de las colocaciones de los bancos en Chile entre los solicitantes de créditos de 200 a 5 mil unidades de fomento, que son los que negocian.



En todo caso, la Cámara Baja estimó que no bastaba que los bancos entregaran ese promedio de créditos, sino que asimismo debía incluirse a otras instituciones financieras.



Yo tengo aprensiones en cuanto a incorporar a estas últimas, porque si incluimos entidades que otorgan microcréditos vamos a empujar hacia arriba la base de cálculo de la tasa máxima. Porque esa sí que no se negocia, ya que es de mercado.



Por eso rechazamos que todas las instituciones financieras que otorgan créditos sean tomadas como base para calcular la tasa de interés corriente. Y queremos determinar qué instituciones, bajo qué circunstancias y con qué tipo de créditos, para que no se distorsione el espíritu de lo que ya habíamos aprobado en el Senado.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Efectivamente, señor Presidente, el sentido es el que se ha explicado. Si incorporamos instituciones no bien definidas en la ley, cabe considerar que ellas, muchas veces, cobran tasas mucho más altas que el promedio de los bancos o de otras entidades financieras. Y hemos querido llevar el punto a Comisión Mixta para especificarlo en la disposición que aprobamos ya en esta Corporación, texto que estimamos más preciso que aquel que nos propone la otra rama del Congreso.



Nuevamente expongo que en el órgano técnico tratamos de proteger, más que nada, a deudores que tienen que recurrir a pequeños créditos en instituciones financieras o en bancos.



Por esa razón, creemos que es preciso rechazar la enmienda y someter la cuestión a la Comisión Mixta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 19 votos en contra y un pareo, se rechaza la modificación introducida por la Cámara de Diputados.



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Girardi.
El señor PIZARRO (Presidente).- En el número 2 de la misma letra a), la otra rama del Congreso eliminó la palabra “representativas” en el inciso primero del artículo 6°.



La Comisión, por unanimidad, recomienda acoger tal criterio.



Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición.



--Se aprueba.

El señor PIZARRO (Presidente).- En cuanto al número 3 de la letra a), tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Cámara de Diputados reemplazó al final -la Comisión se pronunció por unanimidad en favor de ello- la frase “por un plazo máximo de 12 meses.” por la siguiente: “por un plazo máximo de 12 meses prorrogable por una sola vez.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeciones, se aprobará.



--Se aprueba.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación a la letra b) y su número 1, la otra rama del Congreso sustituyó, en el inciso segundo del artículo 6°, la frase “Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas.”, por la siguiente: “Las tasas de interés corrientes se establecerán cada cuatro semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas cuatro semanas consecutivas.”.



La Comisión, por unanimidad, sugiere desechar la enmienda.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo sobre el particular?



Puede intervenir el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, se trata de algo muy simple.



Lo que hicimos en el Senado fue determinar un período de vigencia de dos semanas respecto del cálculo. La Cámara de Diputados dijo: “Que sea cada cuatro”. Al revisarse el punto, se concluyó que en realidad lo que corresponde es un mes. Esa es la razón que llevó a que optáramos por el rechazo, para lograr un perfeccionamiento en la Comisión Mixta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias por la explicación, Su Señoría.



¿Habría acuerdo en aprobar la proposición de la Comisión?



--Se aprueba.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En lo atinente al número 2, la otra rama del Congreso eliminó, en el mismo inciso segundo, la expresión “y en el Diario Oficial”. Se hace referencia a la publicación de las tasas de interés corriente, habiéndose ya establecido que ella se verificará en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.



La Comisión rechazó la enmienda por unanimidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor GÓMEZ.- Votemos.

El señor TUMA.- Es necesario mantener la publicación en el Diario Oficial.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LARRAÍN.- No se registra el mío, señor Presidente.

El señor ORPIS.- Solicito agregar mi pronunciamiento en contra de la enmienda.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como ello no es posible incorporarlo en el sistema, se hace constar, entonces, la intención de Sus Señorías de votar en ese mismo sentido.



--Por 18 votos en contra, se rechaza la modificación introducida por la Cámara de Diputados.


Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Cámara de Diputados reemplazó la letra c) -la Comisión, por unanimidad, recomienda desechar la modificación- en estos términos:



“c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:



“Para determinar el promedio que corresponda, la Superintendencia podrá omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias, o también las operaciones de una parte de los oferentes de una categoría de operaciones, cuando los datos disponibles del resto de los oferentes representaren adecuadamente la información requerida para determinar el promedio correspondiente para toda la categoría de operaciones. La Superintendencia deberá publicar en su página web los criterios generales que utilizará como base para tomar esta decisión.”.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de la Comisión.



--Se aprueba.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Habiendo determinado el Senado la supresión del inciso final del artículo 6°, la Cámara de Diputados reemplazó la letra e) en estos términos:



“e) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:”, y se incluye una disposición de dos páginas y media.



La Comisión, por unanimidad, recomienda desechar la enmienda introducida por la otra rama del Congreso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, el Honorable señor Tuma explicará en términos sencillos de qué se trata.

El señor TUMA.- Señor Presidente, básicamente, la norma establece cuáles serán las entidades que se van a tener en cuenta para el cómputo de la tasa promedio. La Cámara señala que debería ser considerado un conjunto de ellas, que no necesariamente son los bancos.



Nosotros creemos que la disposición debe ser llevada a la Comisión Mixta para determinar cuáles son los montos y las instituciones que se van a contemplar para el cálculo de la tasa máxima.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar el criterio del órgano técnico y rechazar la modificación efectuada por la Cámara?



--Se aprueba la proposición de la Comisión.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación al artículo 6° bis, la otra rama del Congreso incorporó, conforme al número 1, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual tercero a ser quinto:



“Para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor o que correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto de este artículo y que se efectúen al amparo de la ley N° 18.833, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:



“a. 10 puntos en las operaciones otorgadas a trabajadores y



“b. 5 puntos en las operaciones otorgadas a pensionados, montepiados o personas del sector pasivo en general.



“Estos límites se mantendrán sólo en la medida que dicho mecanismo de pago se encuentre en aplicación.”.



Por su parte, el número 2 expresa que agregó en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la frase “de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor” la expresión “o que correspondan a descuento legal”.



En el número 3 se señala que introdujo el siguiente inciso final, nuevo:



“Los términos aditivos indicados en el inciso primero del presente artículo se rebajarán en un punto porcentual sobre base anual, cuando la Superintendencia incorpore las operaciones originadas en la utilización de tarjetas bancarias en el cómputo de la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, a utilizar para efectos de lo dispuesto en este artículo y en el siguiente.”.


La Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar el número 2 y rechazar los números 1 y 3.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acoger la proposición?

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Considero que el punto es medular, por lo que me interesa escuchar a mi Honorable colega Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ha llegado a su término el Orden del Día. Como estas materias van a requerir debate, llegaremos hasta aquí.



--Queda pendiente la discusión del proyecto.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

DEBATE SOBRE ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO
DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA (TPP). PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Navarro, Lagos y Muñoz Aburto, con el que se pide a Su Excelencia el Presidente de la República un debate, de carácter técnico y político, sobre las implicancias del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica (TPP), en materia de intercambio comercial y relaciones internacionales, en especial respecto de los procesos de integración regional.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1585-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 32ª, en 18 de junio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del texto es que se generen las condiciones para que tenga lugar la discusión a la cual se hace referencia, más allá de los procedimientos y mecanismos diplomáticos utilizados en el marco de la negociación que el Gobierno lleva adelante en la materia.

El señor LARRAÍN.- Que pase a la Comisión respectiva, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo por falta de quórum, registrándose 4 votos a favor.


Votaron los señores Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro y Tuma.
El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor GARCÍA:


A la señora Secretaria Regional Ministerial del Medio Ambiente de La Araucanía, a fin de que opine sobre PROPOSICIONES PARA PLAN DE DESCONTAMINACIÓN MP2,5 TEMUCO-PADRE LAS CASAS.



Del señor URIARTE:



A la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, para que informe acerca de FUNCIONAMIENTO DE EMISARIO DE COMUNA DE COQUIMBO y al señor Superintendente del Medio Ambiente, con el objeto de que proporcione antecedentes respecto de EVENTUALIDAD DE CIERRE DE VERTEDERO “EL PANUL”, DE COQUIMBO.
)------------(


--Se levantó la sesión a las 19:33.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PERMITE A LA AUTORIDAD PROMOVER LA INTERCONEXIÓN DE SISTEMAS ELÉCTRICOS INDEPENDIENTES
(9022-08)
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto permitir a la autoridad promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes de más de 200 megawatts de capacidad instalada.

I.   ANTECEDENTES 
En el marco de los esfuerzos de nuestro Gobierno por implementar aquellas medidas regulatorias que permitan contribuir a solucionar los graves problemas de estrechez energética que vive el país y que tienen redundancia en su competitividad y desarrollo económico y social, se estima indispensable contar con un mecanismo que asegure la interconexión de sistemas eléctricos independientes en forma  oportuna.

Si bien la ley vigente contempla un mecanismo que permite desarrollar la interconexión de sistemas eléctricos independientes, éste no considera la opción para el Estado de promover tal interconexión, limitándola sólo a empresas eléctricas privadas.

La ley Nº 19.940, también llamada “Ley Corta I”, incorporó a la Ley General de Servicios Eléctricos, una nueva regulación del servicio de transporte de electricidad que contempló, fundamentalmente, y para cada sistema interconectado, instalaciones de transmisión troncal, adicional y de subtransmisión. 

En cuanto a la transmisión troncal, dicha ley incorporó importantes cambios, tales como considerarla un servicio público y otorgar respecto de sus instalaciones acceso abierto irrestricto. Asimismo, exigió la desintegración vertical en su propiedad con el fin de profundizar la competencia en el mercado eléctrico. 

Asimismo, la Ley Corta I incorporó normas especiales para la interconexión entre sistemas eléctricos independientes. Dichas normas facultan a cualquier empresa eléctrica interesada en desarrollar, operar o utilizar un sistema de interconexión entre sistemas eléctricos previamente establecidos, a convocar a un proceso de negociación abierto, con el fin de ejecutarlo  (artículos 116 y siguientes de la Ley General de Servicios Eléctricos). Esta especialidad normativa fue confirmada por el Dictamen Nº 1-2013, del Panel de Expertos, de fecha 14 de marzo de 2013.

Sin embargo, el Informe de la Comisión Asesora para el Desarrollo Eléctrico, CADE, del año 2011 señaló que si bien la legislación actual prevé el desarrollo de interconexiones entre sistemas eléctricos sobre la base de proyectos gestados por los agentes privados, pueden existir beneficios desde el punto de vista del país que no sean percibidos por dichos agentes. Por lo anterior, recomendó realizar los estudios necesarios para determinar si los beneficios sociales superan o no a los costos de la interconexión del Sistema Interconectado Central (SIC) con el Sistema Interconectado del Norte Grande (SING).

En esa línea, la Comisión Nacional de Energía contrató a un consultor el estudio “Análisis Técnico y Económico de una Interconexión SING – SIC”, cuyo informe final, de marzo de 2012, recomienda desarrollar dicha interconexión. 

En base a éste y otros informes y recomendaciones, la Comisión Nacional de Energía emitió el Informe "Plan de Expansión del Sistema de Transmisión Troncal. Período 2012-2013", de fecha 11 de enero de 2013,  que señala que después de haberse evaluado la viabilidad técnica y económica de la interconexión SING – SIC, y considerando los costos y beneficios en un marco de planificación eléctrica, se muestra que este proyecto es económicamente rentable y muy necesario ante eventuales escenarios tales como atrasos de proyectos de generación o condiciones extremas definidas a partir de fallas de unidades generadores o sequías. 

II. OBJETIVOS DEL PROYECTO

El objetivo principal de la interconexión eléctrica que este proyecto de ley permite a la autoridad promover, es entregar al país un beneficio social cuyo valor presente neto, a enero de 2019, alcanza un valor de entre 300 y 660 millones de dólares de los Estados Unidos de América, según el análisis de que se trate. 

Adicionalmente al beneficio social directo anteriormente mencionado, se estima que al aumentar el tamaño del mercado y el número de actores en el segmento de la generación eléctrica, habrá mayor competencia y, por tanto, mejorará la oferta, reduciéndose en consecuencia los precios de la energía. Así también, se permitirá un mejor aprovechamiento de la generación de las centrales de menor costo de operación.
El Gobierno estima, además, que la interconexión SING – SIC presentará los siguientes beneficios: 
(i) Implementará respaldos cruzados entre sistemas, lo que aumentará la seguridad del sector, disminuirá los costos de la energía y optimizará el despacho de centrales. Así, en períodos húmedos, la interconexión permitirá que los sistemas con mayor generación hidroeléctrica aporten generación más económica a aquellos con mayor generación termoeléctrica; y, por el contrario, en períodos de sequía, la interconexión permitirá que los sistemas con una generación  termoeléctrica más eficiente, desplacen generación diesel y contribuyan a la seguridad y sustentabilidad del suministro eléctrico. 
(ii) Permitirá un mejor aprovechamiento de los recursos renovables de generación disponibles en el país. En efecto, la posibilidad de que se disponga de la capacidad de regulación que entregan los embalses existentes y futuros, facilitará la penetración de la energía solar y eólica, pudiendo aprovecharse así, el gran potencial de fuentes de Energía Renovables no Convencionales (ERNC) en el norte del país.
(iii) Facilitará la integración energética de Chile con el resto de los países del cono sur, lo que constituye una de las metas de la Estrategia Nacional de Energía.

En base a todos estos fundamentos, se estima que la Ley General de Servicios Eléctricos debe contemplar, además de la interconexión por iniciativa privada, actualmente regulada, un mecanismo que permita a la autoridad promover la construcción de obras de interconexión cuando considere, fundadamente, que ello es necesario para el mejor funcionamiento del sector eléctrico chileno.

Como consecuencia de todo lo anterior, este Gobierno ha adoptado la decisión de presentar un proyecto de ley que permita la implementación de interconexiones entre sistemas eléctricos independientes por iniciativa del Ejecutivo, y no sólo de los agentes privados.

Con todo, a través de este proyecto de ley, el Gobierno también estima necesario impulsar, en forma decidida y urgente, la materialización de la interconexión de los sistemas de capacidad instalada mayor a 200 megawatts.
III.
CONTENIDO DEL PROYECTO 
En términos generales, el proyecto de ley propone modificar el articulado permanente de la Ley General de Servicios Eléctricos con el objeto de incluir expresamente, dentro del concepto de obras troncales, a las interconexiones; permitir que las interconexiones entre sistemas eléctricos independientes puedan ser consideradas como nuevas obras de transmisión troncal dentro del Estudio de Transmisión Troncal (ETT); facultar a la Comisión Nacional de Energía para incorporar en su informe técnico a las interconexiones que hayan sido recomendadas por dicho estudio; permitir la inclusión de interconexiones dentro del Plan de Expansión Anual, y ordenar a las Direcciones de Peajes de los Centros de Despacho Económico de Carga que, conjuntamente, lleven a cabo la licitación y adjudicación de las líneas de interconexión contempladas en el decreto de expansión anual de la transmisión troncal.
En mérito a lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente:
P R O Y E C T O  D E  L E Y
ARTÍCULO ÚNICO.- 
Modifíquese el Decreto con Fuerza de Ley N° 4, del año 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en el siguiente sentido:
1. 
En el artículo 84:

a) 
Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre el vocablo “troncal” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”, precedida de una coma (,).

b) 
Intercálase en el inciso segundo, entre los vocablos “eléctrico” y “en”, la frase “o de los respectivos sistemas eléctricos, según sea el caso”, seguida de una coma (,).

2. 
Reemplázase en el literal c) del inciso segundo del artículo 91, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.

3. 
En el artículo 95:

a) 
En el inciso primero, reemplázase la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras” y elimínase la palabra “obras” que actualmente aparece en el texto. 

b) 
Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones troncales nuevas” por “nuevas obras, tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.

c) 
Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “líneas” por “obras”

4. 
En el artículo 96:

a) Intercálase, en el inciso primero, entre el  término “respectivo” y la coma (,) que le sigue, la frase “o, tratándose de interconexión entre sistemas eléctricos independientes, a las correspondientes Direcciones de Peajes, en conjunto”.

b) 
Elimínanse, en el inciso segundo, la frase “conforme al respectivo estudio de transmisión troncal” y la coma (,) que la antecede. 
5. 
En el artículo 97:

a) Intercálanse, entre el término “respectiva” y la coma (,) que le sigue, y entre la coma (,) que sigue a la palabra “Asimismo” y el vocablo “comunicará”, las expresiones “o, las Direcciones de Peajes, en conjunto, según sea el caso” y  “se”, respectivamente.

b) Reemplazánse los vocablos “deberá”, “adjudicará” y “e” por “deberán”, “adjudicarán” e “y se”, respectivamente.

c) Reemplazáse, en la letra d), la frase “líneas o subestaciones” por el vocablo “obras”.

6. 
Intercálase, en el artículo 98, entre las expresiones “conforme a lo establecido en” y “el artículo 117”, la frase “los artículos anteriores o en”.

7. 
Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 99, entre la primera y segunda de sus oraciones, la oración “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias.”.

8. 
Intercálase, en el inciso primero del artículo 116, entre las expresiones “nacional” y “se regirá”, la frase “cuyas instalaciones de transmisión no hubieren sido calificadas como troncales”, precedida y seguida de comas (,).

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, 
Presidente de la República.- Jorge Bunster Betteley, Ministro de Energía.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA LOS HOSPITALES CLÍNICOS QUE INDICA EN LA REGIÓN METROPOLITANA

(8618-11)

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado, en general, el proyecto de ley de ese H. Senado, que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana, correspondiente al boletín N° 8618-11, mientras que, en particular, ha rechazado la totalidad de los artículos de la iniciativa.
Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.127/SEC/12, de 19 de diciembre de 2012.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA FERIADO EL 20 DE AGOSTO PARA LA COMUNA DE CHILLÁN VIEJO

(8889-06)

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que declara como feriado el día 20 de agosto de cada año para las comunas de Chillán y Chillán Viejo, boletín N° 8889-06, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Declárase feriado el día 20 de agosto de cada año para las comunas de Chillán y Chillán Viejo.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISION DE OBRAS PÚBLICAS RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN PASARELAS, PASOS SOBRE NIVEL Y PUENTES QUE CRUZAN CARRETERAS

(8201-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores García Huidobro, Uriarte, Larraín Fernández, Orpis y Pérez Varela, con urgencia calificada de “simple”, el 2 de octubre de 2012.

- - -

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministro de Obras Públicas, señora Loreto Silva; el Fiscal de dicho ministerio, señor Franco Devillaine; el Jefe del Departamento Normativo de esa Fiscalía, señor Rafael Loyola, la Jefa de Gabinete de la Ministra, señora Nicole Keller, y los asesores de dicha Secretaría de Estado señora Soledad Eyheralde y señor Julián Herrera.  


Cabe hacer presente que el proyecto despachado por vuestra Comisión debe ser informado, además, por la Comisión de Hacienda, en atención a que la aprobación de las indicaciones presentadas por Su Excelencia el señor Presidente de la República determinan que la iniciativa importe un gasto con cargo a los fondos de la Nación.

- - -


Asimismo, se deja constancia que al aprobar en general el proyecto la Sala del Senado fijó como plazo para presentar indicaciones el día 26 de noviembre de 2012, y que en sesiones de 27 de noviembre, 11 de diciembre y 19 de diciembre, todas de 2012, se fijó un nuevo plazo que posteriormente se amplió hasta los días 10 de diciembre y 17 de diciembre de 2012 y 17 de enero de 2013, respectivamente, acordando que fueran presentadas directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon dos indicaciones, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, las que más adelante se transcriben. 

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 1 y 2.

4.- Indicaciones rechazadas: No hay.

5.- Indicaciones retiradas: No hay.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 


El proyecto aprobado en general por el Senado consta de tres artículos permanentes. 

Artículos 1°, 2° y 3°


El artículo primero prescribe que en los atraviesos de carreteras, sean pasarelas, pasos sobre nivel o puentes, deben contar con medidas de protección que permitan evitar el lanzamiento de pedradas hacia los vehículos o personas que circulen por las vías. Dichas medidas de protección se construirán en conformidad al Reglamento que para estos efectos dicte el Ministerio de Obras Públicas.



El artículo segundo determina que la construcción de las medidas de protección exigidas en el Reglamento podrán ser reforzadas con la instalación de cámaras que permitan grabar en todo momento los diversos ángulos del atravieso.


Finalmente el artículo tercero dispone que el cumplimiento de las anteriores disposiciones será fiscalizado por el Ministerio de Obras Públicas en conformidad al artículo 29 de la Ley sobre Concesiones de Obras Públicas, y determina que la inexistencia de las medidas de protección exigidas en el Reglamento a que se refiere el artículo 1°, o de las cámaras a que se refiere el artículo 2°, serán consideradas faltas graves, de acuerdo a la misma ley, y produciendo las consecuencias contempladas en ésta.



La indicación número 1, de Su Excelencia el señor Presidente de la República propone reemplazar los artículos 1°, 2° y 3° por el siguiente artículo único:



“Artículo único.- Insértanse los siguientes incisos al comienzo del artículo 84 del decreto con fuerza de ley Nº 850, del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960, quedando los incisos primero y segundo actuales como incisos cuarto y quinto, respectivamente:


“Artículo 84.- El Ministerio de Obras Públicas establecerá a través de reglamento expedido por decreto supremo las normas de seguridad mínimas que deberán cumplir las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados que pasan por sobre las autopistas y autorrutas, según el tipo de carretera de la que se trate y los otros parámetros técnicos que defina la autoridad, para evitar el atentado a los vehículos en circulación mediante el lanzamiento de objetos contundentes desde los mismos. Dichas normas se entenderán formar parte de los contratos de construcción de obra y de concesión referidos en el artículo 87, según corresponda, para todos los efectos.


Las bases de licitación de concesiones de autopistas o autorrutas deberán contemplar niveles de servicio de una exigencia a lo menos acorde con las normas de seguridad señaladas en el inciso anterior y sanciones y multas agravadas para el incumplimiento de dichos niveles de servicio.  

Para el sólo efecto de la incorporación de las medidas de seguridad establecidas en este artículo en vías concesionadas, no serán aplicables los montos y plazos máximos que se establecen en los artículos 19 y 20 del decreto supremo N° 900, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas. Asimismo, si el valor de su incorporación excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional a título de costos de administración del contrato, que será determinado en las respectivas bases de licitación.”.”.




Al fundamentar la indicación del Ejecutivo, el señor Jefe del Departamento Normativo de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas explicó que la modificación consiste en regular la materia incorporando tres incisos al  artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 850, norma que discurre sobre pasos de distinto nivel en caminos de alta velocidad, y en dejar sin aplicación dos disposiciones de la Ley de Concesiones de Obras Públicas sólo cuando se trate de la instalación y construcción de las nuevas medidas de seguridad. 



Las indicaciones presentadas, continuó expresando, obligan al Ministerio de Obras Públicas a establecer en un Reglamento las medidas de seguridad mínimas con que deben contar las pasarelas y pasos desnivelados, para impedir que desde ellas se arrojen objetos contundentes a las vías sobre las que se encuentran.


Las modificaciones se planten con el propósito que siempre en los contratos de obras y de concesión se incorporen tales medidas de seguridad, lo que constituye un avance respecto de a situación actual, en que las protecciones consideradas para las pasarelas en el Manuel de Carreteras del Ministerio sólo son vinculantes si explícitamente se han considerado en las respectivas bases de licitación. Por otra parte, las enmiendas permitirán que las medidas mínimas de seguridad sean incrementadas en casos específicos y de acuerdo a criterios técnicos como, por ejemplo, la densidad demográfica del lugar o el índice delictual de la zona. 


La indicación considera la incorporación de medidas de seguridad en pasos desnivelados y puentes peatonales o pasarelas, estructuras desde donde es posible lanzar objetos a las vías, y ellas serían obligatorias cuando esas obras pasan sobre autopistas o autorrutas, que es el lugar donde resulta más peligrosa dicha acción debido a que los automóviles circulan a mayor velocidad.


En cuanto a las obras públicas concesionadas, manifestó que la indicación propone no hacer aplicables los montos y plazos máximos que limitan la construcción de obras adicionales, de manera que las construcciones o instalaciones derivadas de las nuevas medidas de seguridad de las pasarelas puedan ejecutarse con la sola entrada en vigencia de la ley, sin que ellas se vean demoradas o imposibilitadas por exceder tales parámetros.


Además, el proyecto reproduce las reglas de la ley N° 20.410, que modificó la Ley de Concesiones, en el sentido que la construcción de tales obras debe ser licitada por el concesionario siempre que excedan las cien mil unidades de fomento o el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra. 


La señora Ministro de Obras Públicas explicó que la aprobación de la indicación genera distintos efectos, según se trate de concesiones nuevas o concesiones ya existentes.


Para las futuras concesiones de vías será de cargo del concesionario la construcción de las medidas de protección, ya que la indicación determina que ellas serán incorporadas en las bases de licitación de tales contratos.


En cuanto a las vías ya concesionadas, prosiguió expresando, la construcción de tales obras será de cargo del Fisco, lo que justifica que la indicación haga inaplicables los montos y plazos máximos establecidos para las obras adicionales, ya que siendo costeadas por  el Fisco su instalación no afectará el desarrollo futuro previsto para tales vías ni el proyecto tenido en vista por el concesionario cuando participó en la respectiva licitación.


Indicó que para garantizar que la construcción se realice a un precio justo, se establece una norma similar a la contemplada en la Ley de Concesiones, que obliga al concesionario a licitar su construcción cuando el valor supere las cien mil unidades de fomento o ellas excedan del ciento por ciento del presupuesto oficial.


Finalmente señaló que en el caso de vías no concesionadas ya existentes, o que se construyan sin concesión, la carga de establecer las medidas de seguridad en las pasarelas será siempre de cargo del Fisco pero sólo cuando tales pasos peatonales o puentes pasen sobre autopsitas o autorrutas, donde el peligro derivado del lanzamiento de objetos contundentes a la vía se incrementa por la velocidad a que circulan los automóviles.


A continuación, el señor Fiscal del Ministerio de Obras Públicas expresó que la indicación se refiere a obras de seguridad en puentes peatonales y pasos desnivelados eliminando la referencia a atraviesos que contiene el proyecto aprobado en general, pues tal término alude típicamente a los acueductos y canales que cruzan las vías.


Además, informó que las autopistas y autorrutas se encuentran definidas en el Manual de Carreteras, siendo la primera una carretera con calzadas separadas para los dos sentidos de circulación, cada una de ellas con dos o más carriles, sin cruces a nivel, y la segunda una carretera con calzadas separadas para los dos sentidos de circulación, cuyas medidas de seguridad no se someten a las exigencias de seguridad de las autopistas.


El Honorable Senador señor Sabag manifestó que el propósito central de la iniciativa es mejorar las condiciones de seguridad para circular por las vías, particularmente por las de alta velocidad, en las cuales ha surgido un nuevo fenómeno delictual que consiste en atentar contra los automóviles en movimiento lanzando objetos contundentes, lo que ha generado numerosas desgracias personales y daños. 


Expresó que existen otros problemas que atentan contra la seguridad de las vías, como el derivado de la carencia de caminos de servicio paralelos a las autopistas en algunas zonas, como ocurre en la que representa, pero que la indicación asume el problema de que trata la presente iniciativa y constituye un aporte que respalda. 


Agregó que la licitación de las obras que con motivo de la aprobación de este proyecto deba hacer el concesionario constituye un aporte a la transparencia en el manejo de los recursos públicos.


El Honorable Senador señor García Huidobro manifestó coincidir con los anteriores planteamientos, sin perjuicio de lo cual consultó a los representantes del Ejecutivo sobre los incentivos que tendrían los concesionarios para construir tales obras, lo que resulta indispensable para que las normas de la ley se traduzcan en un efectivo y real aporte a la seguridad de quienes se desplazan por las carreteras del país, que se ven expuestos a un riesgo adicional a los derivados de la propia circulación, que consiste en la posibilidad de ser víctimas de vándalos o delincuentes que lanzan objetos contundentes a las vías con la intención de impactar a los automóviles.


Sobre el particular, la señora Ministro de Obras Públicas expresó que las normas propuestas contienen los incentivos necesarios para que ellas sean rápidamente adoptadas por los concesionarios, ya que, por una parte, el Fisco asume el costo de instalar o construir las medidas de seguridad que determinará el Reglamento y, por otra, para el concesionario disminuye el riesgo de accidentes en la obra que administran y baja la posibilidad de indemnizar los daños por los cuales eventualmente fueren demandados de no haber adoptado los resguardos necesarios para operación de la vía. 


El Honorable Senador señor Quintana expresó que la indicación es un aporte a la iniciativa, ya que precisa cuándo y qué  pasarelas deben contar con las medidas de protección, y porque aborda el tema del financiamiento de las obras necesarias para su ejecución, materia en que la Comisión debía contar con el patrocinio del Ejecutivo. 

A continuación, vuestra Comisión analizó separadamente cada uno de los incisos propuestos por esta indicación.
Inciso primero


En primer término, tuvo presente que los conceptos de “autopistas y autorrutas” contenidos en el primero de ellos no se encuentran definidos en el cuerpo legal al cual se propone incorporarlos, situación que resulta relevante al considerar que la determinación del alcance y efectos que la definición contenida en un cuerpo legal tiene en otro ha sido objeto de controversia entre el Ministerio de Obras Públicas y la Contraloría General de la República.



En efecto, ello sucedió por ejemplo en el Dictamen 7.634 de la Contraloría General de la República, de 15 de febrero de 2007, que se pronuncia sobre la procedencia o improcedencia de someter un determinado proyecto al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental en virtud de la letra e) del artículo 10 de la ley N° 19.300, que obliga a hacerlo en el caso de las autopistas, entre otras obras.


En esa oportunidad el Ministerio de Obras Públicas sostuvo que la obra denominada “Sistema Américo Vespucio Sur, Ruta 78. Av. Grecia” no se sometió a dicho sistema por no aplicarse a la misma la definición de autopista del decreto N° 95, de 2002, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que modifica el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y porque el significado de la palabra autopista sería el que le dan otros cuerpos normativos como el decreto N° 83, de 1985, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


En sentido contrario, la Contraloría General estimó que a las palabras de la ley se les debe dar su sentido natural y obvio y que sólo “cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal”, por lo que no consideró pertinente utilizar definiciones de autopista contenidas en otros cuerpos normativos para efectos de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, decidiendo que había que estarse al concepto autopista que expresa el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia por no contener una definición distinta la ley de que se trata. 

En cuanto al significado de las expresiones autopistas y autorrutas que contiene la indicación, vuestra Comisión tuvo presente que el decreto N° 83, de 1985, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, define autopista atendiendo a su uso y la conceptualiza como una vía de elevada capacidad y velocidad de operación entre 80 y 100 kilómetros por hora que presenta condiciones de accesibilidad fuertemente restringidas, en relación a otras vías y en especial con respecto a las actividades y usos de suelo colindantes, y que atiende desplazamientos de larga distancia que ocurren predominantemente en automóvil y en flujos elevados.


De adoptarse tal definición, estimó la Comisión que se ampliaría el ámbito de aplicación del proyecto considerado en el debate de su primer informe que lo circunscribió a las pasarelas en carreteras de alta velocidad, y que también alteraría el sentido de la indicación del Ejecutivo e incrementaría su costo, al hacer aplicables las nuevas normas de seguridad de pasarelas a todo camino con una velocidad de operación de entre 80 y 100 kilómetros por hora, que son la gran mayoría, con el sólo requisito de que su acceso se estime fuertemente restringido. 



Enseguida, tuvo presente que la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, en el instructivo para el diseño de la señalización informativa en caminos públicos, define autopistas y autorrutas como “caminos unidireccionales, con dos o más pistas por calzada, con velocidades mayores a 80 km/hr y que tienen como destino principal Capitales Regionales y Provinciales.”.



Asimismo, consideró que el Manual de Carreteras del propio Ministerio de Obras Públicas define autopista como carretera con calzadas separadas para los dos sentidos de circulación, cada una de ellas con dos o más carriles, sin cruces a nivel, y autorruta como carretera con calzadas para los dos sentidos de circulación, cuyas medidas de seguridad no se someten a las exigencias de seguridad de las autopistas.


Finalmente analizó la definición de autopista que contiene el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia: “carretera con calzadas separadas para los dos sentidos de la circulación, cada una de ellas con dos o más carriles, sin cruces a nivel.”, diccionario que no contiene la expresión autorruta. 



En atención a lo expresado y a las diversas y divergentes definiciones contenidas para autopista y autorruta en los distintos cuerpos normativos técnicos de los Ministerios de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, vuestra Comisión decidió no establecer nuevas definiciones que podrían tener efectos no deseados en otras disposiciones de nuestro ordenamiento y sustituir la expresión “sobre las autopistas y autorrutas”, contenida en el inciso primero de la indicación, por “sobre caminos unidireccionales, con dos o más pistas por calzada, sin cruces a nivel y con velocidades mayores a 80 Kilómetros por hora”, indicando el tipo de caminos en cuyas pasarelas se desea establecer normas de seguridad para evitar que desde ellas se arrojen objetos contundentes a la vía.  


Además, acordó eliminar de la norma el modo en que se expide el Reglamento, para guardar armonía con las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 850 que se modifica, que al referirse a diversos reglamentos no trata sobre la forma en que se dictan. Las modificaciones acordadas para este inciso fueron compartidas por los representantes del Ejecutivo. 
Inciso segundo


De acuerdo a la discusión previamente reseñada, vuestra Comisión coincidió en remplazar la expresión “explotación de autopistas y autorrutas” por  “obras públicas, cuando corresponda”, teniendo presente también que las normas de seguridad atenderán al tipo de camino de que se trate así como a otros parámetros técnicos que establezca el reglamento. 


Además, concordó en sustituir la mención a las normas de seguridad “señaladas en el” inciso anterior por otra a las “fijadas de acuerdo al” inciso anterior, en atención a que tales medidas no las señala la ley, que se limita a determinar que corresponde al Ministerio de Obras Públicas establecer las medidas de seguridad específicas en un Reglamento.

Inciso tercero


De acuerdo con lo antes resuelto, vuestra Comisión acordó remplazar la referencia a las medidas de seguridad “establecidas en este artículo” por otra a las “que fije el Reglamento a que se refiere el inciso primero”. Los representantes del Ejecutivo también concordaron con las modificaciones planteadas para estos dos últimos incisos.



La indicación número 2, de Su Excelencia el señor Presidente de la República propone incorporar como artículo transitorio, nuevo el siguiente:





“Artículo transitorio.- Las normas de esta ley no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a la entrada en vigencia de la misma, salvo a aquellos concesionarios que, dentro del plazo de tres meses siguientes a esa fecha, opten por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos.”.


En el seno de vuestra Comisión se reiteró que los incisos que se propone agregar al artículo 84° buscan regular la incorporación de las medidas de seguridad de las pasarelas en forma permanente, en los futuros contratos de obra y de concesión de que se trate, y también permitirán que sean ejecutadas en vías ya concesionadas. 


En forma complementaria, la disposición transitoria, permite que tales medidas de seguridad puedan ser adoptadas rápidamente en los casos de concesiones que estén en curso y cuyas ofertas se presenten con anterioridad a la publicación de las modificaciones de la presente iniciativa, cuyo fecha de despacho no es posible suponer, máxime si se encuentra en su primer trámite constitucional, propósito en el cual coincidió vuestra Comisión.


Sin perjuicio de lo anterior, y para incorporar la norma transitoria en el decreto con fuerza de ley N° 850, se acordó introducir en ella las modificaciones formales pertinentes.


Puestas en votación las indicaciones números 1 y 2 fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Quintana y Sabag (3x0).   
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículos 1°, 2° y 3°


Reemplazarlos por el que sigue:





“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 850, del año 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960:





1.- En su artículo 84°, intercálanse como incisos primero, segundo y tercero, nuevos, pasando sus actuales incisos primero y segundo a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, los siguientes:





“Artículo 84°.- Corresponde al Ministerio de Obras Públicas establecer mediante un Reglamento las normas de seguridad mínimas de las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados o puentes, que pasan sobre caminos unidireccionales con dos o más pistas por calzada, sin cruces a nivel y con velocidades mayores a 80 Kilómetros por hora, para evitar el lanzamiento desde ellos de objetos contundentes a los vehículos en circulación, considerando el tipo de vía de que se trate y los parámetros técnicos que defina. Dichas normas se entenderán formar parte de los contratos de construcción de obra y de concesión referidos en el artículo 87°, según corresponda, para todos los efectos.




Las bases de licitación de concesiones de obras públicas, cuando corresponda, deben contemplar niveles de servicio acordes con las normas de seguridad fijadas de acuerdo al inciso anterior y sanciones y multas agravadas para el incumplimiento de dichos niveles de servicio.





Para el sólo efecto de la incorporación de las medidas de seguridad que fije el Reglamento a que se refiere el inciso primero en vías concesionadas, no serán aplicables los montos y plazos máximos que se establecen en los artículos 19 y 20 del decreto supremo N° 900, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas. Asimismo, si el valor de su incorporación excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional a título de costos de administración del contrato, que será determinado en las respectivas bases de licitación.”.





2.- Incorpórase como artículo 11° transitorio, nuevo, el siguiente:





“Artículo 11° transitorio.- Las disposiciones de los tres primeros incisos del artículo 84° no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a su entrada en vigencia, salvo a aquellos concesionarios que, dentro del plazo de tres meses siguientes a la publicación del Reglamento a que se refiere dicho artículo, opten por la aplicación de esas normas a sus respectivos contratos.”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 1 y 2).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960:





1.- En su artículo 84°, intercálanse como incisos primero, segundo y tercero, nuevos,  pasando sus actuales incisos primero y segundo a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, los siguientes:





“Artículo 84°.- Corresponde al Ministerio de Obras Públicas establecer mediante un Reglamento las normas de seguridad mínimas de las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados o puentes, que pasan sobre caminos unidireccionales con dos o más pistas por calzada, sin cruces a nivel y con velocidades mayores a 80 Kilómetros por hora, para evitar el lanzamiento desde ellos de objetos contundentes a los vehículos en circulación, considerando el tipo de vía de que se trate y los parámetros técnicos que defina. Dichas normas se entenderán formar parte de los contratos de construcción de obra y de concesión referidos en el artículo 87, según corresponda, para todos los efectos.




Las bases de licitación de concesiones de obras públicas, cuando corresponda, deben contemplar niveles de servicio acordes con las normas de seguridad fijadas de acuerdo al inciso anterior y sanciones y multas agravadas para el incumplimiento de dichos niveles de servicio.





Para el sólo efecto de la incorporación de las medidas de seguridad que fije el Reglamento a que se refiere el inciso primero en vías concesionadas, no serán aplicables los montos y plazos máximos que se establecen en los artículos 19 y 20 del decreto supremo N° 900, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas. Asimismo, si el valor de su incorporación excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional a título de costos de administración del contrato, que será determinado en las respectivas bases de licitación.”.





2.- Incorpórase como artículo 11° transitorio, nuevo, el siguiente:



“Artículo 11° transitorio.- Las disposiciones de los tres primeros incisos del artículo 84° no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a su entrada en vigencia, salvo a aquellos concesionarios que, dentro del plazo de tres meses siguientes a la publicación del Reglamento a que se refiere dicho artículo, opten por la aplicación de esas normas a sus respectivos contratos.”.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 23 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes y Hosaín Sabag Castillo (Eduardo Frei Ruiz-Tagle).


Sala de la Comisión, a 5 de marzo de 2013.

(Fdo.):Juan Pablo Durán G.,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN PASARELAS, PASOS SOBRE NIVEL Y PUENTES QUE CRUZAN CARRETERAS
(8201-09)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores García Huidobro, Uriarte, Larraín Fernández, Orpis y Pérez Varela, con urgencia calificada de “simple”.
A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Obras Públicas, el Fiscal, señor Franco Devillaine; el Coordinador Legislativo, señor Luis Hernán Granier y el Jefe del Departamento de Seguridad Vial, señor René Verdejo.  
De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Subdirector de Presupuestos, señor Guillermo Patillo. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor señor Pedro Pizarro.
De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión no introdujo modificaciones respecto del segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.
- - -
De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo único, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Obras Públicas, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY
Incorporar la obligación del Ministerio de Obras Públicas de establecer mediante un reglamento la forma en que deberán implementarse las medidas de protección para las personas en las pasarelas que atraviesen sobre autopistas o autorutas y encargar su fiscalización al Ministerio de Obras Públicas.
- - -

DISCUSIÓN 

El Subdirector de Presupuestos, señor Guillermo Patillo, señaló, respecto del informe financiero presentado, de fecha 13 de junio de 2013, que el mismo sostiene que las modificaciones introducidas por la Comisión de Obras Públicas no importan un costo fiscal relevante, dado que cambian en el margen las especificaciones técnicas para pasarelas y pasos desnivelados.

Añadió que hicieron un primer intento por lograr una estimación del costo que podría representar la iniciativa para el Fisco, interactuando en todo momento con el Ministerio del ramo, pero considerando, en primer lugar, que se modifica algo que existe, sin que se cree nada nuevo, y en segundo lugar, que no se sabe a priori cuál es el mecanismo exacto de financiamiento de un determinado proyecto, no se logró establecer una cifra concreta con un grado mínimo de seguridad, a pesar de que saben que son muy marginales, si es que llegan a ocurrir.

Manifestó que después de discutirlo largamente con el Ministerio de Obras Públicas, concluyeron que lo único que podían hacer era informar que existe un costo financiero mínimo, pero que no es estimable con razonable exactitud.

El Honorable Senador señor Novoa indicó que le parece atendible la explicación de la Dirección de Presupuestos, dado que cuando se introducen cambios generales en normativas técnicas, no se puede esperar que el Estado pueda informar cuánto le podría costar cuando a él mismo le corresponda aplicar esas nuevas normativas en su ámbito de acción, en este caso de construcción de obras.
Agregó que distinto es el caso si se trata de caminos y rutas ya construidos, en que sería determinable el costo que implicarían los cambios. 

El Honorable Senador señor Kuschel planteó que el costo de las pasarelas ya construidas y en ejecución es conocido, por lo que el costo de los elementos de seguridad de las mismas también se puede determinar, y en razón de ello es importante distinguir si se involucra sólo a las pasarelas que se construyan después de la aprobación del proyecto de ley, o también se incorporarán las pasarelas ya existentes.
El Honorable Senador señor Zaldívar sostuvo que el numeral 2 del artículo único incorpora una norma transitoria que hace aplicable la ley sólo a los contratos de concesión resultantes de un proceso que se inicie una vez que ella se encuentre vigente. 
El Honorable Senador señor Lagos observó que si no se puede determinar el costo fiscal, y si en algunos casos se estará afectando el presupuesto del Ministerio del ramo pero sin saber cuánto será el monto de dicha acción, sería mejor que el informe financiero diga que no tiene un costo fiscal directo, porque le parece un mal precedente que se pueda presentar un informe financiero que diga que no existe un costo fiscal “relevante”.
El Honorable Senador señor Novoa expresó estar de acuerdo con lo señalado precedentemente, en el sentido de que no corresponde que un informe financiero diga que no existe costo fiscal relevante. Asimismo, indicó que en este caso tampoco corresponde solicitar el informe financiero, debido a que lo que en este proyecto se hace es modificar una norma técnica general. Agregó que si correspondiera la elaboración del informe financiero, el mismo debería exigirse cada vez que se cambie una norma de la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o una norma sobre seguridad de cualquier otro ámbito.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que probablemente el Ministerio tendrá que ajustar sus presupuestos y obras a los nuevos estándares de seguridad, y lo mismo ocurrirá cuando se trate de obras concesionadas respecto de las cuales también aumentará su costo.

El Subdirector de Presupuestos, señor Patillo, indicó entender que la sugerencia de los integrantes de la Comisión es que se retire el informe financiero presentado y se entregue uno nuevo que no haga referencia a un costo fiscal que no es relevante. Asimismo, observó que, en su momento, tuvieron dudas si se debía presentar un informe financiero.

El Honorable Senador señor Zaldívar acotó que el informe debiera dejar constancia de que el mayor costo de las nuevas medidas de seguridad de las pasarelas deberá contemplarse en el presupuesto del Ministerio y en las bases de licitación de contratos de concesión, según corresponda, por lo que no existe un costo financiero especificable.
---

La disposición de competencia de la Comisión se reseña a continuación:
Artículo único

Introduce modificaciones, mediante dos numerales, en el decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960.

Número 1.


Modifica el artículo 84° intercalando como incisos primero, segundo y tercero, nuevos, pasando sus actuales incisos primero y segundo a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, los siguientes: 


“Artículo 84°.- Corresponde al Ministerio de Obras Públicas establecer mediante un Reglamento las normas de seguridad mínimas de las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados o puentes, que pasan sobre caminos unidireccionales con dos o más pistas por calzada, sin cruces a nivel y con velocidades mayores a 80 Kilómetros por hora, para evitar el lanzamiento desde ellos de objetos contundentes a los vehículos en circulación, considerando el tipo de vía de que se trate y los parámetros técnicos que defina. Dichas normas se entenderán formar parte de los contratos de construcción de obra y de concesión referidos en el artículo 87, según corresponda, para todos los efectos.


Las bases de licitación de concesiones de obras públicas, cuando corresponda, deben contemplar niveles de servicio acordes con las normas de seguridad fijadas de acuerdo al inciso anterior y sanciones y multas agravadas para el incumplimiento de dichos niveles de servicio.


Para el sólo efecto de la incorporación de las medidas de seguridad que fije el Reglamento a que se refiere el inciso primero en vías concesionadas, no serán aplicables los montos y plazos máximos que se establecen en los artículos 19 y 20 del decreto supremo N° 900, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas. Asimismo, si el valor de su incorporación excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional a título de costos de administración del contrato, que será determinado en las respectivas bases de licitación.”.

Número 2.


Incorpora como artículo 11° transitorio, nuevo, el siguiente:



“Artículo 11° transitorio.- Las disposiciones de los tres primeros incisos del artículo 84° no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a su entrada en vigencia, salvo a aquellos concesionarios que, dentro del plazo de tres meses siguientes a la publicación del Reglamento a que se refiere dicho artículo, opten por la aplicación de esas normas a sus respectivos contratos.”.

Puestos en votación el artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 13 de junio de 2013,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley actualmente en discusión en el Congreso Nacional propone insertar tres incisos al comienzo del artículo 84 del Decreto con Fuerza de Ley N° 850, del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N°15.840, de 1964 y del Decreto con Fuerza de Ley N° 206, de 1960, quedando el inciso primero y segundo actual como inciso cuarto y quinto respectivamente.

Respecto de la indicación sustitutiva que se acompaña según Mensaje N° 501- 360, ella está destinada a establecer mediante un reglamento expedido por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas las normas de seguridad mínimas que deban cumplir las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados que atraviesan por sobre las autopistas y autorrutas, según el tipo de carretera de la que se trate con el fin de evitar el atentado a los vehículos en circulación mediante el lanzamiento de objetos contundentes.

Las nuevas licitaciones de concesiones deberán contemplar niveles de servicios acorde a las normas señaladas en el párrafo anterior, y sanciones y multas agravadas para el incumplimiento de dichos niveles de servicio.

En una disposición transitoria, la indicación en comento determina que las normas de esta ley no serán aplicables a los contratos de concesión licitados con anterioridad a la entrada en vigencia de ella; excepción hecha de los concesionarios que dentro del plazo de tres meses siguientes a esa fecha, opten por la aplicación de las normas de esta ley en sus respectivos contratos.

II. Efecto del proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

La presente indicación no tiene costo fiscal relevante.”.
Posteriormente, fue presentado un informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 3 de julio de 2013, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley actualmente en discusión en el Congreso Nacional propone insertar tres incisos al comienzo del artículo 84 del Decreto con Fuerza de Ley N° 850, del año 1997, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N°15.840, de 1964 y del Decreto con Fuerza de Ley N° 206, de 1960, quedando el inciso primero y segundo actual como inciso cuarto y quinto respectivamente.

Respecto de la indicación sustitutiva que se acompaña según Mensaje N° 501- 360, ella está destinada a establecer mediante un reglamento expedido por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas las normas de seguridad mínimas que deban cumplir las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados que atraviesan por sobre las autopistas y autorrutas, según el tipo de carretera de la que se trate con el fin de evitar el atentado a los vehículos en circulación mediante el lanzamiento de objetos contundentes.

Las nuevas licitaciones de concesiones deberán contemplar niveles de servicios acorde a las normas señaladas en el párrafo anterior, y sanciones y multas agravadas para el incumplimiento de dichos niveles de servicio.

En una disposición transitoria, la indicación en comento determina que las normas de esta ley no serán aplicables a los contratos de concesión licitados con anterioridad a la entrada en vigencia de ella; excepción hecha de los concesionarios que dentro del plazo de tres meses siguientes a esa fecha, opten por la aplicación de las normas de esta ley en sus respectivos contratos.

II. Efecto del proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

La presente indicación no tiene costo fiscal adicional. En consecuencia, en lo que corresponda a las iniciativas de proyectos desarrolladas por el Ministerio de Obras Públicas, el costo eventual del cambio de especificaciones se cubrirá con el presupuesto que anualmente se le asigne, y en las obras concesionadas será parte de las especificaciones técnicas que se definan en las nuevas licitaciones.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Obras Públicas, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960:


1.- En su artículo 84°, intercálanse como incisos primero, segundo y tercero, nuevos,  pasando sus actuales incisos primero y segundo a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, los siguientes:


“Artículo 84°.- Corresponde al Ministerio de Obras Públicas establecer mediante un Reglamento las normas de seguridad mínimas de las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados o puentes, que pasan sobre caminos unidireccionales con dos o más pistas por calzada, sin cruces a nivel y con velocidades mayores a 80 kilómetros por hora, para evitar el lanzamiento desde ellos de objetos contundentes a los vehículos en circulación, considerando el tipo de vía de que se trate y los parámetros técnicos que defina. Dichas normas se entenderán formar parte de los contratos de construcción de obra y de concesión referidos en el artículo 87, según corresponda, para todos los efectos.


Las bases de licitación de concesiones de obras públicas, cuando corresponda, deben contemplar niveles de servicio acordes con las normas de seguridad fijadas de acuerdo al inciso anterior y sanciones y multas agravadas para el incumplimiento de dichos niveles de servicio.


Para el sólo efecto de la incorporación de las medidas de seguridad que fije el Reglamento a que se refiere el inciso primero en vías concesionadas, no serán aplicables los montos y plazos máximos que se establecen en los artículos 19 y 20 del decreto supremo N° 900, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas. Asimismo, si el valor de su incorporación excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, en cuyo caso el valor de las inversiones que se compensarán al concesionario será el que resulte de la licitación, a lo que se sumará un monto adicional a título de costos de administración del contrato, que será determinado en las respectivas bases de licitación.”.


2.- Incorpórase como artículo 11° transitorio, nuevo, el siguiente:


“Artículo 11° transitorio.- Las disposiciones de los tres primeros incisos del artículo 84° no serán aplicables respecto de los contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a su entrada en vigencia, salvo a aquellos concesionarios que, dentro del plazo de tres meses siguientes a la publicación del Reglamento a que se refiere dicho artículo, opten por la aplicación de esas normas a sus respectivos contratos.”.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 2 de julio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 5 de julio de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALVEAR Y DEL SENADOR SEÑOR ESCALONA, QUE INCORPORA EN EL CÓDIGO DEL TRABAJO EL CONTRATO DE TELEOPERADORES

(8263-13)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de la Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela y del Senador señor Camilo Escalona Medina.
Se hace presente que, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, la Comisión la discutió solamente en general, atendido que propone introducir un Capítulo nuevo en el Título II del Libro I del Código del Trabajo. 
A una o más de las sesiones dedicadas al estudio de esta iniciativa legal, asistieron la Senadora señora Alvear y los Senadores señores Pizarro y Tuma.

También concurrieron, además de sus integrantes, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, el Subsecretario del Trabajo, señor Fernando Arab y los asesores legislativos de dicha Cartera de Estado, señores Francisco Del Río y Fernando Villalobos; la Directora del Trabajo Subrogante, señora Inés Viñuela Suárez; los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia señoras Marcela Cotroneo, Pamela Andrade y Carol Parada y el señor Pedro Pablo Rossi; la asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional señora Paola Álvarez; el Coordinador del Programa de Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la asesora del Instituto Libertad y Desarrollo señora María Teresa Muñoz; el asesor del Centro Democracia y Comunidad, señor Diego Calderón; el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; los asesores de la Senadora señora Rincón, señoras Labibe Yumha y María Carolina Mora y el señor Josué Vega; el asesor del Senador señor García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes y el asesor de la Senadora Alvear, señor Jorge Cash. 
 



Del mismo modo, especialmente invitados, se hicieron presente, la Presidenta del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Marjorie Sáez; la Tesorera, señora Jacqueline Gutiérrez, y la Secretaria, señora Jessica Badilla. La Presidenta de la Federación de Trabajadores de Call Center (FETRACALL), señora Tatiana Muñoz, la Vicepresidenta, la Secretaria General y el representante de dicha entidad señoras Alexandra Mesías y María Graciela Munita y el señor Víctor Nadal, respectivamente. La Presidenta del Sindicato SEYCO, señora Susana Retamal, el Tesorero, señor Ernesto Loi, el Secretario, señor Joaquín Carrillo y el abogado asesor, señor Joaquín Silva. El dirigente del Sindicato Interempresas ENTEL, señor Rubén Sanhueza. El Presidente y el Gerente de la Asociación Chilena de Empresas de Callcenter, señores Gabriel Barrionuevo y Pablo Cruzat, respectivamente.

-------

OBJETIVO DEL PROYECTO
Incorporar al Código del Trabajo, mediante un capítulo nuevo, el contrato especial de los trabajadores que presten servicios en los denominados contact center como teleoperadores.

-------

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS
El Código del Trabajo.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que motiva el proyecto de ley en examen, en fundamento de su propuesta, expone las siguientes consideraciones.

En primer lugar, destaca que, atendida su innovadora forma de trabajo, en los últimos años la industria del call center ha sufrido una fuerte expansión. Con todo, indica que, tal como ha sido señalado en una serie de estudios internacionales, las labores que desarrollan tales trabajadores resultan ser más estresantes que otras actividades, sin perjuicio de las inquietudes que, además, se han planteado en relación a sus remuneraciones, tiempo y cargas de trabajo, igualdad de oportunidades y condiciones de trabajo.
La Moción explica que tales aspectos han sido objeto de quejas y denuncias por parte de los sindicatos. En ese sentido, añade que, según un artículo de prensa, un estudio desarrollado en Alemania indica que el 60% del personal que trabaja en un call center asegura que su trabajo se resiente como consecuencia de los constantes cambios que se introducen diariamente en sus funciones y la rapidez con que éstas deben ser implementadas.
Agrega que tales consideraciones han sido recogidas por la Organización Internacional del Trabajo en un estudio sobre deslocalización y condiciones laborales en el trabajo a distancia, en que se afirma que, en tanto las empresas han buscado mecanismos de reducción de costos, se ha aumentado los índices de subcontratación y de deslocalización por medio de las tecnologías de la información y las comunicaciones.

A continuación, la Moción explica que en Chile la industria de los call center ha tenido una gran expansión en los últimos 20 años, habida cuenta de la tercerización que las empresas han realizado respecto de los servicios tecnológicos. Indica que ello ha generado la necesidad de implementar complejas formas de organización laboral, las que deben ajustarse a un servicio que opera durante todos los días del año, durante las 24 horas del día, lo que ha generado una serie de dificultades en cuanto a la adaptación de las relaciones laborales a las nuevas modalidades de contratación.
En tal contexto, expone que se han desarrollado dos modalidades:

1.- Régimen de Subcontratación: en nuestro país operan al menos 60 empresas que otorgan este servicio bajo esta modalidad, las que, en su mayoría, se encuentran asociadas a la Asociación Chilena de Empresas de Call Center (ACEC). Dicha entidad agrupa a las principales empresas de la industria del call center y contact center en el país, rubros en que desarrollan labores más de 30.000 personas. Agrega que, en su mayoría, se trata de empresas de más de 200 trabajadores, sin perjuicio de la existencia de un grupo de pequeñas y medianas empresas en dicha industria.

Por otra parte, y según la Asociación Chilena de Empresas de Call Center, las cifras de facturación de tales empresas crecen anualmente. Así, durante 2010, la industria “facturó US$ 149 millones, lo que significó un alza de 17% respecto del 2009, cuando alcanzó los US$ 356 millones”. Para el año 2011, se preveía “un crecimiento similar al anterior, de 17%, facturando un total de US$ 466 millones”.
2.- Teletrabajo: una segunda modalidad de desarrollo de los call center consiste en la forma de contratación denominada teletrabajo. Dicha figura fue introducida por la ley N° 19.759, de 5 de octubre de 2001, que incorporó un nuevo inciso cuarto al artículo 22 del Código del Trabajo, relativo a la jornada ordinaria de trabajo. 

En ese contexto, describe la Moción, la Dirección del Trabajo, en un estudio sobre el particular, ha mostrado su preocupación en torno a una serie de problemas que han sido denunciados por los dirigentes sindicales de las empresas de esta industria, especialmente en lo relativo a los sistemas remuneracionales, la organización del tiempo de trabajo y las condiciones laborales. 
Finalmente, expone que, a diferencia de la legislación nacional, que ha optado por introducir una excepción a la jornada ordinaria de trabajo precisamente en favor de los teleoperadores mediante la referida figura del teletrabajo, otras legislaciones han optado por regular detalladamente esta actividad mediante un contrato laboral especial. Sostiene que tales impulsos reguladores reconocen su origen, en parte, en la labor de los propios sindicatos de trabajadores que se desempeñan en dicha industria, como también en las propias empresas, como resultado de mecanismos de desarrollo de estándares de calidad.
-------

En relación con la materia en estudio, se deja constancia que se encuentra radicado en la Comisión de Trabajo y Previsión Social el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto, que modifica el Código del Trabajo regulando el contrato de teletrabajo, correspondiente al Boletín N° 4.712-13, cuyo objetivo es consagrar un contrato especial de trabajo relativo a las personas que en forma habitual presten servicios bajo subordinación de un empleador, recibiendo, tratando y enviando información, en su domicilio u otro lugar, fuera de la empresa, y cuya realización se lleve a cabo mediante conexión telefónica e informática, la mayor parte del tiempo de trabajo.
-------

DISCUSIÓN EN GENERAL 

El texto del proyecto de ley en informe está conformado por un artículo único que agrega un Capítulo VIII, nuevo, al Título II del Libro I del Código del Trabajo, que contiene una serie de contratos de trabajo especiales. El capítulo nuevo se denomina “Del contrato de los teleoperadores”, regulando aquellos contratos que suscriban los trabajadores que presten servicios en un “contact center” como teleoperadores.
El proyecto define a los contact center como aquel servicio que tiene por objetivo contactar o ser contactados con terceros, sea por vía telefónica, medios telemáticos, aplicación de tecnología digital o cualquier otro medio electrónico para la prestación de servicios de atención, información y asesoramiento de soporte técnico, venta y promoción de productos, etcétera.
Se regula la organización de los turnos en las empresas con trabajo durante las 24 horas del día; los descansos dentro de la jornada de trabajo; las condiciones ambientales de trabajo y el uso de los servicios higiénicos y de aseo. Además, se establece que para la contratación  de los teleoperadores se podrá utilizar alguna de las modalidades que contemple el Código del Trabajo y en el caso de un contrato por obra o servicio determinado se presumirá legalmente que el contrato es indefinido una vez prestado los servicios continuos o discontinuos para un mismo empleador durante 240 días o más en un lapso de 12 meses.

EXPOSICIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALVEAR

Al iniciarse el estudio de la iniciativa legal en la sesión celebrada el 1 de agosto de 2012, la Senadora señora Alvear explicó que el propósito de dicha propuesta consiste en mejorar las condiciones laborales de los trabajadores de call center. Indicó que tal actividad no ha sido regulada específicamente en nuestra legislación, habiéndose producido una serie de problemáticas que les afectan. Agregó que las labores que desarrollan los teleoperadores son muy estresantes, habida cuenta de las particularidades de sus respectivas jornadas de trabajo y de los sistemas de remuneraciones que se aplican a su respecto, toda vez que éstos dependen, en gran medida, de la cantidad de tiempo en que los trabajadores se encuentren atendiendo clientes telefónicamente bajo condiciones laborales que no son dignas. En ese ámbito, reseñó que se han detectado casos en que se les prohíbe hacer uso de los servicios higiénicos durante la jornada laboral. 

Atendido lo expresado anteriormente, añadió que el proyecto de ley pretende establecer un estatuto laboral especial de los teleoperadores. Para ello, se contiene la obligación de los empleadores de efectuar una rotación entre los turnos que éstos deben cumplir, toda vez que no resulta admisible que un trabajador deba cumplir turnos nocturnos por más de dos semanas consecutivas. Asimismo, sostuvo que se debe establecer que el trabajador tendrá derecho a descansar durante quince minutos cada dos horas de trabajo continuo, el que debe imputarse a la jornada laboral, y que puedan descansar al menos quince segundos entre cada llamada telefónica. Por otra parte, detalló que la iniciativa pretende establecer que, bajo ningún respecto, las remuneraciones de los trabajadores pueden determinarse considerando únicamente la cantidad de horas de conexión telefónica entre éstos y los clientes de las respectivas empresas. 

En lo relativo a las medidas que permiten proteger la salud de los trabajadores, explicó que la iniciativa contempla la obligación para los empleadores de efectuar análisis médicos a los trabajadores cada seis meses, con el objeto de detectar cualquier anomalía en su salud que se hubiere generado como consecuencia de las actividades que desarrollan. Asimismo, consagra la necesidad de dictar un reglamento que regule las condiciones ambientales en que deben desarrollar sus labores los teleoperadores. 

Finalmente, reseñó que se encuentra en tramitación parlamentaria ante la Comisión de Economía del Senado una iniciativa legislativa cuyo propósito es regular el cumplimiento de las obligaciones comerciales entre las empresas proveedoras de los servicios de call center y sus clientes. Con todo, sostuvo que considerando el crecimiento que se ha verificado en la cantidad de trabajadores que se desempeñan en dicho ámbito, se debe establecer en el ámbito laboral una normativa que resuelva las diferentes problemáticas que les afectan.

Exposición del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio

En la misma sesión celebrada el 1 de agosto de 2012, la Presidenta del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Marjorie Sáez, inició su exposición señalando que dicha entidad agrupa a los trabajadores de servicios de negocios del Grupo Santander. Explicó que, en este ámbito, se debe distinguir entre los contact center, que realizan labores de contacto de las empresas con los clientes mediante vía telefónica, correos electrónicos o cualquier medio digital, y aquellos trabajadores que desarrollan actividades de call center, los que operan en base a un sistema de recepción de llamadas, y los teleoperadores de call center remoto, que funciona mediante la comunicación directa entre las empresas y el domicilio de los clientes.

En lo relativo a los artículos que propone la iniciativa legal en estudio, explicó que el artículo 152 quáter A propone establecer que, tratándose de un contrato por obra o faena determinada, se presumirá legalmente que el plazo del contrato de trabajo es indefinido cuando el teleoperador hubiere prestado servicio, continua o discontinuamente, en diversas obras o faenas específicas para un mismo empleador durante 240 días o más en un lapso de doce meses contados desde la primera contratación. Explicó que, con todo, dicha norma debe establecer que el contrato por obra o faena determinada debe ser indefinido una vez que se realicen tales actividades dentro de 60 días, toda vez que, enfatizó, dicho plazo resulta ser suficiente para que el empleador pueda evaluar el desempeño laboral de los trabajadores con miras a determinar su contratación a plazo indefinido. 

Asimismo, indicó que, de establecerse que el referido plazo debe ser de 240 días, se permitiría que el empleador pueda utilizar los servicios de un trabajador contratado a plazo fijo durante un plazo relativamente extenso, sin que, una vez terminado el vínculo laboral, el trabajador pueda acceder a las indemnizaciones que procederían si se tratase de un contrato a plazo indefinido, no obstante los beneficios económicos que derivan de las funciones desarrolladas por el trabajador.

Respecto al artículo 152 quáter B, que establece la jornada laboral de los teleoperadores, explicó que los empleadores no respetan el derecho a descanso durante los días feriados, toda vez que los trabajadores de dicho sector prestan servicios sobre la base de un sistema de turnos de más de diez horas de duración, los que operan durante cualquier día de la semana. En tal contexto, abogó por el establecimiento de una norma que favorezca el ejercicio del derecho al descanso por parte de los teleoperadores.

Tratándose del artículo 152 quáter C, que regula el ejercicio del derecho a descanso durante la jornada de trabajo, manifestó que algunas empresas permiten a sus trabajadores el ejercicio del derecho a descanso durante quince minutos cada dos horas de trabajo dependiendo de sus cargas de trabajo, lo que implica que, en algunos casos, no pueden ejercer dicho descanso durante toda la jornada laboral. Habida cuenta de ello, manifestó la necesidad de consagrar una norma que establezca la irrenunciabilidad del descanso de los teleoperadores durante la jornada, el que no puede ser imputado a su hora de colación.

En lo relativo al artículo 152 quáter E, que establece la obligación de los contact center de respetar las condiciones ambientales que indique el reglamento que debe dictarse en esa materia, explicó que se debe determinar el organismo que fiscalizará tal normativa. En tal contexto, especificó que, frecuentemente, las empresas presentan deficientes sistemas de climatización e iluminación, lo que afecta la salud de los trabajadores y su desempeño laboral.

En ese sentido, la Secretaria del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jessica Badilla, agregó que, además, se debe establecer la responsabilidad del empleador ante las infracciones que se detecten, debiendo proceder al mejoramiento de las condiciones ambientales de los trabajadores sin perjuicio de la multa que a su respecto pudiere aplicarse.

Acerca del artículo 152 quáter F, que consagra la obligación para las empresas de contact center de permitir la libre concurrencia de los teleoperadores a los servicios higiénicos y de aseo cada que vez que lo requieran, la Presidenta del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Marjorie Sáez, explicó que actualmente algunas empresas establecen límites de tiempo y de número de ocasiones en que los trabajadores pueden hacer uso de dichas dependencias. Agregó que, en ocasiones, incluso se prohíbe que puedan hacer uso de los servicios higiénicos o se conceden premios o beneficios para aquellos que no los utilizan.

Respecto del artículo 152 quáter G, que pretende consagrar la obligación de las empresas de practicar exámenes médicos cada seis meses a los teleoperadores a objeto de evaluar las consecuencias que generan para su salud las labores que desarrollan, la presidenta del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Marjorie Sáez, sostuvo que se debe establecer la obligación de los empleadores de entregar una copia de los resultados de tales exámenes a los trabajadores que se los hubieren practicado, debiendo prohibirse, por otra parte, que éstos sean exigidos a aquellos que se encuentren haciendo uso de una licencia médica. 

Agregó que dichos exámenes deben ser practicados a aquellos trabajadores que hubieren cumplido más de seis meses de funciones, sin importar la modalidad del sistema de remuneraciones a que se encuentren sujetos, toda vez que en algunas empresas se realizarían diferenciaciones en consideración a ese factor para una serie de materias.

En ese sentido, la Secretaria del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jessica Badilla, enfatizó que, considerando que el referido artículo consagra la obligación del empleador de abonar la totalidad de los gastos de desplazamiento y de la remuneración que el trabajador puede dejar de percibir, se debe establecer expresamente que ello comprende la remuneración fija y variable que recibe.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, consultó la opinión de los trabajadores teleoperadores acerca de la práctica de exámenes ocupacionales de salud. 

La Presidenta del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Marjorie Sáez, explicó que dichos exámenes deben ir dirigidos a detectar y prevenir las enfermedades auditivas o visuales que sufren los trabajadores como consecuencia de las actividades que desarrollan Con todo, enfatizó que su resultado no debe condicionar el acceso o la estabilidad de los trabajadores en el empleo.

Por su parte, la Secretaria del Sindicato Nacional de Trabajadores Call Center Multiservicio, señora Jessica Badilla, sostuvo que, en cualquier caso, se debe garantizar el ejercicio del derecho a la privacidad de los trabajadores en el contexto de los exámenes que pudiere practicar el empleador.

A continuación, el Senador señor Muñoz Aburto consultó sobre la existencia de estudios relativos a las enfermedades profesionales que padecen específicamente los trabajadores teleoperadores.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei, sostuvo que se han efectuado estudios relativos a las enfermedades profesionales en distintos ámbitos, particularmente en el ámbito pesquero y portuario, con miras a analizar las implicancias que las nuevas formas de trabajo podrían generar en la salud de los trabajadores. Con todo, reseñó que se deben adoptar, al mismo tiempo, las medidas que permitan evitar la ocurrencia de tales enfermedades, toda vez que, por ejemplo, si se permite que éstos puedan descansar durante su jornada, se podría disminuir la tasa de accidentabilidad y de enfermedades profesionales que ellos padecen.

-------

Exposición del Sindicato SEYCO, que agrupa a trabajadores del call center de la empresa WALL MART

En sesión celebrada el día 5 de junio de 2013, el Tesorero del Sindicato SEYCO, señor Ernesto Loi, expuso ante la Comisión las observaciones de dicha organización respecto del proyecto de ley en estudio. 

En primer lugar, indicó que en nuestro país los trabajadores de call center deben afrontar condiciones laborales muy precarias. Al efecto, sostuvo que en algunas empresas de dicho sector se ha impuesto la prohibición del uso de los servicios higiénicos o, habiéndose permitido su utilización, se procede a efectuar un descuento de las sumas correspondientes a remuneraciones. Enfatizó que ambas hipótesis constituyen una vulneración de los derechos laborales de los trabajadores.
En ese orden de ideas, aseveró que, en este caso, no existen condiciones laborales mínimas para la prestación de servicios, toda vez que carecen de instalaciones adecuadas y se restringe arbitrariamente su derecho al descanso durante la jornada de trabajo, lo que ha generado una serie de casos de estrés laboral y, además, provoca un impacto en el nivel de ingresos de los trabajadores.

Al efecto, detalló que el sistema de remuneraciones de los trabajadores de call center se compone de sumas fijas, que no sobrepasan una suma equivalente al ingreso mínimo mensual, y remuneraciones variables -equivalentes a cerca de un 70% del total de los ingresos correspondientes a dicho período-, las que operan sobre la base de parámetros impuestos unilateralmente por los empleadores.

Por otra parte, aseveró que se han detectado una serie de prácticas abusivas atentatorias contra el ámbito de privacidad de los trabajadores, tales como la grabación y registro de todas las llamadas telefónicas que hubieren atendido. Asimismo, afirmó que se han producido sucesivos incumplimientos respecto de las disposiciones sobre el beneficio de semana corrida.

Respecto de la iniciativa legal el estudio, indicó que ésta se debe enmarcar en el contexto de una modificación profunda al Código del Trabajo, lo que permitiría el desarrollo de mejores relaciones laborales entre los trabajadores y empleadores.

A continuación, se refirió al artículo 152 quáter A, que dispone, en el caso del contrato por obra o servicio determinado, que se presumirá legalmente que su plazo es indefinido cuando el teleoperador haya prestado servicios continuos o discontinuos en diversas obras o faenas específicas para un mismo empleador durante 240 días o más en un lapso de 12 meses, contados desde la primera contratación. Opinó que dicha materia debe regirse por la normativa general contemplada en el número 4 del artículo 159 del Código del Trabajo, que establece que el trabajador que hubiere prestado servicios discontinuos en virtud de más de dos contratos a plazo, durante doce meses o más en un período de quince meses, contados desde la primera contratación, se presumirá legalmente que ha sido contratado por una duración indefinida.

En cuanto a las medidas destinadas a proteger la salud mental de los trabajadores, manifestó que la iniciativa contiene mejoras sustantivas en relación a la normativa vigente, habida cuenta de la situación de estrés que deben sobrellevar, lo que genera altos índices de ausentismo laboral. Con todo, abogó por incorporar dichas hipótesis dentro del concepto de enfermedades profesionales, toda vez que éstas se originan como consecuencia de las labores que desarrollan los teleoperadores.

Enseguida, aseveró que la iniciativa propone en el artículo 152 quáter F resolver las problemáticas derivadas de la prohibición que imponen algunos empleadores en lo relativo al uso de los servicios higiénicos por parte de los trabajadores. Con todo, abogó por establecer expresamente que el uso de dichas instalaciones no debe generar una disminución de las remuneraciones que perciben.

Finalmente, enfatizó que se debe regular en detalle el sistema de remuneraciones aplicable para los trabajadores de call center, particularmente respecto del régimen variable que se aplica a su respecto, con miras a evitar la fijación unilateral de metas que, en la práctica, son imposibles de alcanzar, lo que afecta su derecho de acceso a ingresos estables.

Federación de Trabajadores de Call Center

En la misma sesión de fecha 5 de junio de 2013, la Presidenta de la Federación de Trabajadores de Call Center, señora Tamara Muñoz, inició su exposición explicando que dicha entidad agrupa a cerca de quince sindicatos de trabajadores de call center. Indicó que tales labores eran, en un comienzo, desarrolladas preferentemente por estudiantes o personas jóvenes, sin perjuicio de que durante los últimos años se ha ampliado el número de trabajadoras y del rango etario de quienes realizan dichas funciones.

Añadió que la estructura organizacional de las empresas de call center opera en virtud de un contrato suscrito con empresas mandantes, de diversos rubros, que encargan la gestión de los servicios telefónicos que proveen a sus clientes.

En ese contexto, enfatizó que los trabajadores de dicho sector deben afrontar condiciones laborales muy precarias, como consecuencia del proceso de tercerización y deslocalización de la producción, lo que genera elevados índices de estrés, ausentismo laboral y enfermedades profesionales. Agregó que ello se manifiesta en bajas remuneraciones, con un fuerte componente de ingresos variables de manejo discrecional de los empleadores; inestabilidad laboral; numerosas hipótesis de subcontratación y uso de diversas razones sociales por un mismo empleador. Asimismo, añadió que en dicho sector se verifica un incumplimiento flagrante de las normas sobre jornada laboral, descanso de los trabajadores, fuero maternal y de las disposiciones sobre higiene y seguridad en el lugar de trabajo.

Enseguida, explicó el funcionamiento del sistema de remuneraciones aplicable a los trabajadores de call center. Al efecto, explicó que éste se compone en gran medida de ingresos variables que se originan como consecuencia de una serie de parámetros de diverso orden, tales como la asistencia del trabajador, el cumplimiento del horario de su jornada y la calidad y rapidez del servicio. Detalló que tales empresas no informan adecuadamente a los trabajadores respecto de la composición de sus remuneraciones.

Respecto de la jornada de trabajo aplicable a dichos trabajadores, explicó que ésta se constituye por turnos rotativos impuestos unilateralmente por parte de los empleadores, lo que afecta el derecho al descanso. 

En lo relativo a la inestabilidad laboral que deben afrontar, aseveró que en el referido sector se verifica una alta rotación de personal, equivalente en algunos casos al 7% mensual del total de quienes prestan servicios.

Acerca de la prohibición del uso de los servicios higiénicos por parte de los empleadores, señaló que ello deriva del sistema de remuneraciones fijadas en conformidad a un régimen variable que exige, entre otros parámetros, la permanencia obligatoria en los lugares de trabajo. Asimismo, aseveró que se produce un incumplimiento de las disposiciones sobre el beneficio de la semana corrida, se producen modificaciones unilaterales al contrato de trabajo y se vulneran normas sobre protección a la maternidad y derecho a sala cuna.

Finalmente, afirmó que se han detectado una serie de situaciones de prácticas antisindicales en el sector, junto a diversos casos de despidos injustificados y bajos índices de negociación colectiva y sindicalización.

Comentarios

- La Senadora señora Alvear abogó por la necesidad de establecer un estatuto laboral aplicable a los trabajadores de call center, habida cuenta de las problemáticas que han sido reseñadas precedentemente.

En efecto, indicó que se ha detectado una vulneración al ámbito de la privacidad de dichos trabajadores mediante la intromisión del empleador en las funciones que desarrollan. Agregó que, atendida la naturaleza de dichos servicios, se encuentran sometidos a altos niveles de estrés laboral, lo que requiere una regulación detallada respecto de la jornada de descanso que deben cumplir.

Asimismo, enfatizó que existe la necesidad de garantizar el uso de los servicios higiénicos por parte de los trabajadores, toda vez que las situaciones que se han detectado en este ámbito resultan ser inaceptables y vulneran la dignidad en el empleo.

Finalmente, indicó que se debe promover el estudio de disposiciones sobre las condiciones de higiene y seguridad en el lugar de trabajo, toda vez que en ese ámbito existe un incumplimiento de las disposiciones aplicables al efecto. 

En consecuencia, considerando la relevancia de tales labores y el desarrollo de dicho sector productivo, abogó por el establecimiento de disposiciones que permitan mejorar las condiciones laborales de los trabajadores de call center.

- El Senador señor Bianchi añadió que las problemáticas que han sido reseñadas ante la Comisión resultan ser aún más complejas tratándose de aquellos trabajadores con algún grado de discapacidad que prestan servicios en empresas de call center, lo que demuestra la necesidad de favorecer la aprobación de la iniciativa en estudio.

Por otra parte, detalló que, tal como se consigna en el proyecto de su autoría que modifica el Código del Trabajo, regulando el contrato de teletrabajo, correspondiente al Boletín N° 4.712-13, en el derecho comparado es posible advertir la existencia de una serie de disposiciones que protegen adecuadamente a los trabajadores que desarrollan sus labores en un lugar donde, lejos de las oficinas o talleres centrales, el trabajador no mantiene un contacto personal con sus colegas, pero puede comunicarse con ellos por medio de las nuevas tecnologías. Añadió que ello resulta ser especialmente relevante, considerando el desarrollo de las tecnologías de información y la prestación de servicios a distancia.

En ese sentido, indicó que en nuestra legislación no existe una regulación específica en esta materia, lo que genera la necesidad de promover el establecimiento de disposiciones legales que eviten la ocurrencia de hipótesis abusivas para los derechos de los trabajadores.

- La Senadora señora Rincón sostuvo que, habida cuenta de la precarización de las condiciones laborales que deben afrontar los trabajadores de call center, es necesario favorecer la aprobación de la iniciativa en estudio.

-------

Opinión de la Dirección del Trabajo

En sesión de 12 de junio de 2013, la Directora del Trabajo Subrogante, señora Inés Viñuela Suárez, explicó que en esta materia se han desarrollado dos vías, una correspondiente a la fiscalización propiamente tal y la segunda referida a la conformación de mesas de trabajo.

Agregó que son dos las mesas de trabajo que se han dedicado a las labores de call center, con la finalidad de analizar principalmente las jornadas de trabajo, las remuneraciones, los descansos y las materias de higiene y seguridad. Producto de estas actividades, se han logrado algunos acuerdos entre los trabajadores y los empleadores.

La Directora del Trabajo Subrogante, señora Inés Viñuela Suárez, precisó que es recurrente en el sector de call center que las trabajadoras y los trabajadores estén vinculados mediante contratos por obra o faena, sistema que, opinó, es improcedente, de tal manera que la Dirección se encuentra analizando en conjunto con los empresarios y los dependientes la fórmula más apropiada.

Asimismo, añadió que dicha labor conjunta se ha extendido a materias de higiene y seguridad, suscribiéndose una lista de autocontrol tanto por las empresas como por los trabajadores, que está siendo sujeta a fiscalización por la Dirección del Trabajo desde el mes de abril de 2013 y cuyos resultados se conocerán en el mes de julio de 2013.

Manifestó que con la realización de las mesas de trabajo han mejorado las relaciones laborales, de forma tal que se llegó a un acuerdo de dos pausas de trabajo de 10 minutos (en las jornadas de 30 a 36 horas semanales) y de 15 minutos (en las jornadas de 45 horas), y en el uso de los servicios higiénicos.

Seguidamente, manifestó que en la tarea fiscalizadora que le compete a la Dirección del Trabajo durante este año 2013 ha controlado a 43 empresas, cursando 153 multas que ascienden al monto de $183 millones, siendo las materias más sancionadas aquellas referidas a la higiene y seguridad, contratos de trabajo y protección a la maternidad.

Ante una consulta del Senador señor Muñoz Aburto relativa a las distintas denuncias formuladas por los sindicatos de los trabajadores de call center, la Directora del Trabajo Subrogante, señora Inés Viñuela Suárez, reiteró que permanentemente se realizan fiscalizaciones de los centros de call center, sobre la base de los acuerdos obtenidos en las mesas de trabajo.
-------

Asociación Chilena de Empresas de Callcenter (ACEC)





En sesión celebrada el día 3 de julio de 2013, el Gerente de la Asociación Chilena de Empresas de Callcenter, señor Pablo Cruzat, indicó que dicha entidad representa a 16 empresas del sector, que brindan servicios externalizados de call center y contac center, ocupando a 30 mil trabajadores y que facturan anualmente alrededor de 350 millones de dólares.





A continuación, manifestó la opinión de la ACEC respecto de algunos de los artículos del proyecto en análisis. En cuanto al artículo 152 quáter A, que establece una presunción legal de contrato de carácter indefinido, expresó que la industria utiliza los contratos por obra o servicio determinado, siempre y cuando se trate de una labor puntual, como es el caso de campañas de telemarketing específicas, por una sola vez, poniéndose término a la relación laboral al finalizar la obra o servicio. En consecuencia, la ACEC no comparte el tenor del inciso segundo del artículo 152 quáter A.





Respecto del artículo 152 quáter B, referido a la prestación de servicios en horario nocturno, indicó que existen call center que trabajan para los Estados Unidos y otros a España, ocupando dicho horario en relación a las horas de diferencia entre continentes, resultando imposible rotar a todo el personal y eventualmente cumplir con la normativa propuesta. Por necesidades del mercado, más del 90% de los trabajadores deben prestar servicios de noche.





Seguidamente, el Gerente de la ACEC, señor Pablo Cruzat, explicó respecto de los artículos 152 quáter C y 152 quáter D, sobre descansos y pausas durante el trabajo, que un operador de call center promedio habla o ingresa datos entre un 45 y 50 % de su tiempo y el proyecto considera que en 120 minutos se le otorguen 15 minutos de descanso, lo que significaría 105 minutos útiles para atender llamadas que duran aproximadamente 70 a 90 segundos, es decir, la empresa sólo podría tener activo el 25% del tiempo del trabajador durante 2 horas.





Lo anterior, precisó haría inviable a la industria del call center. Por otro lado, indicó que en la actualidad existen para las jornadas de 8 a 9 horas diarias dos pausas de 15 minutos, una en la mitad de la jornada de la mañana y otra en la mitad de la jornada de la tarde. Para aquellos que laboran en turnos de 6 horas diarias, tienen derecho a 2 pausas de 10 minutos cada una. 





Agregó que si se realizara una simulación, en conformidad a la disposición propuesta, un horario de 8 horas se fraccionaría en 4 horas en la mañana y 4 horas en la tarde, con un período para el almuerzo. La primera pausa sería a las 2 horas de trabajo y luego cumplidas 2 horas más otra pausa y enseguida la colación, repitiéndose las mismas pausas en la tarde.





Propugnó por el establecimiento de una entidad especializada que sugiera una relación entre el nivel de actividad del operador y las pausas cada cierta cantidad de tiempo, dictaminando si es necesario fijar una pausa entre atenciones telefónicas.





El Gerente de la ACEC, señor Pablo Cruzat, continuó refiriéndose al artículo 152 quáter E, que consigna el respeto de las condiciones ambientales apropiadas y expresó que esa materia está regulada por la Dirección del Trabajo y que las Mutuales han incorporado recomendaciones al respecto. Para la primera de las entidades, aseguró, no ha sido tema de fiscalización recurrente en los dos últimos años y en un trabajo conjunto entre la Dirección del Trabajo, los empleadores y los dependientes se fiscalizó en forma voluntaria a todo el sector, no detectándose ninguna anomalía en el área ambiental de los lugares de trabajo. En caso de insistir en regular las condiciones ambientales, apeló a una aplicación por igual para todas aquellas actividades que trabajen bajo una cierta densidad de operadores por espacio.





En lo que respecta al artículo 152 quáter F, que dispone la libre concurrencia de los teleoperadores a los servicios higiénicos y de aseo, opinó que estigmatizaba a los call center como las únicas instancias que limitaban el uso de dichos servicios, lo que no es cierto ni tiene asidero.





Aseveró que la industria de los call center es en extremo inclusiva, ya que una gran cantidad de jóvenes que no acceden a estudios superiores son formados en sus instalaciones. Además, una parte de los adultos que por edad son discriminados encuentran trabajo en los call center y con excelentes resultados.





Sobre el artículo 152 quáter G, el Gerente de la ACEC, señor Pablo Cruzat, señaló que daba la impresión de que las condiciones en las que trabajan los teleoperadores son en extremo adversas, dado la cantidad de exámenes que se deberían efectuar a los trabajadores. Por lo demás, puntualizó, que se ha querido calificar esta actividad como trabajo pesado, pero tal declaración nunca se ha emitido por el organismo pertinente.





Añadió que no se cuenta con antecedentes que avalen o hagan sospechar de un deterioro de alguna capacidad sensorial derivada del quehacer de la industria.

Consultas y Comentarios




- El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, requirió que se le explicara la estructura de remuneraciones de un teleoperador.





El Gerente de la Asociación Chilena de Empresas de Callcenter, señor Pablo Cruzat, distinguió entre dos tipos de actividades, las que corresponden a los que reciben llamadas de entrada o servicio de atención al cliente y los que ejecutan llamadas de salida o televentas o cobranzas. En el primer caso (llamadas de entrada) hay componentes variables, pero son de baja cuantía respecto de la remuneración, ya que pueden alcanzar al 20% de ésta y el resto es fijo. En el caso de las llamadas de salida, se presenta la posibilidad de acentuar la renta variable, de modo que el componente fijo alcance al 40% y un 60% el componente variable. Para ambas situaciones, por el tiempo en que el trabajador no está conectado no percibe remuneración variable.





- La Senadora señora Rincón manifestó que luego de analizar los fundamentos de la iniciativa en estudio, habría esperado que la Asociación Chilena de Empresas de Callcenter manifestara una opinión sobre dichos fundamentos, puesto que existe un contexto en el país que ha dado motivo para que la Senadora señora Alvear y el Senador señor Escalona decidieran presentarla a tramitación legislativa recogiendo lo que ha sido denunciado por los sindicatos, por programas televisivos y también por la tarea fiscalizadora de la Dirección del Trabajo.





Explicitó que los problemas detectados dicen relación con el sistema de remuneraciones, la organización del tiempo de trabajo y las condiciones laborales, materias todas consignadas en el proyecto de ley. Aún más, esta realidad se extiende a otras actividades laborales, situaciones que quizás no habría que legislar de manera tan casuística si existiera un mayor número de organizaciones sindicales y una plena negociación colectiva, pero al no ocurrir aquello se le está entregando la potestad de negociación a la ley.





- El Senador señor Muñoz Aburto complementó las palabras de la Senadora Rincón haciendo alusión a un estudio de la Dirección del Trabajo, denominado “Atendiendo a los clientes de los clientes: La industria de Call Center”, del año 2010, en el que se deja constancia de los tres problemas más denunciados por los dirigentes sindicales de las empresas de la industria, eso es, sistemas de remuneraciones, organización del tiempo de trabajo y las condiciones laborales. Al respecto, puntualizó que habría sido necesaria una opinión clara de parte de la ACEC.





El Gerente de la Asociación Chilena de Empresas de Callcenter, señor Pablo Cruzat, indicó que más del 50% de los trabajadores de esta industria está sindicalizado y todos negocian colectivamente. A su vez, el Presidente de dicha entidad, señor Gabriel Barrionuevo, expresó que respecto de los problemas denunciados por los trabajadores, puede demostrar lo contrario, cuando la Comisión se lo solicite.





- El Senador señor García Ruminot haciendo mención del programa de televisión “Contacto”, señaló que tuvo conocimiento que los trabajadores del sector efectuaron denuncias respecto de su relación con los clientes en vinculación, además, con las metas laborales que deben cumplir, resultando necesario contar con dicha información. Por otro lado, manifestó que los integrantes de la Comisión no tienen ningún interés en perjudicar a la industria ni a los trabajadores, pero sí es su preocupación resguardar que las relaciones laborales se ejecuten en un contexto ético y de absoluto respeto de los derechos de los trabajadores.





El Presidente de la ACEC, señor Gabriel Barrionuevo informó que en Chile la industria del call center se encuentra en un franco deterioro y a la entidad que representa le preocupa que el proyecto sea aprobado en los términos presentados, porque –en su opinión- si así fuera pondría fin a los miles de puestos de trabajo dedicados a la actividad del call center que, por lo demás, tienen una fuerte competencia con países como Perú y Colombia, que han sido beneficiados por el exceso de reglamentación de la normativa laboral chilena, provocando la ida de empresas desde nuestro país hacia esas y otras naciones latinoamericanas.





- La Senadora señora Rincón manifestó hacer suyas las palabras del Senador señor García Ruminot, en orden a que a la Comisión le interesa que exista empleo, desarrollo, que el país prospere y que existan beneficios tanto para las empresas como para los trabajadores, lo que no significa desatender las denuncias de los trabajadores ni dejar de clarificar las verdaderas condiciones de trabajo del área de call center.





El Subsecretario del Trabajo, señor Fernando Arab, expresó su coincidencia con las palabras de la Senadora señora Rincón y del Senador señor García Ruminot en cuanto a generar más y mejores empleos, de tal modo que la idea de legislar sobre el proyecto en cuestión -en lo atinente a regular las condiciones de trabajo en que se desempeñan los teleoperadores- le parecía atinada, sin perjuicio de poder presentar durante la discusión en particular las indicaciones pertinentes.





Agregó que el derecho laboral debe irse adaptando a las nuevas tecnologías y la redacción del Código del Trabajo no da respuesta a esa necesidad, provocando vacíos legales cuya resolución queda a criterio de una autoridad o tribunal unipersonal. La idea es continuar avanzando sin caer en una casuística excesiva que puede terminar perjudicando no sólo a la industria sino que también a los empleadores y trabajadores.





- El Senador señor Pérez Varela demostró preocupación respecto de lo señalado por el Presidente de la Asociación Chilena de Empresas de Callcenter, sobre la declinación de esta industria en nuestro país, tema que –aunque principalmente estaría relacionado con el debido resguardo de los datos personales- debe ser considerado también por la Comisión por su vínculo con la generación de empleo, en conjunto con el establecimiento de una adecuada normativa legal que vele por los derechos de los trabajadores.

- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senador señor Muñoz Aburto (Presidente), Senadora señora Rincón y Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.
-------

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase en el Título II del Libro I del Código del Trabajo, el siguiente Capítulo VIII, nuevo: 

"Capítulo VIII 
Del contrato de los teleoperadores
Artículo 152 quáter.- Se regirán por las normas de este capítulo los contratos individuales de los trabajadores que presten servicios en un contact center.

Para estos efectos se entenderá por contact center el servicio que tiene por objetivo contactar o ser contactados con terceros, sea por vía telefónica, medios telemáticos, aplicación de tecnología digital o cualquier otro medio electrónico, para la prestación, entre otros, de los siguientes servicios que se mencionan a título enunciativo: atención; información o asesoramiento de soporte técnico; comerciales o administrativos; venta o promoción de productos o servicios a terceros, como también otros servicios de atención a terceros que se desarrollen mediante los entornos enumerados.
Artículo 152 quáter A.- Para la contratación de los teleoperadores se podrá utilizar alguna de las modalidades que contemple este Código y sus leyes complementarias.
Tratándose de un contrato por obra o servicio determinado, se presumirá legalmente que el plazo del contrato es indefinido cuando el teleoperador ha prestado servicios continuos o discontinuos en diversas obras o faenas específicas, para un mismo empleador, durante 240 días o más en un lapso de 12 meses, contados desde la primera contratación.
Artículo 152 quáter B.- En las empresas con procesos productivos continuos durante las veinticuatro horas del día, la organización de los turnos deberá considerar la rotación de los mismos y ningún trabajador prestará servicios en horario nocturno más de dos semanas consecutivas.
El empleador no podrá modificar el turno sino con una antelación mínima de una semana, la que regirá en la semana o período siguiente.

Artículo 152 quáter C.-. El teleoperador gozará de un descanso de quince minutos cada dos horas trabajadas, los que se considerarán como tiempo de trabajo efectivo.
Corresponderá al empleador la distribución de los descansos establecidos en el inciso anterior, organizándolos de modo lógico y racional en función de las necesidades del servicio.
Artículo 152 quáter D.- Los sistemas operativos de comunicación por medio de los cuales se prestan los servicios deberán respetar una pausa mínima de 15 segundos entre atenciones telefónicas.
Artículo 152 quáter E.- Las empresas que presten servicios de contact center deberán respetar las condiciones ambientales que señale el reglamento, que a lo menos regulará la iluminación, temperatura, humedad, espacio mínimo individual y ruido del lugar de trabajo. Dicho reglamento se dictará en el plazo de 6 meses, contado desde la entrada en vigencia de la ley.

Artículo 152 quáter F.- Las empresas de contac center deberán permitir la libre concurrencia de los teleoperadores a los servicios higiénicos y de aseo cada vez que lo requieran.
Artículo 152 quáter G.- Las empresas que presten servicios de contact center estarán obligadas a practicar, a su cargo, exámenes médicos, cada seis meses, a los teleoperadores.
Estos exámenes considerarán, a lo menos, un examen clínico completo, una audiometría, un examen de la vista, un examen neuropsiquiátrico y psicológico, y un electroencefalograma, sin perjuicio de otros que el organismo contralor determine. Tendrán el carácter de obligatorios para el teleoperador, a quien la empresa abonará, si a ello hubiere lugar, los gastos de desplazamiento y la totalidad de la remuneración que por tal causa pueda dejar de percibir.”.

Acordado en sesiones celebradas el día 1 de agosto de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta) y Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto y Gonzalo Uriarte Herrera; el día 5 de junio de 2013, con asistencia del Senador señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), de la Senadora señora Ximena Rincón González y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, José García Ruminot y Víctor Pérez Varela; el día 12 de junio de 2013, con asistencia del Senador señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente) y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, José García Ruminot y Víctor Pérez Varela y el día 3 de julio de 2013, con asistencia del Senador señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), de la Senadora señora Rincón y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, José García Ruminot y Víctor Pérez Varela.
Sala de la Comisión, 3 de julio de 2013.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar,
Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SEÑOR GIRARDI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO PARA AUTORIZAR EL ABORTO EN LOS CASOS QUE INDICA Y EL CÓDIGO PENAL PARA SU DESPENALIZACIÓN EN LAS MISMAS HIPÓTESIS

(9021-11)
Honorable Senado:
Tengo a bien someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, un proyecto de ley que busca despenalizar la interrupción deliberada del embarazo, es decir, el aborto cuando se realiza únicamente para salvar la vida de la madre, en la medida que no existan otros medios para ello; cuando el feto presente o se establezca clínicamente que presentará graves taras o malformaciones físicas o psíquicas; o cuando el embarazo sea consecuencia de un hecho constitutivo del delito de violación, caso en el cual, la interrupción del embarazo sólo podrá practicarse dentro de las primeras 12 semanas de gestación.
Nuestra propuesta plantea que, en cualquier caso, se requerirá el consentimiento de la madre, la intervención de un médico-cirujano y la opinión documentada de otros dos médicos-cirujanos.
Como se advierte, el proyecto, salvo por la incorporación de una excepción de carácter ético-social, como es el aborto producto de un delito de violación, prácticamente replica la antigua fórmula que consideró nuestro Código Sanitario desde 1931 hasta el año 1989, cuando fue eliminado sin razón ni fundamento, a lo menos expresado.
No resulta fácil ni comprensible en una sociedad ciertamente conservadora como la chilena proponer una legislación que despenalice determinados tipos de aborto. Máxime si ella además está fuertemente imbuida y compenetrada por los valores y principios filosófico-religiosos del judeo-cristianismo que han inspirado nuestra conformación socio cultural.
Nosotros, lejos de desdeñar dicha concepción valórica, tan sólo queremos explicar contextualizadamente la dificultad y el rechazo que cualquier iniciativa despenalizadora del aborto ha tenido y tendrá -al menos por algún tiempo todavía- en nuestra sociedad.
Con conocimiento de nuestras convicciones sociales pero al mismo tiempo de la dramática y soterrada realidad que presenta en Chile la práctica del aborto, es que hemos querido plantear una iniciativa legislativa que enfrente la práctica abortiva en nuestro país, bajo el ánimo de dar una solución clínica y a la vez jurídica a las diversas situaciones o hipótesis que a este respecto es posible plantear objetivamente, fuera de todo sesgo valórico, emocional, político o filosófico.
En primer lugar, hemos de considerar los antecedentes que sobre esta materia han existido en nuestro país, que ya, como hemos dicho, Chile desde 1931 contemplaba una legislación sanitaria sobre aborto.
En segundo término, debemos tener en cuenta las tendencias modernas de la dogmática penal y la política criminal que Chile desea o desearía implementar sobre esta materia; no resiste más la vigencia de tipos penales como el aborto encuadrados en un título rubricado como “crímenes y simples delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública”, desde 1874.
El derecho penal es y debe ser de última ratio, esto significa que una sociedad ha de recurrir a este modo extremo de solución de los conflictos sociales cuando no existen otros medios para dicho fin o ellos han fallado. El derecho penal moderno opera entonces por excepción.
Las penas, por otro lado, han ido evolucionando desde penas corporales a penas más acordes a la dignidad humana y a la solución eficaz de los problemas sociales, incluyendo acuerdos reparatorios de tipo económico, incluso ante actos con pena de presidio, como lo ha recogido recientemente nuestro sistema procesal penal. Así lo que se persigue es la eficacia del sistema, el arrepentimiento del agresor, la reparación a la víctima y la solución efectiva del conflicto.
En una sociedad moderna y civilizada la pena privativa de libertad debe ser la excepción, restringiéndola sólo a aquellas conductas que representen un efectivo peligro para la convivencia social. La cárcel hoy no tiene otra justificación que defender eficazmente a la sociedad de nuevos atentados graves en su contra.
El drama y complejidad que rodea la conducta delictiva de abortar lógicamente que no se resuelve con la privación de libertad; con seguridad el Estado dispone de medios más innovadores y eficaces que echar mano a la cárcel para aquellas mujeres que enfrenten la conmoción de querer actuar en contra de la vida que se gesta en su vientre, además de la cuestionable legitimidad del derecho que se atribuye el Estado o Ius Puniendo para proceder sancionando con privación de libertad en estos casos.
Hoy las soluciones penales a este drama van desde la penalización total a cualquier tipo de aborto -caso de Chile- hasta la despenalización total o casi de cualquiera de sus manifestaciones -caso de países como Alemania-, cuyo derecho penal es considerado uno de los más modernos y vanguardistas del mundo.
Los sistemas utilizados por el derecho comparado pueden resumirse en el llamado sistema de indicaciones y el del plazo.
En conformidad al sistema de indicaciones se justifican ciertos abortos bajo ciertos presupuestos tales como cuando está el riesgo la vida o salud de la madre (indicación terapéutica) o existen presunciones fundadas de que el feto desarrollará malformaciones incompatibles con la vida (indicación eugenésica) o el aborto ha hizo fruto de la comisión del delito de violación (indicación ético-social)
En tanto, que en virtud del sistema del plazo se justifica penalmente el aborto cuando se lleva a cabo dentro de cierto tiempo desde el momento de la concepción que normalmente toma como referencia la anidación del óvulo fecundado en el útero o las primeras 12 ó 22 semanas de gestación (modelo español).

Las indicaciones terapéuticas, en general, cuentan con aceptación en la doctrina jurídica comparada, siendo su problema más bien la definición de sus límites y alcances. Así en nuestro país por ejemplo el afamado penalista ETCHEBERRY restringe los fines terapéuticos que justifican el aborto a la intervención para salvar exclusivamente la vida de la madre (en POLITIFF, GRISOLIA Y BUSTOS. Derecho Penal Chileno). La inclusión de la salud bajo esta indicación obviamente que da para pugnas doctrinarias siendo las soluciones penales dispares y combinadas.
Las indicaciones eugenésicas fueron despenalizadas en España por la L.O. 9/1985, de 5 de julio, esto es, aquella que posibilita la interrupción del embarazo cuando se presuma que el feto vaya a nacer con graves taras físicas o psíquicas, -como por ejemplo anencefalia- siempre que el aborto se practique dentro de las veintidós primeras semanas de gestación.
La indicación ético social en tanto, concebida cuando estamos en presencia de la comisión de un delito de violación, tampoco ha contado con pasividad en la doctrina, existiendo modelos que la admiten y la rechazan. En Chile, una aproximación a su admisibilidad es la consagración del llamado aborto honoris causa, esto es el que practica la mujer por motivos de honor y que da origen a su favor a una atenuante de responsabilidad penal. No resulta, por tanto que consagrado ello ya en nuestro Código Penal se avance en establecer esta indicación como causal de exculpación.
Sólo en conformidad a estos tres razonamientos y causales hemos querido proponer una nueva legislación penal sobre el aborto, particularmente teniendo en cuanta la realidad jurídica y cultural chilena: el aborto terapéutico largamente consagrado por más de un siglo en nuestra legislación sanitaria aunque restringiéndolo expresamente a los casos de conflicto entre la vida de la madre y el feto; el aborto eugenésico que introducimos en este proyecto y que tiene plena justificación médica y científica y el aborto ético social en casos de violación, sobre todo teniendo en cuenta el privilegio penal que la ley le ha dado a la mujer cuando se ve afectado su honor y dignidad y que creemos debiera ser concebido como un derecho a disponer del curso de su vida sobre todo cuando ha sido violentada y a través de la comisión de un delito.
Para este último caso hemos considerado prudente establecer la indicación combinada con un plazo, transcurrido en cual no es admisible proceder al aborto. Este plazo se propone en 12 semanas que es el que usualmente recogen los sistemas de plazo en el derecho comparado y que coincide con el tiempo relativo en que el producto de la concepción pasa a adoptar la condición de feto, considerado propiamente el bien jurídico protegido por el delito de aborto. Creemos en suma que si la madre ha dejado transcurrir este plazo aun cuando se trate de un embarazo fruto de un delito de violación, no le es admisible invocar la causal para practicarse un aborto impune por cuanto ha tolerado el avance de su embarazo más allá de 12 semanas consintiendo en él en cierto modo máxime si para aquella época, gestacionalmente, ya ha desarrollado un feto que, con las cualidades propias de todo ser humano merece la protección penal asignada al delito de aborto.
Por estas consideraciones, presento a la consideración del Congreso Nacional el siguiente:
PROYECTO DE LEY
ARTÍCULO 1.- Modifícase el Código Sanitario como sigue:

Reemplázase el art. 119 por el siguiente:
“Artículo 119°. Sólo con los fines terapéuticos, eugenésicos o ético-sociales que a continuación se expresan se podrá interrumpir un embarazo.
En caso en que esté en riesgo la vida de la madre y no existan otros medios para evitar dicho riesgo.
Cuando el feto presente o se establezca clínicamente que presentará graves taras o malformaciones físicas o psíquicas.
Cuando el embarazo sea consecuencia de un hecho constitutivo del delito de violación.
En este último caso, la interrupción del embarazo sólo podrá practicarse dentro de las primeras 12 semanas de gestación.
En todos los casos, se requerirá el consentimiento de la madre, la intervención de un médico-cirujano y la opinión documentada de otros dos médicos-cirujanos.”
ARTÍCULO 2.- Modifícase el Código Penal como sigue:
1) Agrégase a continuación del artículo 342 N° 3° la siguiente oración, reemplazando para dicho efecto su punto final “.” por una coma “,”:
“, fuera de los casos permitidos por la ley.”
2) Intercálese en el inciso primero del artículo 344 la siguiente oración, a continuación de la coma “,”:
“fuera de los casos permitidos por la ley,”
3) Intercálese en el inciso primero del artículo 345 la siguiente oración, a continuación de la segunda coma “,”:
“fuera de los casos permitidos por la ley,

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SEÑORES WALKER (DON PATRICIO), CHAHUÁN, ROSSI Y TUMA, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA EN MATERIA DE INTEGRACIÓN Y ELECCIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS Y DEL SENADO
(9023-07)
Artículo Único: Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política.

1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 47 por el siguiente:

“La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por los distritos electorales que establezca la ley orgánica constitucional respectiva. En la configuración de tales distritos deberá considerarse el principio de igualdad de voto entre los ciudadanos, sin perjuicio de los ajustes que demande la debida representación de los territorios menos poblados. En las elecciones de diputados se empleará, en todo caso, un procedimiento que permita la expresión de las distintas opiniones y fuerzas políticas significativas.

2.- Sustitúyese el artículo 49 por el siguiente:

“El Senado se compone de miembros elegidos por votación directa. Habrá senadores nacionales, que durarán cuatro años y senadores elegidos por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país, con mandato de ocho años y que se renovarán alternadamente cada cuatro años.

La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección.”

3.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 51 por el siguiente:

“Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los senadores que representan circunscripciones territoriales podrán ser reelegidos sucesivamente en el cargo sólo por una vez; los senadores nacionales y los diputados podrán ser reelegidos sucesivamente en el cargo por dos períodos.”.

4.- Agrégase la siguiente disposición transitoria:

“Vigésimo sexta.- La modificación introducida en el inciso segundo del artículo 51, sobre límite a la reelección, sólo será aplicable a partir de la siguiente elección parlamentaria, entendiendo para los efectos señalados en la disposición citada, que el período en actual ejercicio corresponde al primero.”.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA ACTUALIZACIÓN DE LOS PADRONES ELECTORALES
(8972-06)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, originado en un mensaje de S.E. el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que esta Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro señor Cristián Larroulet y los asesores señoras Ana María Muñoz y Rita Pérez y señor Andrés Tagle; del Servicio Electoral: la Directora (S) señora Elizabeth Cabrera, el Consejero señor Patricio Santa María y la asesora señora Andrea González; del Servicio de Registro Civil e Indentificación: el Director señor Patricio Durán, la Sub Directora Jurídica, señora Claudia Gallardo y el Sub Director de Estudios, señor Eduardo Bustos; del Instituto de Derechos Humanos: el abogado señor Yerko Ljubetic y la asesora legislativa señora Elvira Oyanguren; de la Universidad de Chile: el profesor señor Claudio Troncoso; el asesor señor Ignacio Imas, y de la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista señora Gabriela Dazarola.
I. OBJETIVO


Actualizar los padrones electorales excluyendo a aquellas personas declaradas ausentes por desaparición forzada de acuerdo con la ley N° 20.377.


II.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Prevenimos que el contenido del artículo único de este proyecto, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Constitución Política. 

- - -


De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación y de la proposición de artículo único que se incluirá al final de este informe, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala que la iniciativa en informe sea discutida en general y en particular a la vez.
- - -

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho 

Ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones Electorales y Servicio Electoral.

3.2. De Hecho


Expresa el mensaje con que se inició este proyecto de ley que con ocasión del nuevo sistema de voto voluntario e inscripción automática, en la última elección municipal el padrón electoral creció en cerca de cinco millones de electores, incremento sólo comparable con el que experimentó el país cuando se instauró el voto femenino.


Agrega que la automatización del voto y las tecnologías incorporadas al aparato administrativo facilitarán nuevos avances, como son el voto electrónico y la identificación del elector por sus huellas digitales. No obstante estos progresos, advierte que aún persisten situaciones que deben abordarse, como por ejemplo la falta de antecedentes en materia de defunciones que impide actualizar los registros electorales. A este respecto, se han definido tres problemas que afectan al sistema.


En primer lugar está el caso de los nacidos en Chile –que por ese hecho están inscritos desde que cumplen 17 años de edad- que fallecen o se radican en el extranjero sin que de ellos se tengan antecedentes para inscribir su defunción en el Servicio de Registro Civil, de modo que para efectos electorales continúan apareciendo como personas vivas cualquiera sea su edad.


En seguida, ha de abordarse la situación de los desaparecidos por cualquier causa respecto de los cuales no se han practicado las diligencias que acrediten tal condición y, por tanto, también aparecen como personas vivas mientras no se establezca lo contrario.


Finalmente, el mensaje señala que obsta a un padrón depurado la circunstancia de que la computarización del Servicio de Registro Civil se inició en 1982. Las defunciones anteriores a esa fecha no están asociadas al RUN de los fallecidos; y si bien el Servicio de Registro Civil ha hecho esfuerzos para identificarlos (exigirles un nuevo RUN) se dan casos de personas con nombres incompletos o distintos de los que figuran en la partida de nacimiento o con nombres que coinciden con partidas de nacimiento de otras, todo lo cual conspira en contra de la identificación segura de los fallecidos.


Agrega el mensaje que este aspecto (falta de antecedentes o antecedentes incompletos) entraba la actualización de los registros, todo lo cual resulta agravante si se considera que a mayo de 2013 la información del Servicio de Registro Civil da cuenta de 45.884 mayores de 100 años; 76.531 mayores de 90 años y menos de 100, y 443.185 mayores de 80 años y menores de 90, lo que arroja un total de electores vigentes de 565.600 personas, de las que ha de presumirse un número indeterminado de fallecidos. Si según el INE Chile tiene para el año 2018 una proyección de 359.112 personas mayores de 80 años, la cifra de potenciales fallecidos podría estimarse en 200.000 personas.


En un segundo acápite, “Fundamentos de la iniciativa”, el mensaje declara que en este proyecto se propone, como solución del problema plateado, excluir del padrón electoral para cada elección a los mayores de 80 años que carezcan de documentos de identidad por no haberlos renovado después de su vigencia.


Recuerda que el artículo 62 de la ley N° 18.700 exige para sufragar la exhibición de algún documento oficial de identidad vigente o vencido dentro de los doce meses anteriores a la elección. Contando con este antecedente y con la información de los electores que carecen de documentos identificatorios por falta de renovación, es posible presumir en último término el fallecimiento del elector sin defunción registrada.


Del modo dicho, continúa, se podrá depurar el padrón electoral, sin perjuicio, naturalmente, del derecho de reclamación en caso de error u omisión.


Agrega el mensaje que la necesidad de un padrón actualizado es un bien jurídico que se debe proteger con rigurosidad para evitar riesgos, como la suplantación de personas u otras irregularidades que atenten en contra de la transparencia de los actos eleccionarios.


Señala el mensaje a continuación que el 6 de mayo pasado el Ejecutivo ingresó a trámite legislativo un proyecto que propone perfeccionar la ley N° 20.568, sobre inscripción automática, en cuyo texto se incluyó una fórmula para excluir del padrón –manteniéndolos sólo en el Registro Electoral hasta una resolución definitiva- a los electores menores de 80 años que no hubieran obtenido o renovado la cédula nacional de identidad, la cédula para extranjeros o pasaporte chileno en los últimos 21 años, y a los electores de más de 80 años que no hubieren obtenido o renovado dichos documentos en los últimos 15 años.


La disposición que contenía esta fórmula fue objetada de inconstitucional por el Tribunal Constitucional, que estimó que no consideraba un mecanismo de publicidad para dar a conocer a los excluidos del padrón electoral el hecho de su exclusión, lo cual, en opinión del Tribunal, infringe la garantía consignada en el N° 3 del artículo 19 de la Constitución Política (igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos de las personas).


A este respecto, el mensaje hace presente que la legislación electoral consigna diversos procedimientos para dar publicidad a los padrones electorales de cada elección, de modo de resguardar la posibilidad de reclamo en caso de exclusiones o decisiones erróneas o injustificadas.


El artículo 31 de la ley N°18.556, continúa, habilita al Servicio Electoral para confeccionar un padrón y una lista, ambos de carácter provisorio, que serán auditados para determinar las personas que no pueden votar en la respectiva elección o plebiscito. Esos documentos son públicos en lo que dice relación con la identidad del elector y del lugar donde le corresponde sufragar.


Explica a continuación el mensaje que luego de la auditoría del padrón y de la nómina, el SERVEL elabora un padrón y una nómina auditados de personas que están inhabilitadas para votar, documentos que se publicitan en el sitio electrónico del Servicio, que pueden ser objeto de reclamaciones conforme al procedimiento dispuesto en el artículo 47 de la ley N° 18.556. Además, agrega, el artículo 22 de la misma ley obliga al SERVEL a informar a los electores el hecho de que se les ha suspendido el derecho de sufragio o han sido inhabilitados, con indicación de la causal que lo autoriza; y el artículo 7° del mismo texto legal que dispone un procedimiento de consulta ante el SERVEL, en su sitio electrónico o en una línea telefónica, con el fin de que los electores puedan verificar su inscripción y lugar de votación.


Hace presente el mensaje que con el fin de acoger la decisión del Tribunal Constitucional, este proyecto profundiza los procedimientos de reclamación y las medidas de publicidad, de modo de resguardar debidamente el ejercicio del derecho de sufragio.


En un tercer acápite relativo a las personas que han sido declaradas ausentes por desaparición forzada, el mensaje expresa que se ha estimado conveniente incorporar una nueva causal de exclusión del registro electoral que afecta a estas personas, con lo cual recoge un planteamiento que sobre esta materia han formulado los Honorables Senadores señores Camilo Escalona, Juan Pablo Letelier y Pedro Muñoz, en una moción de su autoría (Boletín N° 8321-07).


En este sentido, continúa, se propone excluir expresamente del registro electoral a las personas declaradas ausentes por desaparición forzosa, de conformidad con la ley N° 20.377, con el mérito de la sentencia a que se refiere el artículo 7° de esa ley (regula el mecanismo para declarar la desaparición forzada por sentencia judicial cuando concurren determinadas circunstancias). En este acápite, el mensaje recuerda que los efectos de la declaración son principalmente patrimoniales, pues no puede ser considerada para la prescripción penal ni para ningún otro efecto civil o penal. Por lo anterior, el proyecto agrega un efecto adicional a la declaración de ausencia, como es la exclusión del registro electoral.

IV.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA


El proyecto en informe está estructurado en un artículo único conformado con cinco numerales y un artículo transitorio.


El artículo único propone las siguientes enmiendas a la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral:


El numeral 1) adiciona el artículo 13 de la referida ley N° 18.556, que enumera las circunstancias que debe considerar el Servicio Electoral para mantener actualizado el Registro Electoral.


En este acápite el proyecto agrega como nueva circunstancia que debe considerar el Servicio la declaración de ausencia por desaparición forzada de una persona efectuada de acuerdo con la ley N° 20.377. Esta persona debe ser eliminada del registro. (Se incorpora como una nueva letra f) del mencionado artículo 13).


El numeral 2) agrega en el artículo 14 de esa ley, entre la palabra “ciudadanía” y la conjunción “y”, la frase “de las personas que hayan sido declaradas en ausencia por desaparición forzada;”.


(El precepto mencionado dispone que para los efectos del artículo anterior, el Servicio tendrá acceso a los datos electorales que el Servicio de Registro Civil tenga de las personas cuyas defunciones hubieren sido registradas en el mes anterior, de las personas condenadas a pena aflictiva, de las que recuperen su ciudadanía y de las personas que hubieren perdido la nacionalidad).


El numeral 3) agrega un inciso tercero al artículo 18 que reza textualmente: “Asimismo, deberán comunicar los nombres de las personas que hayan sido declaradas en ausencia por desaparición forzada por sentencia judicial dictada en virtud de la ley N° 20.377.”.


(Los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley ya mencionada sobre inscripciones electorales prescriben que dentro de los primeros cinco días de cada mes los jueces de letras comunicarán al SERVEL los nombres de los declarados en interdicción por demencia en el mes anterior, con los antecedentes necesarios para su identificación (inciso primero) y que, en el mismo plazo, comunicarán las revocaciones de esas declaratorias. (inciso segundo).


El numeral 4), de mera forma, reemplaza en el artículo 28 la referencia a “las letras a) a la e) por otra a “las letras a) a la f)” en concordancia con la enmienda propuesta en el numeral 1)


(El artículo 28 previene que para efectos de definir los padrones que se utilizarán en cada elección, las inscripciones electorales que provengan de solicitudes sobre acreditación de avecindamiento a que se refiere el artículo 6°; las actualizaciones de las circunstancias a que se refieren contenidas en las letras a) a la e) del artículo 13 y las modificaciones señaladas en el artículo 23 se suspenderán a los ciento veinte días anteriores a cada elección o plebiscito, reanudándose a partir del primer día del mes siguiente al del respectivo evento.


El numeral 5) agrega a esta ley N° 18.556 un artículo 30 bis, nuevo, que preceptúa que en la elaboración del padrón electoral (el que contiene la nómina de los inscritos en el registro electoral habilitados para votar), el Servicio Electoral excluirá a los mayores de 80 años que no tuvieren sus documentos de identidad vigentes de acuerdo con el artículo 62 de la ley N° 18.700, por no haber obtenido o renovado la cédula identidad nacional o la cédula de identidad para extranjeros o el pasaporte en los últimos 11 años anteriores a la fecha establecida en el artículo 28 (120 días antes de la elección o plebiscito), conforme a la información que le proporcione el Servicio de Registro Civil. (inciso primero).


El inciso segundo de este nuevo artículo 30 bis obliga al Servicio Electoral a confeccionar una nómina con los electores excluidos a los cuales se considerará inhabilitados para sufragar, sin perjuicio de los que se dirá de el inciso final. La nómina será pública en lo que se refiere a los datos del inciso tercero del artículo 31 y a ella le serán aplicables los artículos 31, 32, 33 en lo relativo a las normas sobre publicidad y auditoría. (El inciso tercero del artículo 31 dispone que el padrón electoral provisorio se ordenará alfabéticamente y contendrá los nombres y apellidos del elector; su rol único nacional, sexo, domicilio electoral con indicación de la circunscripción, comuna, provincia, región y el número de mesa receptora en la que le corresponde votar).


El inciso tercero del nuevo artículo 30 bis preceptúa que entre los ciento veinte y noventa días anteriores a una elección o plebiscito, el Servicio Electoral notificará a los electores incluidos en esa nómina acerca de la circunstancia de haber sido eliminados del padrón en virtud de este artículo.


El inciso cuarto obliga al Servicio a poner la referida nómina a disposición del público en un sitio electrónico y en una línea telefónica para efectos de los reclamos por la exclusión. La reclamación se deduce ante el Director del Servicio con sus antecedentes fundantes. Si se acoge el reclamo el elector queda suprimido de la nómina, reincorporándose al padrón de la siguiente elección que corresponda, cuando proceda.


El siguiente inciso de este artículo 30 bis –el quinto- agrega que sin perjuicio del reclamo que se puede hacer en cualquier momento, los electores excluidos también podrán reclamar del hecho de la exclusión, por escrito o verbalmente, ante el tribunal electoral regional, dentro de los diez días siguientes a la publicación del padrón auditado, con arreglo al artículo 47.


El inciso sexto y final de este nuevo artículo 30 bis declara que la exclusión a que se refiere este artículo sólo opera respecto del padrón que el SERVEL confecciona para cada elección, pudiendo siempre reclamarse de ella de conformidad con los artículos precedentes. En ningún caso opera respecto del Registro Electoral.


A su vez, el artículo transitorio prevé que para los efectos del numeral 1) del artículo único, dentro de los cinco días siguientes a la publicación de esta ley el Servicio de Registro Civil enviará al Servicio Electoral la nómina de las personas que a dicha fecha hubieren sido declaradas ausentes por desaparición forzada por sentencia judicial dictada en virtud de la ley N°20.377.

V. DISCUSIÓN GENERAL

Al iniciarse el debate sobre este asunto, el Honorable Senador señor Frei observó que la construcción del padrón electoral debe fundamentarse en cifras que efectivamente reflejen la realidad, pues en caso contrario se pone en juego la credibilidad del sistema. Expresó que una situación es la que representan los detenidos desaparecidos bajo la dictadura y otra diferente es la que se refiere a los que han desaparecido por otras causas. 

El Honorable Senador señor Orpis declaró que la materia en debate es fruto del nuevo sistema de voto voluntario, por lo que es relevante depurar el padrón electoral para que funcione con las personas que efectivamente pueden votar, previendo que no ocurran situaciones como las que acontecieron en las recientes elecciones municipales.

El Honorable Senador señor Sabag hizo presente que hay que considerar especialmente la situación de las personas que superen los 80 años y no hayan renovado su cédula nacional de identidad, pues no se los puede privar de un derecho, particularmente a quienes viven en zonas extremas o alejadas.

- - -

En seguida, la Comisión escuchó las exposiciones de los representantes del Servicio Electoral, del Servicio Nacional del Registro Civil, del Instituto Nacional de Derechos Humanos y del abogado señor Claudio Troncoso.
La Directora (S) del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, señaló que este proyecto de ley afectaría, aproximadamente, a un total de quinientas cuarenta mil personas (540.000), actualmente inscritas en el Servicio Electoral, que tienen ochenta o más años de edad. 

Por lo que hace a las modificaciones de los artículos  13, 14, 18 y 28 de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, para la actualización del registro electoral en consideración a la circunstancia de haber sido una persona declarada ausente por desaparición forzada, es menester contar con información del Servicio de Registro Civil respecto de las sentencias que declaren ausencias por desaparición forzada  que obran en su poder. Es también necesario considerar el tiempo que demandaría su procesamiento. 

Explicó que la incorporación del artículo 30 bis en la mencionada ley N° 18.556, supone reconocer a los excluidos del padrón electoral dos acciones de reclamación: la permanente de la ley y, además, otra administrativa para concurrir ante el Servicio Electoral. Se requiere establecer la naturaleza de cada uno de estos recursos y los plazos para entablarlos y pronunciarse en las respectivas instancias. A su juicio, el precepto lleva a la confusión de dos recursos cuya naturaleza es totalmente distinta. La reclamación del artículo 47 de la ley N° 18.556 es concebida como una acción de doble instancia y jerárquica, debidamente regulada y con plazos determinados. Por otra parte, desde el ángulo del artículo 30 bis, la reclamación es una acción que se ejerce directamente ante la autoridad administrativa, cuyo propósito es más bien la revisión de una decisión adoptada previamente, acompañando los antecedentes en que se funda. En ese entendido – continuó –, el precepto debería regular un procedimiento administrativo de impugnación especial, estableciendo, a lo menos, un plazo para que el elector excluido pueda recurrir y, además, otro plazo para que el órgano administrativo se pronuncie.

El Director del Registro Civil e Identificación, señor Rodrigo Durán, expresó que la ley N° 20.568, que regula la inscripción automática, modificó también el Servicio Electoral y modernizó el sistema de votaciones, permitiendo que todas aquellas personas que cumplen los requisitos allí establecidos pueden ejercer, de manera automática, el derecho a sufragio. En la implementación de esa ley, el Servicio de Registro Civil cumplió los siguientes cometidos:

Uno) Proveer al Servicio Electoral de los datos de los chilenos mayores de 17 años, entrega que se hizo en forma quincenal y mensual.

Los antecedentes requeridos por el Servicio Electoral al Servicio de Registro Civil fueron las inscripciones de nacimiento desde el año 1900 (nombre, apellido, número de RUN, fecha de nacimiento, sexo, nacionalidad y lugar de nacimiento cuando correspondía, como también los datos electorales de la inscripción, como es la circunscripción, el número y el año); las inscripciones de defunción (nombres, apellidos, números de RUN cuando correspondía, fecha de defunción  y los datos de la inscripción electoral); registro de profesionales (nombres y apellidos, RUN y títulos profesionales registrados); archivo de cédulas de identidad emitidas (nombres y apellidos, RUN, nacionalidad, sexo, fecha de nacimiento y del vencimiento del documento); nómina de personas condenadas o sometidas a proceso por delitos que consideren la aplicación de una pena aflictiva, y el Registro de Certificaciones de las Partidas de Nacimiento. 

Destacó que el RUN, en tanto identificador único para las personas naturales, se creó en el año 1973. Antes de esa fecha, las personas recibían un identificador por cada ciudad en la cual solicitaban su cédula de identidad. 

Con el objeto de enviar la información de manera expedita, el señor Director señaló que el Servicio creó un directorio electrónico compartido (FTP) al que tiene acceso permanente por medio de una clave disponible en los equipos técnicos del Servicio Electoral. La información entregada a esta última institución (con fecha de cierre el 1 de julio de este año) da cuenta de 13.780.952 inscripciones de nacimiento de mayores de 17 años y 17.724.720 archivos de cédulas de identidad; 3.248.834 inscripciones de defunción con RUN asociado, y 14.571.012 archivos de domicilio.

Dos) Informar el domicilio electoral. Agregó que entre el 1° de abril y el 30 de junio de 2012 y desde el 10 de diciembre del mismo año hasta el 20 de julio de 2013 (debe terminar 120 días antes de la elección presidencial), el Servicio de Registro Civil ha informado a los usuarios que renuevan su cédula de identidad y el pasaporte que su domicilio electoral será el allí registrado, otorgándoles la posibilidad de actualizarlo por medio de una declaración jurada en ese mismo acto. 

Respecto de las inscripciones de defunción, manifestó que para las elecciones municipales del año 2012 se informaron al Servicio Electoral un total de 3.065.773 inscripciones de defunción, con el fin de que fueran eliminadas del padrón. Actualmente, el Servicio de Registro Civil cuenta en sus bases de datos electrónicas con defunciones inscritas a contar del año 1960, pero las defunciones inscritas antes del año 1982, salvo excepciones, no tienen RUN asociado al titular. Con el objeto de colaborar en la confección del nuevo padrón electoral, se ha trabajado en la depuración de todas las inscripciones que tengan antecedentes que permitan asociar el RUN a la persona fallecida, labor que es de alta precisión y que es ejecutada sin medios digitales. Estimó que a julio de este año se habrán vinculado 5.806 RUN  a sus respectivas defunciones. Se ha realizado una búsqueda de fallecidos sin RUN, con el fin de analizar coincidencias de datos que permitan asociar este último a la partida de defunción siempre y cuando este procedimiento sea la única alternativa posible. 

A propósito del proyecto de ley en debate, el señor Director observó que sobre la declaración de ausencias por desaparición forzada el Servicio de Registro Civil mantiene archivadas en forma manual las sentencias definitivas dictadas en estas causas, para así dar cumplimiento al artículo 11 de la ley N° 20.377. La información que ese Servicio tiene data sólo desde el año 2011. 

Por lo que hace al artículo 30 bis propuesto en el proyecto, hizo presente que, de aprobarse, el Servicio de Registro Civil deberá enviar al Servicio Electoral un archivo con todas aquéllas personas mayores de 80 años que no han renovado su cédula nacional de identidad (nacionales o extranjeros) o pasaporte al 20 de julio de 2002. Para el caso de los mayores de 80 años de edad que no han obtenido o renovado documentos con posterioridad a esa fecha, estimó que el número alcanza a las 180.000 personas. 
El abogado del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Yerko Lubjetic, declaró que en nuestro ordenamiento jurídico y en lo que dice relación con materias de orden patrimonial y familiar, la situación de las personas detenidas desaparecidas está regulada en la ley N° 20. 377, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada. La posición de los familiares de detenidos desaparecidos y de las organizaciones de derechos humanos es que no es posible reconocer la muerte (ni aún presuntamente) de sus seres queridos sin que primero se aclaren los hechos y la participación que le cabe a los agentes del Estado en la desaparición de las víctimas. 

La ley establece los efectos de la declaración de ausencia, el procedimiento a seguir, las personas legitimadas para solicitarla y la fecha desde la cual producirá sus efectos. No obstante, es de alcances limitados. Esta situación fue expresamente reconocida en la tramitación de la ley N° 20.577, que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas sobre comprobación judicial de muerte, al fijarse en su artículo tercero que “no podrá tenerse por comprobada la muerte de una persona mediante el procedimiento considerado en la letra b) del artículo 2º de esta ley, en los casos regulados por la ley Nº 20.377, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas". 

Según dijo, con motivo del impacto noticioso por la inclusión de personas detenidas desaparecidas en el registro electoral, los Senadores señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto suscribieron una moción que modifica la ley N° 18.556, (Boletín N°8.321-07), cuyo objeto es excluir a las víctimas de desaparición forzada de dicho registro. En el considerando primero del fundamento de ese proyecto se señala que la modificación a la normativa sobre inscripción automática y voto voluntario supuso una profunda transformación al sistema político que persigue incrementar la participación en millones de personas, fortaleciendo la democracia, indicándose además, en el considerando tercero, que dichas transformaciones han provocado inconvenientes graves, entre los cuales se encuentra la incorporación en los registros electorales de personas desaparecidas como consecuencia de las violaciones a los derechos humanos ocurridas durante la dictadura. 

Por su parte, en el considerando cuarto se manifiesta que la incorporación de estas personas en los registros electorales ha provocado la molestia de familiares y amigos de las víctimas, en tanto existen múltiples antecedentes oficiales, emanados de órganos estatales, que confirman su situación, como son los informes emitidos por comisiones especiales y las causas judiciales incoadas ante los tribunales de justicia, señalando en el considerando quinto que, sobre este tema, la ley N° 20.377 ha creado la declaración de ausencia por desaparición forzada de personas, que permite solucionar los problemas jurídicos derivados de la indeterminación acerca de la situación de estas personas. 

A partir de lo señalado, en el considerando sexto se concluye que la más elemental lógica y consistencia respecto de la actuación del Estado en estas materias y el respeto por la memoria de las víctimas y sus familiares ameritan corregir dicha situación, excluyendo sus nombres del registro electoral, manifestando así en el considerando séptimo que, tras la enmienda introducida por la ley N° 20.337 al artículo 18 de la Carta Fundamental, corresponde a la ley orgánica respectiva regular el sistema de registro. 

La opinión del Instituto Nacional de Derechos Humanos sobre este tema responde a la petición formulada por el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado y se enmarca en la atribución contenida en el artículo tercero número 4) de la ley 20.405 que lo faculta para promover que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se encuentren vigentes, con el fin que su aplicación sea efectiva. En este sentido, los objetivos tanto de la modificación legal propuesta originalmente, como los de los cambios introducidos en la Comisión, no se ajustan a los estándares internacionales por cuanto están orientados a excluir a las personas víctimas de desaparición forzada ya sea del registro electoral o del padrón electoral, asimilándose su especial situación jurídica a la de las personas cuyo derecho a sufragio es suspendido por alguna legítima razón que lo inhabilita para ejercer este derecho. 
La condición de detenido desaparecido no puede implicar un menoscabo a ninguno de sus derechos, incluido sus derechos políticos, y excluirlos del registro o del padrón electoral podría considerarse una vulneración a su especial condición. Más aún, la incorporación en estos registros implica restituirle su carácter de ciudadano, con pleno reconocimiento de todos sus derechos, incluidos el derecho a sufragio, del cual gozaban con anterioridad al momento en que por la acción de agentes del Estado, fueron privados de libertad, con lo que se avanza en el efectivo reconocimiento a la personalidad jurídica de las víctimas indicadas. En este sentido, la regulación de las situaciones que surgen en este contexto debe partir por el reconocimiento del especial estatus jurídico de la víctima de desaparición forzada. Así, el Estado en sus diversos registros debe reconocer dicha condición, disponiendo además que se adopten las medidas legales y administrativas necesarias para evitar situaciones que puedan afectar la dignidad de las víctimas y de sus familiares. 

Respecto de las iniciativas que están en trámite sobre la materia, concluyó lo siguiente:

1.- Garantizar el acceso a la justicia y conocer la verdad sobre el destino de las víctimas y determinar las responsabilidades penales constituye una de las principales obligaciones que el Estado tiene frente a la desaparición forzada de personas. 

2.- Las obligaciones de verdad, justicia y reparación exigen de todos los órganos del Estado la promoción y adopción de políticas públicas y de legislaciones nacionales coherentes, acompañadas de las medidas reglamentarias y administrativas necesarias, con el fin de encarar la situación de las víctimas de desaparición forzada, teniendo como centro de dicha actuación la de mitigar en todo tiempo y lugar las consecuencias que para los familiares entraña la persistencia de una incertidumbre. 

3.- Estas obligaciones que el Estado de Chile tiene en relación con los detenidos desaparecidos supone, en todo momento, la diligencia y celo necesarios para disponer medidas adecuadas en el tratamiento legal y administrativo de esta dolorosa circunstancia, sin negar el estatus jurídico de las víctimas de desaparición forzada y más bien reconociendo en todo acto su condición de tal. En todo caso, es derecho de los familiares de las personas detenidas desaparecidas decidir si quieren o no acogerse a aquellas soluciones que debe otorgar el Estado. 

4. Los criterios particulares que en opinión del INDH debieran guiar la introducción de modificaciones al sistema de inscripciones electorales, consistentes con el marco establecido precedentemente, son los siguientes: 

a) Mantener a las víctimas inscritas tanto en el registro como en el padrón electoral. 

b) Identificar la condición de detenido desaparecido en los listados vigentes, estableciendo que mientras se mantenga esa condición las personas quedarán excluidas de cumplir con algunas obligaciones electorales, como por ejemplo desempeñarse como vocal, para lo cual será necesario incluir modificaciones a otras normas legales, como la ley Nº18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios. 

c) Respetar la voluntad de los familiares de las víctimas en los procedimientos que permitan incorporar el estatus de detenido desaparecido. 

El abogado señor Claudio Troncoso expresó que el presente proyecto de ley persigue dos  objetivos fundamentales:
Uno) Excluir del padrón electoral a los electores mayores de 80 años por no contar con documentos de identidad vigentes, al no haberlos renovado por un tiempo que supere su vigencia.

Dos) Excluir del registro electoral a las personas declaradas ausentes por desaparición forzada.

En cuanto al primero de los objetivos, muchas de estas personas pueden haber fallecido, pero, tal como lo describe el mensaje, por distintos motivos su fallecimiento no ha sido inscrito en el Servicio de Registro Civil. El procedimiento de reclamación que se verifica respecto de cada elección garantiza los derechos de la persona excluida del padrón, con lo cual el proyecto supera la observación planteada por el Tribunal Constitucional respecto de la falta de publicidad de las resoluciones que decretan la exclusión en el padrón. 

El segundo objetivo (exclusión del registro electoral de las personas declaradas ausentes por desaparición forzada) tiene un marco constitucional interno y otro relacionado con los tratados internacionales que tratan acerca de esta materia.

El artículo 13 de la Constitución dispone que son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido 18 años de edad que no hayan sido condenados a pena aflictiva. Luego, agrega que la calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y demás que la propia Constitución y la ley confieren. Esta disposición presupone que la persona se encuentra viva, única forma de ser titular de derechos. Ello conlleva la existencia biológica, que se extiende hasta que se acredite en forma fehaciente, por autoridad competente, que la persona está fallecida, lo que en Chile se oficializa mediante un certificado de defunción que se otorga luego de la inscripción de la defunción por parte del Servicio de Registro Civil.

Por su parte, el artículo 14 de la Constitución otorga el derecho de sufragio a los extranjeros avecindados en Chile por más de cinco años, que hayan cumplido 18 años y no hayan sido condenados por delitos que merezcan pena aflictiva.

A su turno, el artículo 17 del texto fundamental previene que la calidad de ciudadano se pierde por carecer de nacionalidad chilena, por condena a pena aflictiva y por incurrir en delitos que la ley califica como conducta terrorista o por delito relativo al tráfico de estupefacientes que hubiere merecido, además, pena aflictiva.

En concordancia con este marco constitucional, la ley 18.556, dispone en su artículo 13 que el Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro electoral considerando, en lo que interesa a este proyecto, las siguientes circunstancias: fallecimiento de la persona inscrita; pérdida de la ciudadanía de la persona inscrita de conformidad con el artículo 17 de la Constitución; pérdida de nacionalidad de una persona inscrita, y las revocaciones de permisos de residencia de extranjeros. Para esos efectos el Servicio Electoral tiene acceso directo y permanente a los datos del Servicio de Registro Civil sobre personas cuyas defunciones han sido registradas, de las personas que han sido condenadas a pena aflictiva y de las que han perdido la nacionalidad.

Manifestó que el proyecto en debate sugiere agregar como causal de eliminación de los registros electorales la declaración de ausencia por desaparición forzada de una persona efectuada en virtud de la ley 20.377.

Declaró que es conocido que las víctimas de desaparición forzada durante la dictadura son personas respecto de las cuales existe constancia de su privación de libertad, pero que hasta ahora no se ha determinado su destino o paradero, por lo que no es posible considerarlas fallecidas. En consecuencia, se puede estimar que al no reunir las causales que la Constitución establece para la pérdida de ciudadanía, legislar en el sentido que postula la iniciativa del Ejecutivo, esto es, entendiendo que la declaración de ausencia por desaparición forzada constituye una causal de eliminación de los registros electorales, podría presentar, a su juicio, problemas de constitucionalidad. 

Para el caso de establecer una norma legal sobre el tema, tal como se hizo presente en la Comisión de Derechos Humanos (al debatirse en ella un proyecto de ley originado en moción de los Senadores señores Camilo Escalona, Juan Pablo Letelier y Pedro Muñoz  - Boletín 8321-07 - ), será necesario abordar el tema en su integridad, comprendiendo también la situación de los demás detenidos desaparecidos sin sentencia judicial de declaración de ausencia,  como la de los ejecutados políticos cuyos restos jamás fueron entregados a sus familiares, partiendo siempre del respeto a la voluntad de sus familiares con el objeto de evitar una revictimización. En este sentido, una solución para abordar este asunto podría estar en la propuesta del Instituto Nacional de Derechos Humanos en la Comisión de Derechos Humanos del Senado, que consiste en la creación de un registro nacional de personas ausentes por desaparición forzada, actualizado y administrado por el Servicio de Registro Civil e Identificación. En dicha propuesta se postula específicamente que esta nómina se comunica por el Servicio de Registro Civil a otras reparticiones que manejen datos, registros o listados de personas, entre ellos el Servicio Electoral, para que la condición de desaparición forzada aparezca consignada junto al nombre de la persona en todos los registros que operen en los órganos públicos. Esta iniciativa tiene el valor de comprender un reconocimiento a la condición de estas personas como víctimas de graves violaciones a los derechos humanos. Ahora, por ser esta una solución fuera de las ideas matrices de la iniciativa en debate, habría que tramitarla en forma separada, mediante un proyecto de ley del Ejecutivo. 

En relación con el derecho internacional sobre la materia, recordó que nuestro país es parte de diversos instrumentos que versan sobre derechos humanos. Estas disposiciones se incorporan a nuestra Carta Fundamental con valor constitucional en virtud del artículo 5°, inciso segundo, de la Constitución. En este sentido, recordó que la Convención Americana de Derechos Humanos establece, en su artículo 23, que todos los ciudadanos deben gozar del derecho de votar y de ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal, con igualdad y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores. El ejercicio de tal derecho se puede reglamentar por ley exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental o condena por juez competente en proceso penal.

A su vez, Chile es parte de dos convenciones internacionales relativas a la violación de los derechos humanos por desaparición forzada de personas, como es el caso de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas. Ambas Convenciones conciben el desaparecimiento como un delito continuado o permanente mientras no se establezca el paradero o destino de la víctima. A ello se une la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que en su sentencia del caso de Ángel Manfredo Velásquez Rodríguez señaló:

“166.
La segunda obligación de los Estados Partes es la de "garantizar" el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona sujeta a su jurisdicción.  Esta obligación implica el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.  Como consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos.”

Este criterio ha sido desarrollado por la Corte en fallos posteriores.

Por lo anterior, expresó, cualquier fórmula legislativa que se explore respecto del proyecto en discusión tiene que garantizar que no generará efectos indeseados sobre los procesos penales en que se investigan casos de violación de derechos humanos que el Estado tiene el deber de investigar y sancionar.

- - -

Concluidas las exposiciones precedentes, el Honorable Senador señor Rossi señaló que la iniciativa en debate regula una situación grave fundada en un ilícito permanente, lo que implica un menoscabo para todas aquellas personas que murieron o desaparecieron en la época a la que se ha hecho alusión. Por lo anterior fue partidario de acoger la propuesta del Instituto Nacional de Derechos Humanos de tener un registro que se haga cargo de este tema con el objeto de evitar los problemas que ocurrieron en la última elección municipal. 

El Honorable Senador señor Frei consultó por el sentido de la ley N° 20.377, puesto que, según dijo, ella sólo regula los aspectos patrimoniales de las personas que tengan la condición de detenidos desaparecidos. En tal sentido sugirió que si bien la iniciativa en debate considera los aspectos relativos a la construcción del padrón electoral, debiera existir una legislación que se haga cargo de la situación en su conjunto, de manera de no estar legislando por partes en una materia tan sensible para un gran número de familias chilenas. Por lo expuesto declaró ser partidario de votar favorablemente la norma que regula los nuevos padrones electorales, dejando para un proyecto posterior el resto de las situaciones que plantea el proyecto.

El Honorable Senador señor Bianchi coincidió con el planteamiento precedente y sugirió consensuar con el Ejecutivo una indicación que recoja las sugerencias que se han planteado de modo de regularizar los aspectos puntuales que afectan a detenidos desaparecidos antes del vencimiento de los plazos que establece la ley electoral para afinar los padrones que han de servir de base a las próximas elecciones y luego, en una nueva propuesta legislativa, abocarse a la redacción de un estatuto que regule en su integridad todas las situaciones que puedan presentarse en relación con la condición de detenido desaparecido.

- -  -

Sometida a votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, esta resultó aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Bianchi.

- -  -

Una vez aprobada la idea de legislar, la Comisión se impuso de una indicación del Ejecutivo que sustituye el artículo único del proyecto por otro que se describirá a continuación, y que suprime su artículo transitorio.


Así, la Comisión discutió en particular ese nuevo texto que guarda con el anterior las siguientes diferencias:


Por lo que hace al artículo único, en el nuevo texto se suprimen los numerales 1), 2), 3) y 4) del sustituido, que modificaban los artículos 13, 14, 18 y 28, respectivamente, de la ley N° 18.556, con el fin de considerar en las actualizaciones del registro electoral la declaración de ausencia por desaparición forzada, efectuada en virtud de la ley N° 20.377.


En seguida, la indicación incluye en el artículo único del proyecto un nuevo artículo 28 bis, que reemplaza al artículo 30 bis sugerido en el texto primitivo, que reproduce los incisos primero, segundo, tercero y sexto de este último y sustituye sus incisos cuarto y quinto por otros que regulan las mismas materias pero que difieren de ellos en la forma que va a expresarse.

1) El inciso cuarto del texto del mensaje (artículo 30 bis) obligaba al SERVEL a poner a disposición del público la nómina de lectores excluidos del padrón electoral en un sitio electrónico y en una línea telefónica para efectos de su reclamo. La reclamación se deducía ante el Director del Servicio Electoral con sus antecedentes fundantes. En caso de acogerse el reclamo el nombre del reclamante quedaba suprimido de la nómina incorporándose este último al padrón de la próxima elección.


En la indicación sustitutiva, el nuevo inciso cuarto – esta vez incorporado a un artículo 28 bis – se limita a señalar que el Servicio informará a los electores en su sitio electrónico y en una línea telefónica, acerca de su exclusión en el padrón.


2) El inciso quinto del texto del mensaje prevenía, en lo pertinente, que los electores excluidos en virtud de este artículo podían reclamar de la exclusión, por escrito o verbalmente, dentro de los diez días siguiente a la publicación del padrón auditado, ante el Tribunal Electoral de su domicilio ajustándose al artículo 47 de esta ley (ley N° 18.556).


La indicación, en el nuevo inciso quinto del artículo 28 bis, reconoce a los electores excluidos el derecho a reclamar de la exclusión, por escrito o verbalmente, dentro de los diez días siguientes a la publicación del padrón auditado ante el Tribunal Electoral de su domicilio, de conformidad con el procedimiento del artículo 47, citado.


En consecuencia, en virtud de la sustitución de ambos incisos, se elimina del proyecto la reclamación administrativa ante el Director del Registro Electoral respecto de la exclusión de electores en el padrón que confecciona el Servicio para cada elección, quedando solo el recurso de reclamación que se interpone ante el correspondiente Tribunal Electoral, fijándose un plazo y un procedimiento para tramitar el recurso (el procedimiento del artículo 47 de la ley N° 18.556).


De este modo, la indicación se hace cargo de una de las observaciones que se formularon durante la discusión en general del proyecto, respecto de la necesidad de establecer claramente la naturaleza jurídica del recurso de reclamación de que trata este precepto y de sus resguardos de plazo y procedimiento.


Finalmente, la indicación del Ejecutivo suprime el artículo transitorio del texto del mensaje que imponía al Servicio de Registro Civil la obligación de enviar al Servicio Electoral dentro de los cinco días siguientes a la publicación de esta ley, la nómina de las personas que a dicha fecha hubieren sido declaradas ausentes por desaparición forzada por sentencia judicial dictada en virtud de la ley N° 20.377.

- - -

En relación con la indicación descrita precedentemente, el abogado del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Yerko Ljubetic, solicitó dejar constancia en este informe su opinión de que su contenido no soluciona de manera global el problema a que se ha hecho alusión en acápites precedentes, cual es, dotar con un estatuto especial a las personas que han sido declaradas en situación de “desaparición forzada”, pues sólo entrega una solución parcial para un tema específico como es la confección del padrón electoral, lo que da cuenta, a su juicio, de un incumplimiento del Estado de Chile de sus obligaciones de carácter internacional contraídas en esta materia. 

Recordó sobre el particular el oficio N° 825, de 14 de agosto de 2012, mediante el cual el Senado solicitó al Ejecutivo una iniciativa legislativa “que tenga por objeto crear un Registro Nacional de Detenidos Desaparecidos. Lo anterior, con el fin de resolver el problema suscitado tras la implementación de la ley N° 20.568 - que regula la inscripción automática, modifica el Servicio Electoral y moderniza el sistema de votaciones -, en virtud de la cual el Registro Electoral incluye el nombre de personas desaparecidas como consecuencia de violaciones a los derechos humanos.”.

Por su parte, el Honorable Senador señor Sabag cuestionó el sentido de la iniciativa, en cuanto deja fuera del padrón electoral a los mayores de 80 años de edad que no tuvieren su cédula de identidad vigente. Precisó que no le parece justo que quienes estén en dicha categoría no puedan ejercer su derecho a sufragio, particularmente en el caso de aquellos que, previo a la elección, renovaron sus respectivos documentos. Sobre este último punto, ejemplificó con el caso de una persona que valida su documento de identidad en fecha próxima antes de la elección y que, según este proyecto, no podría votar. 

La Directora (S) del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, explicó que dicha institución tiene la obligación de informar a todas las personas de la situación que les afectará luego de esta reforma, para lo cual se ha considerado implementar campañas publicitarias que abarquen el mayor número de personas que pudieren verse implicadas. 

El Consejero del Servicio Electoral, señor Patricio Santa María, explicó, sobre este punto, que es razonable presumir que una persona, que actualmente hubiere tenido 80 años, que no ha renovado su cédula nacional de identidad durante los últimos once años, período de tiempo en que se supone ha debido efectuar más de algún trámite en que sea necesaria la exhibición de ese documento, esté fallecida aunque se desconozca o no se tengan antecedentes respecto de su defunción. En todo caso, y con el fin de precaver el posible riesgo a que se ha referido el Honorable Senador señor Sabag, anunció que el Servicio Electoral desplegará todos sus medios en campañas informativas que ilustren al público respecto de estas situaciones.

- -  -

Sometida a votación la indicación sustitutiva de que hemos dado cuenta precedentemente, ella resultó aprobada con modificaciones de mera forma, con los votos de los Honorables Senadores señores Frei y Orpis y la abstención del Honorable Senador señor Sabag.

- -  -

En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del texto de este proyecto de ley contenido en el mensaje del Ejecutivo, sustituido por el siguiente:

“PROYECTO DE LEY: 

“Artículo único.- Incorpórase a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, el siguiente artículo 28 bis, nuevo:
“Artículo 28 bis.- En la elaboración del Padrón Electoral que se señala en el artículo 30, el Servicio Electoral excluirá a los electores de 80 años o más, que no contaren con sus documentos de identidad vigentes en conformidad a lo dispuesto en el artículo 62 de la ley N° 18.700, por no haber obtenido o renovado su cédula nacional de identidad, cédula de identidad para extranjeros o pasaporte, en los últimos 11 años anteriores a la fecha establecida en el artículo anterior, de acuerdo a la información que al respecto le proporcione el Servicio de Registro Civil e Identificación.

El Servicio Electoral confeccionará una nómina especial que singularizará a los electores excluidos en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior, quienes se considerarán inhabilitados para sufragar en la respectiva elección, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final. Esta nómina especial será pública, en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero del artículo 31 y le será aplicable lo dispuesto en los artículos 31, 32 y 33, en lo relativo a las normas de publicidad y procesos de auditoría. 

Entre los ciento veinte y los noventa días anteriores a una elección o plebiscito, el Servicio Electoral deberá notificar a los electores incluidos en la nómina especial, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral, la circunstancia de haber sido excluidos del Padrón Electoral de la elección de que se trate, en virtud de este artículo.

Asimismo, el Servicio Electoral deberá informar a los electores, a través del sistema de consultas en su sitio web y de una línea telefónica que se señalan en el inciso segundo del artículo 7°, de la exclusión del padrón. 

Los electores excluidos en virtud de este artículo podrán reclamar del hecho de la exclusión, por escrito o verbalmente, dentro de los diez días siguientes a la publicación del padrón auditado, ante el Tribunal Electoral Regional de su domicilio electoral, según lo dispuesto en el artículo 47.

La exclusión dispuesta en este artículo sólo opera respecto del Padrón que el Servicio Electoral confecciona para cada elección en particular y, en ningún caso opera respecto del Registro Electoral.”.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 11 de junio y 3 de julio, ambos de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Bianchi (Presidente) y señores Frei, Orpis, Rossi y Sabag; y 9 de julio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Frei (Presidente accidental) y señores Orpis, Rossi y Sabag.


Sala de la Comisión, a 9 de julio de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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